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114         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

I. Sistemas de valoración de la prueba penal, fundamento de la libre y lógica 
valoración

Cuando hablamos de valoración de la prueba nos referimos a un aspecto relacionado 
necesariamente con la convicción judicial, el cual es el punto culminante de la acti-
vidad probatoria, esto es, la finalidad misma de la prueba. He hecho referencia en el 
presente trabajo de que uno delos fines del sistema penal acusatorio no es comprobar 
los hechos, sino llegar a su esclarecimiento; más específicamente, esclarecer la teoría 
del caso planteada por cada una de las partes procesales.

De esa manera, el juzgador, derivado de la actividad probatoria, no valora la prue-
ba aportada por las partes y desahogada en su presencia con un afán de llegar a una 
verdad absoluta, en tanto, como se ha sostenido en el presente trabajo, ésta no puede 
ser materialmente conseguida. Así, el estándar probatorio en el sistema penal acusa-
torio de nuestro país no se basa en obtener una verdad absoluta, sino en el esclareci-
miento de los hechos, lo que no significa necesariamente llegar a la verdad real, sino 
que lo expresado y demostrado por las partes a través de la actividad probatoria le 
creará una objetiva convicción al juez. 

Esta aproximación a la verdad, la cual es objetivamente alcanzable, es algo que 
caracteriza al recién adoptado sistema en México y que es resultado del devenir histó-
rico que ha resurgido con motivo del avance en los sistemas procesales del mundo y 
de la historia de la humanidad misma. 

No obstante, en capítulos subsiguientes analizaremos de manera más minuciosa 
el sistema libre y lógico de valoración de la prueba del sistema penal acusatorio mexi-
cano. En tanto, a manera de ejercicio previo, a continuación analizaremos algunos de 
los sistemas procesales que han ido de la mano de la evolución de la humanidad. Lo 
anterior, en el entendido de que la finalidad no es hacer un estudio mesurado de índo-
le histórico de todos los sistemas de valoración de la prueba, ya que ello implicaría 
analizar desde etapas primitivas, pasando por Roma en las etapas de República (con 
su libre valoración por parte del pueblo) y del Imperio (donde ya asume el control el 
juez), el periodo de Justiniano (donde aparece el sistema de valoración mixto en el 
Corpus) y las diversas evoluciones a los sistemas de tarifa legal y de libre valoración. 
De esa manera, sólo se analizarán los más representativos para efectos de este trabajo, 
es decir, los que primordialmente sirvieron de sustento a la libre y lógica valoración 
de la prueba.  

1. La prueba legal o tasada

La actividad probatoria, como regla genérica, conlleva un resultado procesal que re-
percute en la determinación que emita la autoridad judicial. Cuando ese efecto es 
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Iván Aarón Zeferín Hernández 115

perfectamente determinado por el legislador al crear la ley, a tal grado que vincula al 
juzgador a una valoración preestablecida (de ahí que también se llame prueba legal), 
sin dar cabida a la apreciación libre del órgano jurisdiccional, estamos en presencia 
de una prueba tasada. 

La prueba legal o tasada, que también es llamada por algunos autores, como De-
vis Echandía, el sistema de tarifa legal,54 surge en el derecho canónico como limita-
ción a la actividad judicial indiscriminada e ilimitada, al otorgar al juez un control 
absoluto del acusado basado en su subjetiva y personal convicción. De esa manera, 
el legislador establece reglas específicas de valoración en la ley, es decir, otorga a las 
pruebas un valor determinado, a fin de no dejar esa función al juzgador; por ello, se 
dice que es la prueba que por antonomasia tiene sustento en la desconfianza judicial.

Así, la prueba tasada no permitía formar al juzgador un criterio propio, sino que lo 
automatiza al valor limitado y específico establecido en la ley. Con ello, si bien se bus-
có frenar la actividad jurisdiccional que indiscriminadamente se ejercía inicialmente y 
con ello proteger al acusado, con la prueba tasada, se incentivó que la balanza de po-
der del Estado se inclinara desfavorablemente en el mismo sentido que se provocaba 
evitar; esto es, en perjuicio del acusado.

En efecto, como se indicó, la prueba tasada presenta sus orígenes en el derecho 
canónico, cuando se crea el Tribunal de la Inquisición en 1204, con el Papa Inocen-
cio III, que no era sino un conglomerado de eclesiásticos inquisidores encargados de 
buscar personas que se dedicaran a la brujería o representaran intereses antagónicos 
al poder divino de Dios; este grupo de religiosos eran encargados de investigar los 
delitos de lesa majestad, catálogo que constituyó uno de los principales mecanismos 
de control y protección del soberano y de Dios, quien le otorgaba ese poder y, debido 
a la tutela tan redituable que representaba para el Estado cobró tanto auge que poco 
a poco fue ganando terreno en el continente europeo, especialmente en Alemania, 
Francia, Inglaterra e Italia; asimismo, en 1249 se instauró en el Reino de Aragón, 
lo cual constituyó la primera inquisición de índole estatal y para el siglo XV ya era 
preponderante en el Reino Español; ante esa popularidad, ya no sólo se utilizó para 
investigar y castigar de herejía, brujería y los delitos de lesa majestad, sino toda clase 
de delitos que representaran una amenaza al poder público.

Este sistema inquisitivo tenía como finalidad primordial encontrar la verdad real y 
material de lo acontecido, al margen de la forma en que se obtuvieran las pruebas que 
sustentaran lo anterior. Por ello, ante la búsqueda afanosa de la verdad absoluta, era 
especialmente difícil de comprobar la culpabilidad del acusado y obtener una condena 

54 Devis Echandía, Hernando, “Contenido, naturaleza y técnica de la valoración de la prueba judicial”, en 
R.D., Proc. Iber., No. 1, 1966. 
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116         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

mediante indicios, ya que el sistema no daba cabida a las presunciones y como la 
carga de la prueba recaía en el acusador, era necesario obtener los mecanismos que 
permitieran conocer la verdad a toda costa. De esa manera comenzó a pensarse que 
una de las formas más idóneas para ello era la confesión del acusado, la cual, desde 
luego, era inicialmente compleja conseguir a través de la libre voluntad del justiciable, 
lo que dio inicio a una de las peores formas de obtención de la verdad en la historia de 
la humanidad: la tortura del acusado.

Esta forma de obtención de la verdad real obedeció a una transformación en la 
ideología de la Iglesia católica, ya que en principio ésta se oponía a dicha práctica, por 
contraponerse a los mandatos de Dios; sin embargo, a través de la bula Ad extirpanda, 
la cual fue promulgada por el papa Inocencio IV el 15 de mayo de 1252,55 comenzó a 
permitirse el uso de la tortura, ya que —consideraba el decreto papal— los heréticos 
eran ladrones y asesinos de almas y, por lo tanto, tal como se exige a los ladrones que 
delaten a sus cómplices, es necesario que se realice tortura sin dañar el cuerpo o causar 
peligro de muerte, para obtener la verdad. Con lo anterior surgió la llamada inquisi-
ción medieval, que investigaba no sólo delitos de lesa majestad, sino además todos 
aquellos que atentaban contra el equilibrio político o religioso, con lo que se creó un 
régimen de terror, ya que bastaba tener mala fama para incoar un proceso contra un 
ciudadano y dado que el medio idóneo de obtención de la verdad (la tortura) estaba 
legitimado por el Estado, la obtención de la verdad absoluta era especialmente fácil 
de obtener.  

En virtud de la utilidad que significó la tortura y el sistema inquisitivo para obte-
ner la verdad en Europa, en los años venideros cobró especial auge en España, en el 
Ordenamiento de Alcalá y en las Leyes de Toro, por lo que se extendió a América La-
tina y ya para el sigo XVI, en la Nueva España, fue regulado a través de la creación de 
un tribunal, llamado la Sagrada Congregación de la Romana y Universal Inquisición, 
fundado por Pablo III en 1542, el cual retoma la ideología de la inquisición medieval 
y vuelve a enfocarse a investigar aspectos relacionados con la herejía y la brujería, 
donde el castigo era la pena de muerte.

Es importante mencionar que inicialmente se daba especial importancia a la de-
nuncia de un acusador para iniciar un proceso; no obstante, dado que el poder público 
y la protección del Estado no podían quedar a capricho del denunciante, se instauró la 
incoación del procedimiento de oficio a cargo de las autoridades públicas.

Así, el sistema inquisitivo veía al acusado como un medio de obtención de la ver-
dad, por lo que no podía tener derechos, ya que no era un sujeto procesal susceptible 
de prerrogativas. Asimismo, el proceso era dirigido por un juez instructor, acusador 

55 Tomás y Valiente, F., La tortura en España. Estudios históricos, España, 1994. 
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y juzgador, el cual se encargaba de recopilar prueba, buscar la verdad (obtenida ma-
yormente mediante tortura) y juzgar al justiciable, lo que significaba entonces que el 
gobernado no contara con instrumentos jurídicos en su favor. 

Lo anterior se tornaba aún más imperioso, cuando además de que el juzgador 
constituía el órgano instructor y acusador y obtener la verdad mediante tormentos 
corporales, basaba su sentencia en pruebas tasadas, donde el creador de la ley le daba 
la connotación de prueba plena e irrefutable a la confesión del acusado; de ahí que el 
juzgador se convirtió en un órgano de protección del poder público, que le daba espe-
cial preponderancia a los delitos en los que fungieran como ofendidos el Monarca y 
Dios, esto es, los llamados Juicios de Dios.  

De esa manera, el sistema inquisitorio tenía ostensibles matices de persecutorio, 
al concentrarse en el propio órgano jurisdiccional la función de investigar, instruir y 
juzgar; el proceso se llevaba a cabo en forma secreta, sin que el justiciable pudiera 
tener acceso a él y, de hecho, no se daba lugar a ejercer derecho de contradicción al-
guna, dado que el juez era el órgano acusador y, al ser el instructor además, la etapa 
de juicio no tenía especial relevancia, pues el propio recopilador de las pruebas era el 
que las aplicaba (no las valoraba, al serle vedada la posibilidad de razonar la prueba, 
por ser tasada), por lo que sólo les confería o legitimaba en el proceso el valor que la 
ley previamente les establecía. 

Asimismo, los procesados eran recluidos en prisiones celulares y eran aislados 
del mundo exterior y dado que una acusación formal constituía un uso legítimo del 
Estado, ante una persona que gozaba de mala fama, el justiciable debía demostrar su 
inocencia, ya que el ejercicio del poder en su contra constituía un medio de control 
ante alguien que significaba una amenaza para la política o las órdenes divinas. 

No obstante, la respuesta a esta era de terror no se hizo esperar en los años veni-
deros, con personas que eran críticas de estas prácticas e incluso críticos de la mis-
ma Iglesia católica, específicamente con la aparición de la Ilustración,56 movimiento 
intelectual europeo, que se desarrolló desde fines del siglo XVII hasta el inicio de 
la Revolución Francesa, con pensadores ilustrados, como Montesquieu, Rousseau y 
Voltaire, entre otros, lo que dio lugar a la aparición de nuevas ideologías de control del 
uso arbitrario del poder y, por ende, al nacimiento de nuevos sistemas de valoración 
de la prueba.

56 La cual así se hizo llamar, al “ilustrar” la oscuridad en la que se encontraba la humanidad, a través del 
uso de la razón y el intelecto. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



118         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

2. El sistema de íntima convicción

El sistema de íntima convicción tomó especial auge en la historia de la humanidad 
a partir del pensamiento ilustrado de la Revolución Francesa, ya que representaba la 
contraposición al sistema procesal de tarifa legal, calificado como arbitrario y repre-
sor. 

Se trataba de una corriente innovadora, de índole ostensiblemente democrática, 
la cual fue encabezada por Beccaria, en su famoso estudio De los delitos y las penas, 
que promulgaba un sistema basado en el libre convencimiento, esto es, la antítesis del 
de tarifa legal, con lo que estableció la creación del jurado popular y se condenó en-
fáticamente la tortura y el proceso secreto como prácticas procesales cotidianas para 
la obtención de la verdad.  

La íntima convicción daba cabida a un sistema acusatorio puro, donde los tribu-
nales eran representados por el poder del pueblo (jurado popular) y, ante ello, las de-
terminaciones que tomaran no debían ser justificadas ni explicadas, ya que derivaban 
de un ejercicio de conciencia puro de los encargados de administrar justicia. Así, en 
contraposición abierta al sistema de justicia medieval, se instauró de manera oficial 
en las leyes de 18 de enero y 29 de septiembre de 1791, el llamado sistema de con-
vencimiento íntimo (o sentimental), tomado del derecho anglosajón e influido con las 
ideas de Beccaria, Montesquieu y Voltaire, así como de Brissot de Warville, Diderot 
y Buffon, entre otros. 

El sistema de íntima convicción es quizá de los más antiguos del mundo, ya que 
tuvo sus orígenes en la época clásica de Grecia y especialmente en Roma, donde 
prevalecía la oralidad y publicidad como medios de práctica de los juicios. Existían 
algunas restricciones en torno al aspecto de la prueba, ya que no podía declarar en el 
ámbito penal los niños, las mujeres y los esclavos (estos últimos que sí podían emitir 
su declaración excepcionalmente en materia mercantil). Por lo que las pruebas de más 
utilidad eran los documentos, testimonios y juramentos.

Así, en la época de la Ilustración se retomó esta forma de juzgamiento, basada 
principalmente en la convicción; de hecho, los precursores de este sistema de valora-
ción consideraron que la humanidad había tenido un retroceso histórico ostensible al 
regirse por el sistema de prueba tasada o de tarifa legal, ya que éste permitía arbitra-
riedades que eran avaladas y promulgadas desde la creación de la ley misma.

El sistema de íntima convicción presentó notorios cambios en la valoración pro-
batoria y, especialmente, en la forma en que se emitían los fallos, ya que dio especial 
preponderancia a la libertad de apreciación y a la convicción íntima, como fundamen-
to del fallo, basados en el instinto natural y en la subjetividad, puesto que el jurado 
popular no estaba constituido con personas doctas en derecho y tampoco expertas en 
psicología. 
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Asimismo, el sistema por jurados, al apreciar el juicio en su integridad, basados 
en su enfoque personal, emitían un veredicto, que si era de absolución impedía la 
actuación del Estado contra el gobernado y, en consecuencia, frenaba la imposición 
de sanciones; en contrapunto, si era condenatorio, entonces liberaba el poder represor 
del Estado.  

Por ello, no obstante el carácter de orientación eminentemente democrático y 
pensado en el bienestar del pueblo con que se erigió este sistema, tuvo severas críticas, 
basadas principalmente en que no era viable proferir los fallos sin expresar alguna 
clase de motivación, porque se podría dar a lugar a lo más cercano a una dictadura 
judicial, al no conocerse los fundamentos de absolución o condena y, en segundo lu-
gar, las determinaciones eran carentes de contenido jurídico alguno, al ser expuestas 
por personas ajenas al derecho y, como se indicó, al no ser tampoco profesionales en 
conocer la conducta o comportamiento humano, sus decisiones eran subjetivas y en 
muchos de los casos incongruentes con el material probatorio desahogado, ya que 
se sustentaban en los sentimientos y en la moral de cada uno de los integrantes del 
jurado. Francia comenzó a darse cuenta de estos aspectos y a idear un sistema propio 
que si bien pudiera tener influencia del derecho anglosajón, no debería ser una copia 
íntegra de aquél.

Luigi Ferrajoli señalaba que el sistema de íntima convicción era una de las pági-
nas políticamente más amargas e intelectualmente más deprimentes de la historia de 
las instituciones penales,57 circunstancia que habría sido avalada por diversos autores, 
al estimar que existía una libre valoración, subjetiva y carente de razón, porque no en-
contraba sustento en las reglas de la lógica o los conocimientos científicos, pues sólo 
se resolvía tomando en cuenta el instinto de la persona, sin que ésta explicara siquiera 
las circunstancias o motivos que la determinaron a resolver en determinado sentido. 

A pesar de sus críticas y de su abandono pocos años después de adoptado por 
Francia, ese sistema de íntima convicción de jurados populares ha sido acogido por 
distintos sistemas procesales del mundo a lo largo de la historia de la humanidad, 
como es el caso del derecho anglosajón, pues Estados Unidos de América actual-
mente lo contempla constitucional y jurisprudencialmente en su sistema procesal. En 
ese país, el jurado, en su aspecto genérico, está compuesto por un mínimo de seis 
personas y un máximo 12. Sin embargo, si se trata del Gran Jurado, que tiene cabida 
en determinados casos socialmente relevantes, los integrantes pueden ser de hasta 23 
personas. Éstas son elegidas de entre ciudadanos comunes y corrientes. 

Sin embargo, a pesar de las detracciones que se han hecho al sistema de íntima 
convicción, éste es ampliamente aceptado por la mayoría de los ciudadanos estadouni-

57  Ferrajoli, Luigi, Derecho y Razón, Teoría del Garantismo Penal, España, Trotta, 1997. 
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denses, al considerar que se cuenta con la garantía de ser juzgados por una pluralidad 
de personas que pueden zanjar factores sociales como el racismo y la discriminación, 
susceptibles de encontrarse en una sola persona, como sería el juez y, en la mayoría de 
los casos, los justiciables de ese país optan por un jurado, ya que el derecho anglosa-
jón permite en la legislación de ciertos estados renunciar a esa posibilidad.

No obstante, otros países que adoptaron el sistema de íntima convicción a través 
de jurados populares han ido realizando ajustes a lo largo de su historia, transformán-
dose en sistemas procesales peculiares. Como es el caso de Alemania, que en 1924 
suprimió el sistema de jurados populares, para dar lugar a los jueces legos y magis-
trados técnicos. Este tribunal en la actualidad es el legitimado para conducir el juicio 
oral, determinar la culpabilidad o absolución y la imposición de la pena, así como la 
posible responsabilidad civil. Las decisiones son adoptadas por mayoría.

En Francia se pretendió instaurar los jurados populares, como un afán de acercar 
a la sociedad a la justicia e involucrarla; sin embargo, ese país consideró que generaba 
un gasto considerable e innecesario, sin que la imagen de la justicia mejorara y, por 
tanto, decidió dar marcha atrás en la instauración de ese tipo de tribunales que sólo 
tuvo una efímera vida procesal. 

En Italia el jurado tiene una composición mixta, es decir, se compone de dos 
jueces profesionales y seis personas elegidas al azar de entre una lista de personas 
que sólo requieren contar con instrucción media básica. En ese país, el jurado tiene 
intervención sólo en delitos considerados graves.  

Por su parte, en Rusia la intervención de los jurados ocurre a petición de parte, 
donde el justiciable puede pedir ser juzgado a través de esa figura o bien renunciar a 
ella.58

En México, el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista Venustiano Carranza 
instauró el sistema acusatorio llevado a cabo por jurados populares, el cual fue regula-
do en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917.

El sistema se instauró entonces en nuestro país y se llevaron un número importan-
te de juicios resueltos a través de jurados populares; circunstancia que aconteció hasta 
la absolución de María Teresa Landa, una bella mujer que ganó el otrora certamen 
Señorita México a los 18 años, en 1928; los hechos que motivaron su enjuiciamiento 
comenzaron a partir de que contrajo nupcias con el general Moisés Vidal, persona 
ampliamente conocida y respetada en la milicia, por su intervención en la Revolución 
Mexicana. El matrimonio aconteció luego de que ella acudiera a Texas, en Estados 
Unidos de América, a representar a México e impactara al mundo con su belleza.

58 Bellver, Juan Manuel, et al., “El Tribunal Popular en el Mundo, líder mundial en español”, El Mundo, 
2013, consultado el 1 de mayo de 2016.  
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María Teresa se caracterizaba por ser una mujer sumisa; asimismo, dado que su 
esposo viajaba constantemente, residía en la casa de sus padres. Su actitud dócil la 
llevaba a obedecer instrucciones indiscutibles que le daba su cónyuge, como el hecho 
de no leer el periódico, bajo el pretexto de que una mujer de casa no debía enterarse 
de las notas amarillistas. Sin embargo, el 25 de agosto de 1929, el padre de la joven 
compró el periódico Excélsior y, después de leerlo, salió de casa y olvidó el periódico 
en la sala de su casa; la mujer, motivada por una curiosidad natural, comenzó a leerlo 
y en las notas sociales se enteró que Moisés Vidal era acusado de bigamia, pues en 
1923 se casó en Cosamaloapan, Veracruz, con diversa mujer también llamada María 
Teresa, con la que además habría procreado dos hijos.

Ese mismo día, luego de una intensa discusión marital, la mujer tomó una pistola 
Smith and Wesson, calibre 44 y la percutió contra su marido, para después intentar 
quitarse la vida, lo cual no consiguió, por haber disparado todas las ojivas contra 
aquél. Según lo contó ella misma en el juicio, luego del homicidio, se tendió junto al 
cuerpo y le vociferó: perdóname mi amor ¿qué he hecho? No te me mueras.59

Por tal razón, fue detenida y procesada. En la etapa de juicio fue defendida por 
José María Lozano, ex ministro de instrucción pública de Victoriano Huerta, apodado 
el “Príncipe de la Palabra”.60 Lozano presentó a su patrocinada como una mujer dócil, 
sumisa y víctima de la férrea disciplina militar y machista de su esposo.

Después, dejó hablar a María Teresa, quien comenzó a llorar y a decir reiterada-
mente que amaba a su cónyuge, pero no iba a permitir que la deshonrara; el jurado 
se vio seducido por la belleza de la mujer, por lo que terminó absolviéndola, sin dar 
mayor explicación al respecto (que es el fundamento esencial de un sistema de íntima 
convicción); en un hecho sin precedente, luego de ser absuelta, el público que asistió 
a la audiencia se puso de pie y comenzó a aplaudir ante la demostrada inocencia de la 
fémina, circunstancia que fue imitada por el propio jurado popular. 

Aquel juicio fue el último donde participó el jurado popular, pues los juristas de 
la época, con un reconocimiento amplio en el campo, estaban indignados del porqué 
se había absuelto a la mujer o bien, que de ser el caso, debía explicarse la cuestión que 
avizorara alguna causa de exclusión del delito. 

Este antecedente dejó en claro que en México el jurado popular no podía seguir 
existiendo, pues las determinaciones se erigían por cuestiones de índole sentimental, 
donde los integrantes del jurado podrían ser influidos por aspectos externos y sub-
jetivos, tales como la belleza de una mujer, su posición ante la sociedad o la forma 
sollozante de conducirse en el juicio, como aconteció en la especie. Apenas un año 

59 Centro de Estudios de Historia de México. Fundación Carlos Slim. 2014-2016, Conaculta. Curiosidades 
del Pasado. Consultado el 1 de mayo de 2016.  
60 Idem.  
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después de ese acontecimiento, dejó de existir la institución del jurado, para destinarse 
solamente a determinados casos de delitos de prensa. 

Bien, una vez que se han determinado los sistemas tasados y de íntima convicción 
de valoración de la prueba, que son el fundamento de los sistemas inquisitivo y acu-
satorio, en su connotación más pura, analizaremos el sistema mixto, el cual sirvió de 
sustento por muchos años para el sistema procesal penal en nuestro país.  

  
3. Sistema mixto de valoración de la prueba

Se llama sistema mixto, porque encuentra sus bases en el devenir histórico roma-
no-germánico que surgió en Europa, ya que adoptó en forma parcial algunas institu-
ciones del derecho inquisitivo y otras del acusatorio.

Como se ha indicado, el sistema acusatorio tuvo sus inicios en Grecia y Roma, 
bajo la figura de libertad de valoración de la prueba y perduró en esos términos hasta 
su transformación con el derecho canónico, que dio auge al proceso escrito, secreto y 
de tasación de la prueba, que admitía formalmente la tortura como medio de obtención 
de la verdad real e histórica, con lo cual surgió el derecho inquisitivo. Asimismo, con 
motivo del pensamiento de la Ilustración, el sistema francés adoptó nuevamente una 
Corte de índole liberal y democrática, retomando nuevamente las instituciones pro-
pias del sistema acusatorio. 

En efecto, si bien el movimiento armado que fue la Revolución Francesa ocasio-
nó una transformación en el sistema procesal de la época, al no tener bases jurídicas 
determinadas, en las leyes de 18 de enero y 29 de septiembre de 1791, se optó por 
instaurar, casi en su totalidad, el sistema procesal anglosajón, el cual contemplaba a 
los jurados populares como los encargados de emitir los fallos (sistema de convenci-
miento íntimo). 

Ese sistema de íntima convicción adoptado por Francia duró poco tiempo, pues el 
pensamiento francés comenzó a tomar claridad en el ámbito procesal. De esa manera, 
en la época de Napoleón Bonaparte y específicamente en 1808, surgió una nueva 
codificación llamada Código de Instrucción Criminal, que retomaba aspectos del sis-
tema inquisitivo puro y otras más del acusatorio, con lo cual surgió el llamado sistema 
procesal mixto clásico.

Es importante mencionar que si bien existen algunos antecedentes donde se pre-
tendía incorporar ambos sistemas, esto es, el inquisitivo y el acusatorio, derivados 
de una conjugación natural, lo cual encontramos en Alemania en 1532 y en la propia 
Francia en 1670, con la Ordenanza Criminal de Luis XIV, fue hasta el código napo-
leónico cuando se reguló y adoptó en forma expresa este sistema.

Este proceso contemplaba diversas fases; la primera de ellas tuvo notoria influen-
cia del derecho inquisitivo, ya que proponía una etapa escrita y secreta llevada a cabo 
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por la fiscalía y el juez, sin presencia del justiciable. De igual modo, se estableció una 
etapa intermedia, la cual era controlada por un consejo de jueces, que analizaban el 
fondo del asunto para determinar la suficiencia de pruebas para acudir a juicio o bien 
para declarar la insuficiencia probatoria. 

En caso de existir elementos de convicción suficientes se declaraba la apertura 
del juicio, donde el acusado ejercía sus derechos de defensa en forma contradictoria, 
oral y a partir de la inmediación ante el jurado, quien resolvía por mayoría de votos. 

Con relación a la valoración de la prueba, el sistema proponía valorar los elemen-
tos de convicción en forma tasada y diversos con influencia de libertad probatoria 
(punto toral del sistema de valoración mixto de la prueba). Esta nueva forma de con-
cepción de los sistemas procesales tuvo auge en Europa y pocos años después influyó 
en el derecho latinoamericano, ya que países como Argentina y México fueron los 
primeros en implementarlo en sus sistemas. 

En efecto, Argentina lo acogió en el Código Procesal Penal de la provincia de 
Córdoba, Argentina, en 1939. Mientras que México lo adoptó con la promulgación 
del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal el 17 de septiembre 
de 1931. Este código retomó las ideas e instituciones jurídicas del llamado sistema 
mixto y lo transformó según las necesidades del país, retomando la experiencia en 
hechos como el tropiezo, que tuvo la figura del jurado popular con el caso María 
Teresa Landa. 

Este nuevo sistema procesal penal mexicano dividió el proceso en tres fases, una 
inicial, a la que llamó averiguación previa, la etapa de preinstrucción o término cons-
titucional y la de juicio; asimismo, se creó la institución del Ministerio Público y se 
la dotó de la facultad de investigar y perseguir los delitos a través de la acción penal. 
La policía se extrajo del poder judicial, para incorporarse a la institución ministerial. 

Asimismo, se retomó la fase secreta y escrita del sistema francés, para destinarlo 
a la averiguación previa, donde no se le confirió por regla general intervención algu-
na al inculpado, sino hasta que fue conducido ante la autoridad judicial. Se instauró 
además el monopolio de la acción penal al Ministerio Público, ya que anteriormente, 
en la Constitución de 1857 se preveía la acción particular, pero fue eliminada en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. Se creó la figura de 
la querella y la denuncia, como presupuestos procesales para el ejercicio de la acción 
penal y se sostuvo la naturaleza de un proceso escrito, dejando sólo para aspectos 
excepcionales la oralidad. 

De igual modo, con influencia del sistema acusatorio, el sistema mixto mexicano 
dividió en forma clara y delimitada la función de acusador y juzgador, para encomen-
darlo al Ministerio Público y el órgano jurisdiccional, respectivamente. 

Los aspectos relacionados con la valoración de la prueba adoptaron ambos siste-
mas, esto es, el tasado, para determinadas pruebas (como el valor pleno de los docu-
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mentos públicos, las inspecciones, el resultado de los cateos) y el libre, para otras más 
(como las periciales y las testimoniales). 

Este sistema procesal mexicano prevaleció por más de 75 años en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que fue hasta la reforma del 18 de junio 
de 2008 que formalmente se dio nacimiento al sistema penal acusatorio mexicano, que 
realmente es un sistema mixto de corte acusatorio, como más adelante se analizará.

La sana crítica racional

Como se ha expuesto, el sistema de íntima convicción, basado en la prueba valorada 
con libertad absoluta y sin obligación de exponer los argumentos que sustentaron 
esa convicción fue severamente criticado; primordialmente, porque el justiciable no 
sabría las razones que motivaron al jurado a emitir su veredicto de culpabilidad o 
absolución.

Sin embargo, retomando los aspectos propios del sistema de íntima convicción, 
pero evolucionando a uno más avanzado, a finales del siglo XIX en España surgió 
un nuevo modelo denominado la libre valoración de las pruebas, de acuerdo con las 
reglas de la sana crítica y de las leyes de la lógica,61 con lo que se dio origen al sistema 
de la sana crítica racional.

Esta nueva corriente derivó de lo previsto en el artículo 317 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil, en el cual se plasmaba en forma literal: “los jueces y tribunales aprecia-
rán, según las reglas de la sana crítica, la fuerza probatoria de las declaraciones de los 
testigos”. En igual sentido, años después, en la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil de 
1881 se retomó y perfeccionó lo establecido en su predecesora, ya que el numeral 659 
establecía: los jueces y tribunales apreciarán la fuerza probatoria de las declaraciones 
de los testigos, conforme a las reglas de la sana crítica, teniendo en consideración la 
razón de la ciencia que hubieren dado y las circunstancias que en ellos concurran.62

Así, la sana crítica racional propone un modelo que parte inicialmente de las 
liberales ideas del sistema de íntima convicción, pero que se propone en un aspecto 
más evolucionado. Esto es así, porque si bien en la sana crítica inicialmente el juzga-
dor goza de libertad en la valoración de la prueba, no significa una absoluta libertad, 
sino que ésta es regulada bajo las reglas de la experiencia, la lógica y la ciencia. Y si 
bien estos aspectos no se encuentran expresamente regulados en la ley, sí presuponen 

61 Ascencio Mellado, José María, La Prueba Prohibida y Prueba Preconstituida en el Derecho Penal, Perú, 
Inpecc, 2008.  
62 Benfeld, Johan, “Los Orígenes del concepto de la sana crítica”, Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, 
Chile, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, pp. 569-585.  
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el contexto que ha de tomarse para que el juzgador tenga una libertad de valoración 
reglada.  

Lo anterior quiere decir que la libertad en la valoración de la prueba queda sujeta 
a criterios objetivos de racionalidad, por lo que en sentido estricto se elimina la posi-
bilidad de contar con una completa libertad, pues se considera que ésta se arbitraria 
y subjetiva. Así, dichos criterios objetivos son, como se ha indicado, las reglas de la 
experiencia, la lógica y la ciencia, las cuales se analizan enseguida, grosso modo, en 
ese orden.

Cuando hablamos de las reglas de la experiencia, también llamadas máximas de 
la experiencia, no se puede prescindir de citar a Fiedrich Stein y su obra El conoci-
miento privado del juez. Dicho autor conceptualiza las máximas de la experiencia 
como “definiciones o juicios hipotéticos de contenido general, desligados de los he-
chos concretos que se juzgan en el proceso, procedentes de la experiencia, pero inde-
pendientes de los casos particulares de cuya observación se han inducido y que, por 
encima de esos casos, pretenden tener validez para otros nuevos”.63

Como puede advertirse, el autor le da una especial connotación a las máximas 
de la experiencia, porque las considera como formulaciones de contenido abstracto 
y general, independiente de los casos concretos, pero que sirven para solucionarlos. 

No obstante, la crítica más palpable que se hace al autor consiste en que el juez, 
al realizar la valoración probatoria, no realiza silogismos donde figuran como premisa 
mayor las máximas de la experiencia, porque mayormente lo conducirían al error. Tal 
sería el caso se aseverar, como premisa mayor, que las personas que mienten gene-
ralmente no miran a los ojos de su interlocutor; el testigo no miró a los ojos al juez 
cuando emitió su declaración y, en consecuencia, el testigo miente. De considerar ese 
silogismo como fundamento de las máximas de la experiencia, las conclusiones a las 
que llegaría el juez serían erróneas, ya que los silogismos son propios de la lógica 
formal, inicialmente utilizada para resolver teoremas de índole racional, pero de com-
plejidad menor, circunstancia que no puede tener cabida en la complejísima tarea de 
valorar la prueba, que debe basarse en una lógica dialéctica, ya no formal, por ser ésta 
insuficiente para esa función. 

En el siguiente capítulo se abordarán de manera más minuciosa las reglas de la 
experiencia; sin embargo, se puede decir hasta este momento que las máximas de la 
experiencia son normas fundadas en el saber generalizado de las personas, que sur-
girán a partir de la reiteración de hábitos sociales o conductas repetitivas, que debido 
a su contenido abstracto y generalizado, se pueden aplicar a casos concretos de la 

63 Stein, Friedrich, El conocimiento privado del juez, España, Ediciones Universidad de Navarra, 1973, p. 
30.  
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misma especie y predecir un hecho probable y desconocido, ya que provienen de un 
conocimiento común, obtenido de las vivencias sociales en un tiempo y lugar deter-
minados.  

Así, una máxima de la experiencia sería, por ejemplo, para conocer si es proba-
ble que la víctima hubiera sufrido un robo con violencia en determinado barrio de la 
ciudad, el juzgador se allegara de las reglas de experiencia, consistentes en que es 
un hecho socialmente conocido que después de ciertas horas de la noche dicho lugar 
es considerado como altamente peligroso y que constantemente la gente que por ahí 
transita sufre robos perpetrados incluso por los habitantes de ese lugar.

De esa manera, las reglas de la experiencia arrojarán sólo conclusiones probables, 
no científicas, con relación a un hecho o circunstancia concreta y necesitarán para ser 
sustentadas, desde luego, del sentido común del juzgador apoyado en los métodos de 
la razón consistentes en las reglas de la lógica y la ciencia. 

Así, la lógica también es empleada como regla metodológica de valoración de 
la prueba, la cual, atendiendo a un contexto jurídico, puede dividirse en formal y 
dialéctica.

La lógica formal responde a una forma lineal y reduccionista de ver la realidad, 
por lo que se construye a través de silogismos. Así, esta forma de pensamiento huma-
no genera situaciones dilemáticas que pueden llegar a obstaculizar la posibilidad de 
crecimiento, pues sus conclusiones son limitantes, al referirse, esencialmente, a que si 
de dos posiciones contrarias una sola es verdadera, para progresar, una tiene que des-
aparecer. Pensamiento limitado que no puede tener cabida en la operación compleja 
que realiza el juzgador al valorar la prueba.

Será entonces la lógica dialéctica, creación de Hegel, quien retomó las ideas de 
Kant en el siglo XVII, de naturaleza más dinámica y contradictoria, la que utilizará 
el juzgador en la encomienda de valoración de la prueba. Esto es así porque la lógica 
dialéctica permite adquirir una comprensión concreta del objeto como un método in-
tegral, más sistémico y no fuera de su contexto. Analiza hechos conocidos para descu-
brir uno desconocido, examina las tesis y antítesis, las contradicciones existentes, es-
tudia lo elemental y lo complejo, lo general y lo particular. Dicho en otras palabras: la 
lógica dialéctica le permite al órgano jurisdiccional inferir. Circunstancia que la lógica 
formal no puede hacer ante el ínfimo abanico de cartas que le permite utilizar al juez.

Consideremos un ejemplo de lógica formal: el disparo de arma de fuego que re-
cibió en la cabeza la víctima y que la privó de la vida se lo ocasionó un tercero o bien 
se lo ocasionó ella misma.

Por su parte, la lógica dialéctica estudiará el hecho de la siguiente manera: el dis-
paro de arma de fuego que recibió en la cabeza la víctima y que la privó de la vida se 
lo ocasionó un tercero, ella misma en un afán de suicidio, lo percutió el acusado o bien 
se trató de una bala perdida o también pudo ser producto de un descuido en el campo 
de tiro donde ocurrió el evento.
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Más adelante abordaremos estos conceptos, cuando se analice la libre y lógica 
valoración de la prueba.

Finalmente, la ciencia, como instrumento de valoración de la prueba, como su 
nombre lo indica, se trata de conocimientos de índole científico que son transmitidos 
al juez por personas expertas en alguna ciencia, arte u oficio, con el fin de ilustrarlo 
en esos aspectos y que servirán de sustento, junto con las máximas de la experiencia 
y la lógica, para la conclusión que haga el órgano jurisdiccional en el criterio objetivo 
racional que determine en el devenir de la valoración de la prueba.      

II. La libre y lógica valoración de la prueba

1. La valoración libre y lógica de la prueba

Se ha referido en este trabajo que el sistema de íntima convicción ha sido severa-
mente criticado, porque supone emitir un fallo basado en la convicción íntima y la 
libre apreciación, esta última potenciada a su máxima literalidad, esto es, se trata de 
una operación mental libre de todo criterio y sustentada en la subjetividad; dicho en 
otras palabras: el fallo se emite de conformidad con el instinto de la persona quien, 
por cierto, no es ni un profesional en derecho y mucho menos en psicología, lo que se 
traduce en que se emita un fallo de índole sentimental y carente de cualquier razona-
bilidad jurídica.

Ahora bien, el sistema de valoración libre y lógico adoptado en México presupo-
ne, por un lado, conferir libertad al juzgador de apreciar el elemento de convicción y 
otorgarle, bajo un proceso racional, un determinado valor. Sin embargo, si bien se tra-
ta de una inicial libertad para efectuar tal operación mental, el juzgador debe basarse 
en reglas del raciocinio para llegar a su conclusión final, así como apoyarse en la ex-
periencia y la ciencia. De esa manera, tenemos un sistema de valoración libre racional.

En efecto, el Constituyente permanente y el legislador, al crear el sistema penal 
acusatorio mexicano, establecieron de manera clara que la prueba debe valorarse de 
manera libre y lógica, tal como se advierte del artículo 20, apartado A, fracción II, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al preceptuar: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los 
principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación.
A.	 De los principios generales:
(…)
II. Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda 
delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, 
la cual deberá realizarse de manera libre y lógica… 
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Así como de los diversos 259, párrafo segundo, 265 y 402, del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, al leerse:

Artículo 259. Generalidades
Cualquier hecho puede ser probado por cualquier medio, siempre y 
cuando sea lícito.
Las pruebas serán valoradas por el órgano jurisdiccional de manera li-
bre y lógica.

Artículo 265. Valoración de los datos y prueba
El órgano jurisdiccional asignará libremente el valor correspondiente 
a cada uno de los datos y pruebas, de manera libre y lógica, debiendo 
justificar adecuadamente el valor otorgado a las pruebas y explicará y 
justificará su valoración con base en la apreciación conjunta, integral y 
armónica de todos los elementos probatorios.

Artículo 402. Convicción del Tribunal de enjuiciamiento
El Tribunal de enjuiciamiento apreciará la prueba según su libre convic-
ción extraída de la totalidad del debate, de manera libre y lógica; sólo 
serán valorables y sometidos a la crítica racional, los medios de prueba 
obtenidos lícitamente e incorporados al debate conforme a las disposi-
ciones de este Código.

En mérito de lo anterior, el sistema de valoración de la prueba presupone dos 
supuestos:

a)	 Una libertad valorativa de la prueba.
b)	 Una lógica que conlleva a una natural motivación de las decisiones del 

órgano jurisdiccional.

Como se puede advertir, el sistema procesal penal mexicano retoma la institución 
jurídica de la sana crítica racional española, para adoptarla en el contexto de nuestro 
país donde, a criterio del constituyente, los sistemas de la historia de la humanidad han 
sido ineficaces para sustentar la labor jurisdiccional.

Esta intención clara del constituyente, se puede apreciar del Dictamen de las Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Justicia, con proyecto de decreto 
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la cual dio origen a la reforma constitucional del 18 
de junio de 2008, del que puede leerse, en su parte conducente: 
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El principio de inmediación presupone que todos los elementos de 
prueba que son vertidos en un proceso y que servirán para la toma de 
decisiones preliminares en el proceso y la determinación de la respon-
sabilidad penal de una persona, sean presenciados sin mediaciones o 
intermediarios por el juez en una audiencia, de modo tal que éste esté en 
aptitud de determinar, previa una valoración libre de la prueba ofrecida, 
la decisión en cuestión. Este método eleva enormemente la calidad de 
la información con la que se toma la decisión, toda vez que además de 
permitir un contacto directo con la fuente de prueba, la resolución se 
adopta después de escuchar a las dos partes.
El principio de libre valoración de la prueba es el que se asume para la 
toma de decisiones. Se adopta este principio porque los otros sistemas 
que han sido reconocidos históricamente para la valoración de la prueba 
en el derecho moderno, son notoriamente ineficaces para garantizar el 
carácter racional de la actividad jurisdiccional. En efecto, el sistema de 
la íntima convicción es propio de los sistemas en los que los juzgadores 
de hecho y los de derecho están separados, es decir, en aquellos siste-
mas que prevén el juicio por jurado. En esas tradiciones, el jurado no 
está obligado a motivar sus decisiones. Tal no será el caso en México, 
puesto que las decisiones de hecho serán adoptadas por jueces profesio-
nales que estarán obligados a fundar y motivar sus decisiones, tal como 
lo ordena ya el artículo 16 constitucional.
El sistema de prueba tasada conduce a resultados insatisfactorios. En 
tales sistemas prevalece una valoración legislativa preconstituida de la 
prueba por encima de la determinación judicial —prueba plena y semi-
plena. A pesar de la pretendida objetividad de este sistema sus resultados 
son francamente pobres desde el punto de vista de la calidad de la infor-
mación usada para la toma de decisiones. Esta apariencia de objetividad 
se deriva de su carácter enmascaradamente deductivo, que rehúsa una 
auténtica motivación desde los hechos. El conocimiento empírico en el 
derecho es primordialmente inferencial inductivo. Por tal motivo, los sis-
temas basados en la libre valoración y la sana crítica son los idóneos para 
hacer más fiable el conocimiento obtenido por medio del proceso penal.64

  Como se puede advertir, el constituyente reformador tuvo fines específicos al 
crear el sistema penal acusatorio mexicano; por un lado, implementó la libre valora-

64 Dictamen de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, del 11 de diciembre de 2007.  
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ción de la prueba, pero rechazando de manera rotunda el sistema de íntima convicción 
a través de jurados, los cuales, como se sabe, tienen la particularidad de no motivar 
sus terminaciones; de hecho, contraría abiertamente la figura del mencionado sistema 
de jurados, para establecer de manera clara que las decisiones serán tomadas por jue-
ces profesionales que estarán obligados a fundar y motivar sus decisiones.

En ese sentido, el legislador mexicano establece las reglas de la lógica basadas en 
la sana crítica, para hacer más fiable el conocimiento obtenido por medio del proceso 
penal. De esa manera, se recatan las dos ideas torales de la sana crítica racional, que 
consisten en la libre valoración de la prueba y los criterios objetivos racionales como 
métodos de convicción judicial; con lo que abandona la ideología de que la justicia 
penal corra a cargo de fallos sentimentales o instintivos a cargo de ciudadanos comu-
nes y corrientes y así incorporar el sistema penal acusatorio, cuya valoración libre y 
lógica de la prueba corre a cargo de un juez profesional. Lo anterior se trata, entonces, 
de la esencia misma del sistema de sana crítica racional, pero acondicionado a las 
necesidades de nuestro país.

Ahora bien, este sistema de sana crítica no es una innovación legislativa en Mé-
xico, pues además de que las leyes procesales locales donde ya se aplicaba el sistema 
penal acusatorio lo contemplaban, podemos encontrar el antecedente más remoto de 
la sana crítica en el otrora Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
y Territorios Federales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de sep-
tiembre de 1932, cuyo numeral 344 establecía:

Artículo 344. El juez podrá hacer por sí mismo la comprobación des-
pués de oír a los peritos revisores y apreciará el resultado de esta prueba 
conforme a las reglas de la sana crítica sin tener que sujetarse al dicta-
men de aquéllos; y aun puede ordenar que se repita el cotejo por otros 
peritos. 

Este numeral, que por cierto no ha sufrido modificación desde que fue creado 
hace más de ochenta años, establecía la posibilidad de que el juzgador apreciara los 
dictámenes periciales con base en las reglas de la sana crítica, lo cual fue basado en la 
precitada legislación civil española. 

A continuación analizaremos las dos vertientes que le dan vida al sistema de va-
loración de la prueba en el sistema penal acusatorio mexicano; esto es, la libertad y la 
lógica probatoria. 
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A. La libertad probatoria

Cuando hablamos de libertad probatoria centrada en el sistema penal acusatorio mexi-
cano no nos referimos a aquella interpretación subjetivista, arbitraria y discrecional 
del sistema de íntima convicción, donde la determinación del juez o jurado es injus-
tificable e inefable, ya que carece de elementos objetivos que la justifiquen y que, en 
consecuencia, no tiene un control racional.

En efecto, como se ha establecido, el constituyente creador del sistema penal 
acusatorio en México, estableció un sistema libre y racional, al dejar en claro que la 
valoración basada en la íntima convicción no tendría cabida en el país y si bien el juz-
gador cuenta con libertad en la actividad de valoración probatoria, sus bases objetivas 
las proporcionan las reglas de la sana crítica.

Así, al establecerse una coalición valorativa libre-lógica se pone de manifiesto 
que si bien la libertad y la lógica se tratan de dos conceptualizaciones disímiles entre 
sí, ambas parten de una posición metodológica y epistemológica, esto es, formarán 
una unidad por su propia naturaleza diversa, pero las dos integrarán un todo y en su 
conjunto constituirán la base metodológica de la valoración de la prueba. 

Por lo tanto, al recobrarse la autonomía judicial de apreciar la prueba sin una ta-
sada obligación de hacerlo, en automático se va a crear un vacío de la forma en que se 
sustentará esa libertad motivada; esto es, dado que el sistema de valoración también 
es racional, deben seguirse las reglas del pensamiento lógico y, más específicamente, 
aplicar los llamados criterios objetivos de racionalidad.

En palabras de Michele Taruffo: “el vacío puede resultar positivo, porque en cada 
paso se llena con contenidos adecuados al contexto cultural y social específico, es 
decir, con criterios de valoración de las pruebas correspondientes a la ética y al senti-
do de racionalidad del ambiente en el que tiene lugar el proceso. El aspecto negativo 
del vacío, se presenta al no ser en absoluto seguro que éste se llene de contenidos 
racionales adecuados, aunque sean relativos y variables. La experiencia difundida 
en distintos ordenamientos y, en particular, en el italiano, muestra, en cambio, que a 
menudo el vacío permanece vacío porque faltan criterios racionales de valoración de 
las pruebas”.65

En tales condiciones, para que la valoración libre de la prueba no se desnatura-
lice, a grado tal de transformarse en un sistema de íntima convicción, deben crearse 
criterios lógicos y objetivos de valoración racional, pues de lo contrario entraríamos 
al peligroso terreno de las subjetividades, donde el juzgador basa su criterio en los 
aspectos que mejor le convengan, con lo que se podría allegar incluso de recursos 

65 Taruffo, Michele, La prueba de los hechos, trad. de Jordi Ferrer Beltrán, España, Trotta, 2002.  
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intuitivos, sentimentales o de creencia, con lo cual el sistema inicialmente ufanado de 
sana crítica no tendría lugar. 

Por tanto, tal como lo sostiene Michele Taruffo, el vacío que surge a partir de la 
libre valoración puede llenarse en dos sentidos: uno negativo y otro positivo.

Será negativo cuando el vacío creado con aquella independencia probatoria se 
llene con criterios subjetivistas, arbitrarios y discrecionales, como sería la ausencia de 
reglas lógicas y racionales en la valoración de la prueba, transformándose esa libertad 
en una convicción interna, sin limitación alguna más que la óptica del valorador del 
medio de prueba, su intuición, sus creencias, naturaleza, vivencias y sentido de apre-
ciar las cosas desde su individual realidad, por lo que el destinatario de ese ejercicio 
valorativo, que es el gobernado, tendría que esperar que el resultado fuera lo más 
congruente posible, con la ostensible posibilidad de que no pueda ser así, ante la sub-
jetividad que aquello representa. 

Será positivo cuando ese vacío que crea la libertad probatoria se llene con cri-
terios objetivos racionales, que si bien den la oportunidad al juzgador de apreciar la 
prueba en el más libre de los sentidos, el resultado de la operación interna que haga 
al valorar la prueba, tendrá un resultado congruente, objetivo y basado en la razón.

Es en este llenado del vacío en sentido positivo que surgen las reglas de la lógica, 
la experiencia y la ciencia. Por tanto, al aseverar que la valoración será libre y lógica, 
no quiere decir que nos estamos constriñendo a que únicamente se puedan aplicar 
las reglas de la lógica en esa encomienda judicial (por limitarse el constituyente y 
legislador sólo a preceptuar la palabra lógica), sino que además pueden involucrarse 
en esa tarea todos aquellos métodos que den lugar a criterios objetivos racionales, que 
pueden ser desde la lógica dialéctica hasta las vivencias sociales reiteradas que crean 
la experiencia o los resultados que arroje el método científico. 

Así lo señala el autor Javier Maturana Baeza, al aducir que: “sólo si los jueces 
llenan este vacío con la aplicación de criterios racionales, se hace posible afirmar que 
está vigente realmente un sistema de sana crítica; y entonces el vacío dejado por el 
sistema de pruebas legales dejará de verse como algo negativo”.66

Estas razones son las que llevaron al creador del proceso acusatorio en México a 
establecer el criterio valorativo de la prueba, bajo un contexto libre y lógico, enten-
diendo así que la lógica y los métodos racionales que de ella derivan son el vacío que 
en sentido positivo llenan la libertad probatoria otorgada al juzgador en la tarea de su 
valoración, con lo que se evidencia que el proceso penal acusatorio mexicano se trata, 
en esencia, de un sistema basado en la sana crítica. 

66 Maturana Baeza, Javier, Sana crítica. Un sistema de valoración racional de la prueba, Chile, Thomson 
Reuters, 2014, p. 113.  
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B. Los parámetros objetivos de racionalidad

Como ha quedado expuesto, la libertad en la valoración de la prueba, para no ser con-
siderada propia de un sistema de íntima convicción, debe ser valorada, a su vez, con 
criterios objetivos racionales. Es aquí donde surgen los métodos positivos de aprecia-
ción.

Cuando hablamos de estos parámetros nos referimos a una racionalidad y objeti-
vidad en la valoración, la cual servirá de sustento para la motivación de la determina-
ción judicial derivada de la actividad probatoria. Desde luego, es importante mencio-
nar que el hecho de que exista una inicial libertad probatoria y que los criterios lógicos 
se basen en los métodos objetivos y racionales que mejor le parezcan al juzgador, los 
cuales no están tasados en la ley y ni siquiera están explícitos, dará lugar, en cierto 
modo, a un determinado grado de subjetividad en la apreciación de la prueba. 

Empero, esta pequeña esfera de subjetividad es intencionalmente confiada al juz-
gador como ente legitimado para ejercer esa actividad, a fin de que aquél tenga un 
amplio rango objetivo en la operación racional, ya que de no ser así se limitaría tanto 
el ejercicio libre del órgano jurisdiccional, que podría dar lugar a la tasación de la 
prueba.

De esa manera, la sana crítica representa un punto equidistante entre las rígidas 
reglas de tasación y la plena libertad de apreciación de la prueba del sistema de íntima 
convicción. 

En mérito de ello, si la intención del constituyente y legislador mexicanos era 
establecer un sistema de sana crítica racional, no podrían preceptuar rangos perfec-
tamente determinados a orientar la valoración del juez en cierto sentido, ya que se 
correría el riesgo de que esos criterios orientadores se confundieran con reglas tasadas 
de valoración de la prueba. Ante ello, se decidió abandonar en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y en el Código Nacional de Procedimientos Penales 
la conceptualización literal de que el órgano jurisdiccional debía aplicar, en la acti-
vidad valorativa de la prueba, la sana crítica, observando las reglas de la lógica, los 
conocimientos científicos y las máximas de la experiencia, como lo contemplaban sus 
antecesores códigos acusatorios, como el de Chihuahua y el propio de la Comisión 
Nacional de Tribunales Superiores de los Estados Unidos Mexicanos (Conatrib), en 
sus numerales 20 y 255, respectivamente.67

67 Código de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua. 
Artículo 20. Valoración de la prueba. 
Las pruebas serán valoradas por los jueces según la sana crítica, observando las reglas de la lógica, los 
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En esas condiciones, tanto el constituyente como el legislador, a fin de hacer pre-
valecer, sin lugar a dudas, un sistema de sana crítica motivada, optaron por contem-
plar en forma expresa sólo a la lógica como método objetivo racional en la valoración 
probatoria, pues ni siquiera la locución sana crítica figura en tales cuerpos normativos.  

Lo anterior no quiere decir, como se ha sostenido, que sólo la lógica será el pa-
rámetro racional de apreciación de la prueba, ya que, como se ha puntualizado, en 
la exposición de motivos de la reforma constitucional de 18 de junio de 2008, el 
constituyente de manera expresa enfatizó que el sistema penal acusatorio estaría esen-
cialmente basado en la sana crítica. De esa manera, al establecerse sólo la palabra 
“lógica”, como criterio regulador objetivo, debe entenderse que esta racionalización 
constituye un todo en la apreciación de la prueba y necesariamente deberá utilizar 
parámetros o guías que le sirvan al juzgador en esa función. 

Pues bien, esos parámetros servirán para dotar a la sana crítica de bastante flexibi-
lidad para ser autosuficiente y no allegarse de reglas tasadas o normas rigurosas que la 
hagan perder su esencia y, por otro lado, servirán como guía que otorgará al juzgador 
la libertad de emitir sus determinaciones en forma razonable. 

Tales parámetros son esencialmente la lógica en sí misma y en su aspecto dialéc-
tico, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados, 
los cuales servirán no sólo como guía metodológica para el juzgador en la actividad de 
valoración de la prueba, sino además como un límite racional en esa función, ya que 
atendiendo a esos criterios orientadores, la determinación judicial no puede ser ilógica 
o bien que ignore las vivencias sociales reiteradas en hechos semejantes al que resuel-
ve o, en última instancia, contrastar ostensiblemente y de manera subjetiva, lo que la 
ciencia muestra a todas luces y que cualquier persona podría concluir objetivamente.

En ese entendido, si la determinación judicial concluye, por ejemplo, que la víc-
tima de un delito de violación no sufrió ese evento delictivo y que en consecuencia el 
acusado no es responsable penalmente de ese hecho punible, sólo porque el tribunal 
apreció que la ofendida no se mostró “afectada psicológicamente, ya que ni siquiera 
mostró odio hacia su agresor”, ello a pesar de existir una experticia que señaló obje-
tivamente que aquélla mostró los rasgos psicológicos distintivos de personas que han 
sido abusadas sexualmente y además el certificado médico practicado a la fémina evi-
denció desfloración reciente de himen e incluso estigmas ungueales en la zona púbica 

conocimientos científicos y las máximas de la experiencia. 
Código Modelo del Proceso Penal Acusatorio para los Estados de la Federación. 
Artículo 255. Valoración 
1. El tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de los medios de prueba, con aplicación estricta 
de las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia, a la luz de la sana 
crítica.  
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de la víctima, estaríamos ante una resolución carente de objetividad, que derivada 
de una apreciación personal y subjetiva, se contrapone abiertamente a las reglas de 
la lógica y los conocimientos científicos. Por esa razón se afirma que los parámetros 
objetivos de valoración no sólo se tratan de criterios orientadores, sino que además 
constituyen un límite en la valoración de la prueba en el sistema de sana crítica.

Ahora bien, de lo anterior surge la incógnita relativa a ¿qué es la sana crítica? En 
este aspecto no existe consenso legal, jurisprudencial (a cargo de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación) o doctrinal; sin embargo, dado que esa forma de apreciación 
probatoria tiene bases históricas sustentadas en el derecho español, es a partir de la 
esencia misma del legislador ibérico que ha tratado de explicarse en su contexto.

Alsina refiere que “Las reglas de la sana crítica no son otras que las que prescribe 
la lógica y derivan de la experiencia, las primeras con carácter permanente y las se-
gundas, variables en el tiempo y el espacio”.68

Rodrigo Rivera refiere que “deviene de una situación histórica concreta que pro-
duce muchas determinaciones, por ello, el juez tiene que hacer una apreciación inte-
gral, en la cual estén presentes los métodos del pensamiento, todo el acervo probatorio 
y las determinaciones sociales, psicológicas e históricas”.69

Asimismo, como se indicó, ni la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos ni el Código Nacional de Procedimientos Penales hacen referencia a la 
sana crítica, aunque en la exposición de motivos del constituyente y legislador que 
creó esos cuerpos normativos sí se establece claramente que su intención es que el 
sistema penal acusatorio se base sustancialmente en las reglas de la sana crítica. 

Por otra parte, si bien los Tribunales Colegiados de Circuito en México han con-
ceptualizado en jurisprudencia a la sana crítica como el adecuado entendimiento que 
implica la unión de la lógica y la experiencia, tendientes a asegurar el más certero 
y eficaz razonamiento a través de procesos sensibles e intelectuales que lleven a la 
correcta apreciación de los hechos,70 no existe aún pronunciamiento de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en ese sentido, ya que si bien hace referencia a ella en 
diversas tesis, no se ha establecido un concepto determinado que sirva de hegemonía 
a todos los tribunales del país, ante la obligatoriedad limitada que subyace en la juris-
prudencia de los tribunales colegiados.

68 H. Alsina, Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial, Argentina, Ediar, 1956, p. 
127.  
69 Rivera Morales, Rodrigo, La prueba. Un análisis racional y práctico, España, Marcial Pons, Ediciones 
Jurídicas y Sociales, 2011, p. 249.  
70 Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. En la tesis de jurisprudencia siguiente: 
Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, p. 2095, Jurisprudencia Común, Número de Tesis I.4o.C. J/22, 
Registro IUS: 174352.  
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De igual modo, La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en jurispruden-
cia pacífica, ha destacado que la valoración probatoria debe apegarse a la sana crítica 
y la experiencia, pero tampoco ha establecido una específica conceptualización.

No obstante lo anterior y a pesar de no existir un consenso generalizado del con-
cepto de sana crítica, tanto los autores como la jurisprudencia de los tribunales federa-
les y las referencias en la Constitución y la ley, afirman que la sana crítica se consigue 
a partir de extraer las reglas de la lógica, basándose en la ciencia, la experiencia, la 
observación y el sentido común del juzgador. 

De esa manera, la sana crítica tendrá criterios variables y permanentes; serán va-
riables en cuanto se refiere a que la experiencia social se modificará de conformidad 
con los cambios que sucedan en los lugares y tiempos determinados en que se aplique 
y permanentes en cuanto a los principios racionales en que debe sustentarse.

Por esa razón es que no podemos afirmar que la sana crítica en el sistema penal 
acusatorio mexicano se base únicamente en la lógica, pues la propia lógica requiere 
métodos objetivos que la sustenten, tales como las reglas de la experiencia e incluso 
reglas sociales, basadas en los actos repetitivos y las costumbres de determinado lugar 
y, asimismo, la propia ciencia será un método objetivo para la aplicación de la lógica 
a un caso concreto. 

Así, la lógica requerirá parámetros racionales; por ejemplo, si nos centramos en 
las reglas de experiencia, bajo un ejercicio de ponderación para calificar la detención 
de una persona, en una audiencia inicial el Ministerio Público afirma que la policía 
que detuvo al imputado demoró una hora más en ponerlo a su disposición, desde que 
ejecutó su detención material, porque tenía que llevarlo al médico legista a fin de que 
valorara su estado físico, como sucede en todos los casos de detenciones en flagrancia. 
La lógica le permitirá al juzgador inferir que esa situación puede resultar congruente, 
por la necesidad de conocer el estado físico de la persona detenida, pero las máximas 
de la experiencia le dirán que efectivamente, en la totalidad o la abrumadora mayo-
ría de los casos en que se detiene a una persona, antes de llevarla ante la institución 
ministerial, es conducida con el médico legista que certifique su condición corporal. 

Pues bien, dado que la sana crítica contempla criterios orientadores o parámetros 
racionales para la valoración probatoria que, como se ha indicado, son la lógica en sí 
misma, en su aspecto dialéctico, las máximas de la experiencia y los conocimientos 
científicamente afianzados, nuevamente nos haremos cargo de ellos para el efecto de 
establecer a qué se refiere cada uno y la forma en que repercuten en la actividad pro-
batoria que se apreciará por el órgano jurisdiccional. 
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a. La lógica de la prueba

Ya se ha referido que, en contra posición con otros autores que sustentan sus teorías 
en la lógica deóntica y primordialmente en la lógica jurídica, que parte de un concepto 
puramente formal, en mi opinión considero que las reglas de valoración de la prueba 
no pueden analizarse a través de la lógica formal, ya que ésta se encuentra muy limita-
da para el complejísimo contexto probatorio y responde a una forma lineal y reduccio-
nista de ver la realidad; esto es, a través de silogismos, los cuales pueden servir como 
métodos para la solución de innumerables teoremas, pero no para la complejísima 
actividad que es la valoración de la prueba. 

En efecto, la lógica formal o lógica aristotélica (que se trata de una ciencia ideal o 
formal que más adelante explicaremos) representa una herramienta muy útil en mode-
los más rígidos, como son las matemáticas o la física, debido a que se trata de ciencias 
formales o fundamentales que buscan crear conocimientos precisos y rigurosos. Esto 
es, estudian las relaciones entre los signos y los pensamientos, pero no se trata de 
una ciencia empírica o fáctica, cuyo objeto son los hechos. Dicho de otra manera, las 
ciencias ideales, como la lógica formal, atienden estructuras del pensamiento, pero 
son incapaces de explicar los sucesos concretos, ya que para ello se requieren cien-
cias empíricas o fácticas, que obtienen sus resultados a través del método científico y 
experimental. 

La lógica formal se basa en los siguientes principios: 
A es igual a A (A=A); lo que quiere decir que algo es idéntico a otra cosa. 
Principio de identidad.
Si A es igual a B y también a C; entonces A es igual a C. Principio de tran-
sitividad.
Si A es igual a B y B es diverso de C; entonces A es diferente de C. Princi-
pio del tercer excluido. 
Por lo tanto, se comprueba que A y B son diferentes a C. Principio de razón 
suficiente. 
 

Como se puede advertir, estos silogismos duros y exactos no podrían ser parte 
de una tarea compleja como la valoración de la prueba, en primer término, porque 
la realidad es cambiante y dinámica, por lo que no podemos afirmar que A siempre 
será igual a A, debido a su constante movimiento y a que las realidades pueden trans-
formarse con el paso del tiempo y la disimilitud de lugares donde esto ocurra y, en 
segundo término, porque la actividad probatoria no puede limitarse a identificar un 
caso y considerarlo exactamente igual a otro (ante la prohibición constitucional de 
aplicar la analogía como regla de imposición de sanciones) o si sólo porque ante la 
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existencia de dos posiciones contrarias una necesariamente deberá ser verdadera y la 
otra tendrá que desaparecer.

En el mismo contexto situamos a la lógica jurídica, que es una rama de la lógica 
deóntica y que estudia los pensamientos jurídicos, desde la perspectiva de su estruc-
tura, que son el concepto, el juicio y el raciocinio, todos de naturaleza jurídica, con la 
finalidad de que el pensamiento sea válido, congruente o coherente; sin embargo, par-
te de la premisa de que la lógica contiene reglas puramente formales del pensamiento, 
las cuales son universales y, por ende, no pueden modificarse. 

Es en este último tópico donde encontramos discernimientos no adecuados para 
la ciencia jurídica, ya que ésta no puede conceptualizarse a través de reglas rígidas, en 
atención a su evidente dinamismo y transformación. 

Así es por ejemplo, con relación al principio de identidad como regla de la lógica 
formal; en la ciencia del derecho no puede aseverarse que el concepto A siempre será 
el concepto A y que no puede sufrir cambios o no puede ser cuestionado a partir de los 
diversos pensamientos que prevalecen en la ciencia jurídica. En esas condiciones que 
un concepto nunca será igual a otro; al menos no en forma estática o perpetua, debido 
al dinamismo que presenta la ciencia del derecho.

Ante la limitante realidad que nos arroja la lógica formal, se considera que no es 
el método viable de solución de controversias del ámbito penal, pues se enfrentaría a 
versiones contradictorias, complejas, cambiantes, tesis, antítesis, excepciones, even-
tos inesperados y un sinnúmero de aspectos que no podría resolver. 

Será entonces, la lógica dialéctica (que es una ciencia experimental o fáctica) la 
que nos dé la solución en esa complejísima tarea, porque es la única que puede expli-
car la interrelación entre los cambios sociales y las transformaciones del derecho, en 
tanto no estudiará solamente la estructura del pensamiento o establecerá los teoremas 
ideales en sí, sino su contenido mismo y su interrelación en los terrenos de la lógica. 

Esta forma de pensamiento que tuvo sus orígenes en las ideas de Friedrich Hegel, 
quien retomó el modelo de Kant, rompió el paradigma cerrado y riguroso de la lógica 
formal y fundó el método de investigación multilateral del conocimiento, desde un 
punto de vista basado en que las ideas de los hombres van cambiando en función de 
las transformaciones de la realidad objetiva o material. Por tanto, la dialéctica es la ló-
gica del movimiento, del cambio de los conceptos y categorías fluyentes, que reflejan 
del modo más adecuado el mundo objetivo.

Ante una realidad cambiante y transformadora debe existir una ciencia del pen-
samiento que vaya a la par de dicho dinamismo, tal como sucede con la actividad 
probatoria y el constante devenir de las realidades que surgen en el proceso penal, 
que hacen que el juzgador necesite una corriente racional, flexible y progresiva, que 
permita tener una cadena de reflexiones que consienta incluso su constante evolución 
a cada momento.
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Por ello, en el sistema penal acusatorio no tendrían cabida los principios de identi-
dad, transitividad, tercero excluido o de razón suficiente que forman la lógica formal, 
porque constituyen criterios rígidos y verdades universales basadas en un idealismo 
puro. Especialmente, porque en las reglas de la sana crítica existe una interacción 
entre el terreno de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos cien-
tíficos; estos últimos dos sufrirán en todo momento transformaciones, pues los actos 
repetitivos y las verdades sociales serán disímiles de un lugar a otro y de un tiempo 
a otro; asimismo, la ciencia constantemente evoluciona, abandonando criterios que 
había desentrañado y establecido como verdad misma, reconsiderando constantemen-
te su inicial postura; de esa manera, si el conocimiento común y la ciencia están en 
constante dinamismo y desarrollo, la lógica no puede quedarse atrás, limitada y con-
ceptualizada bajo los conceptos rígidos, impermeables y universalmente establecidos 
que ofrece la lógica formal.

Lo anterior tan es así, que en materia penal no es viable aplicar los principios ge-
nerales del derecho, ante una realidad cambiante y cuestionada a la vez, que permite 
abiertamente su evolución. Por esa razón, necesitamos una lógica que nos permita ver 
la realidad como una película en movimiento y descifrar la esencia subyacente oculta 
por la apariencia; vale decir, la correcta interpretación de la realidad.71

En efecto, en esencia, la lógica formal sólo se limitará a estudiar la estructura del 
pensamiento, mientras que la dialéctica se encargará de su contenido, más amplio y 
complejo. 

Veamos un ejemplo de lógica formal:
Todos los continentes se integran por países; México es un país; México es inte-

grante de un continente. 
Por su parte, la lógica dialéctica se encargará de estudiar cuántos continentes exis-

ten en el mundo, el número de países que los conforman, las formas de gobierno, sus 
ámbitos territoriales, etcétera; es decir, analizará las leyes que subsisten en la división 
geográfica de los países y las normas que lo integran. 

Por ello, se dice que la lógica dialéctica analiza todas las formas del pensamiento, 
descubre su contenido objetivo y muestra todas las formas de pensamiento de las sim-
ples a las complejas, de inferiores a superiores en el proceso del pensamiento.

Así, aplicando las reglas de la lógica formal en un proceso penal, sería inviable 
decir que como la fiscalía no tiene razón y tampoco la tiene la defensa, entonces la 
víctima y su asesor jurídico son quienes tienen la verdad, porque al excluirse dos pre-
misas, una de ella debe prevalecer.

71 Cortizo, Ernesto “La lógica dialéctica contra lógica formal”, Social Analysis, consultado el 6 de mayo 
de 2015.  
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Por el contrario, en la dialéctica se analizarán las diversas posturas de todos los 
sujetos procesales, sus pruebas, sus argumentos, sus hipótesis, la forma en que se 
condujeron cada uno de sus testigos, las realidades sociales existente en el momento y 
lugar en que acontece el proceso, los respaldos científicos a la teoría del caso de cada 
una de las partes, para que finalmente se llegue a un convencimiento racional, obteni-
do a través del dinamismo que estará presente en todo momento. 

Así, tendremos que las leyes de la lógica dialéctica son las siguientes:

•	 Ley de la unidad y lucha de contrarios. Toda idea o realidad se sustenta so-
bre la base de otra idea anterior. Por lo que es el resultado de una lucha de 
elementos contrarios. Con ello se explica el origen del movimiento univer-
sal. Aquí existe a) una tesis, que se trata de una afirmación, cualquiera que 
sea ésta, es un concepto, que conlleva a su vez a un contrario, que es la: b) 
una antítesis, la cual constituye una negación de la afirmación anterior, este 
aspecto negativo es lo que hace dinamizar la realidad y, finalmente, una c) 
síntesis. Suele interpretarse como la superación del conflicto o la negación 
de la negación. La tesis y antítesis son eliminadas y a la vez conservadas, es 
decir, son elevadas a un rango superior; ya que se conserva todo lo positivo 
de los dos momentos anteriores. La síntesis es perfeccionamiento, es la 
seguridad del movimiento de la realidad y su constante progreso. Así, con 
la síntesis surgirá nuevamente una tesis, que encontrará eventualmente una 
antítesis y dará pauta nuevamente a una síntesis, que a su vez dará lugar a 
un movimiento y dinamismo constante. 

•	 Ley de la transición de la cantidad a la cualidad. Todo siempre está en 
movimiento, por lo que sufre una transformación. El aumento o la dismi-
nución de la cantidad de materia influye en la transformación de una cosa 
distinta, hasta un punto en que dé un salto cuántico o cambio de calidad. 
Cuando la cosa no cambia su naturaleza tendremos un cambio cuantitativo 
y supone la resolución de una contradicción, que da lugar a una nueva rea-
lidad, que representa un avance en el desarrollo; asimismo, cuando la cosa 
cambia su naturaleza tendremos un cambio cualitativo y el resultado será 
algo que superará lo anterior. 

Como puede apreciarse, las reglas de la lógica dialéctica representan el origen del 
dinamismo en la forma del pensamiento, ante una realidad cambiante y compleja, que 
da lugar a una primera tesis, que será cuestionada por otras realidades y, finalmente, 
dará lugar a una síntesis, que es la que prevalecerá en tanto llega otra realidad que la 
cuestione. Este dinamismo originará la transformación de las realidades, que puede 
ser cuantitativa o cualitativa o mediante un salto cuántico. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



Iván Aarón Zeferín Hernández 141

En ese contexto, las leyes de la lógica dialéctica, al ser una ciencia práctica, se 
aplican también al ámbito jurídico. Por ejemplo, en un proceso penal tendremos una 
inicial hipótesis, que será la planteada por el órgano de acusación, y que dará lugar a 
una tesis, la cual será cuestionada por la defensa, en un plano opuesto, creando una 
antítesis, para que finalmente sea el juzgador el que emita su determinación, resol-
viendo el conflicto, tomando en cuenta ambas posturas, estableciendo así una síntesis 
del caso concreto. Esta síntesis prevalecerá y, a su vez, dará lugar a una nueva tesis, 
que podrá ser cuestionada a través de la figura de los recursos y el juicio de control 
constitucional.

De ser el caso de que los órganos superiores revisen la determinación judicial, se 
crearía nuevamente el proceso del pensamiento dinámico, estableciendo como tesis 
la postura del juez, la antítesis la propia del apelante y la síntesis o la negación de la 
negación la constituiría la final determinación del tribunal de alzada, quien nueva-
mente establecerá una tesis del caso concreto, pero fundada en un plano superior a la 
inicialmente planteada. 

De afectar los intereses del gobernado, esta última tesis nuevamente será cuestio-
nada por el justiciable, llevándola ante el tribunal de control constitucional y de esa 
manera la tesis la constituirá la determinación del tribunal de apelación, la postura de 
antítesis será la propia del quejoso a través de los conceptos de violación y la síntesis 
la resolución del tribunal colegiado.

Esta postura del aludido tribunal de control constitucional, en caso de cumplir 
con lo previsto en el artículo 217 de la Ley de Amparo, podrá establecer una hipótesis 
plasmada en jurisprudencia, la cual será la tesis que regule los casos de la misma espe-
cie. Sin embargo, en caso de que exista un tribunal colegiado que tenga opinión con-
traria, formará la antítesis que será resuelta por el correspondiente Pleno de Circuito, 
o la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según sea el caso, la cual constituirá la 
síntesis en esta forma del pensamiento. Asimismo, esta nueva tesis podrá significar un 
cambio cuantitativo o cualitativo en el caso planteado e, incluso, podrá formar parte 
de una nueva forma de pensamiento, al ser cuestionada por la propia Suprema Corte 
en un nuevo criterio de reflexión, o bien, cuando sus dos salas compiten en contradic-
ción de tesis ante el Pleno. 

De esa manera, tal como opera en el ejemplo anterior, la lógica dialéctica tam-
bién será conducida al ámbito de la actividad probatoria; sin embargo, en este caso 
concreto, la tesis de la fiscalía, la propia de la víctima u ofendido y la antítesis de la 
defensa estará basada en la actividad probatoria, las numerosas aristas que surgen en 
torno a ella, sus contradicciones, puntos concordantes, congruencias e incongruencias 
y, en general, las reglas de la lógica dialéctica, que analizarán el contenido de los 
conceptos, juicios y raciocinios propuestos por las partes y sustentados en la actividad 
probatoria.     
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En capítulos contiguos se aterrizarán ejemplos que permiten aplicar esta forma 
del pensamiento en el sistema penal acusatorio.

b. Las máximas de la experiencia

Ya se ha referido en este trabajo que las reglas de la experiencia o máximas de la ex-
periencia fueron introducidas al campo jurídico por el alemán Friedrich Stein, en su 
obra El conocimiento privado del juez, quien las conceptualizó como las “definiciones 
o juicios hipotéticos de contenido general, desligados de los hechos concretos que se 
juzgan en el proceso, procedentes de la experiencia, pero independientes de los casos 
particulares de cuya observación se han inducido y que, por encima de esos casos, 
pretenden tener validez para otros nuevos”.72

Las máximas de la experiencia fueron retomadas en el derecho italiano por Car-
nelutti y extendidas por Europa y el país ibérico y llevadas a Latinoamérica, donde 
sistemas como el chileno73 y el argentino74 las contemplan expresamente en sus legis-
laciones y las conceptualizan como una herramienta en el razonamiento judicial. En 
estos países, las máximas de la experiencia no son objeto de prueba, es decir, no se 
prueban, sino que son reglas o criterios orientadores del juzgador.

Asimismo, constituyen una herramienta básica en la valoración de la prueba libre 
que hace el juez, a través de las cuales infiere un hecho desconocido a partir de even-
tos precedentes que se han repetido en diversos contextos sociales y que resurgen en 
la vida jurídica por el proceso inductivo que hace el juez que las aplica.

Desentrañando las ideas de Stein, pudiéramos afirmar que las máximas de la ex-
periencia tienen las siguientes características: 

La primera de ellas sería que son valoraciones que no están referidas a los hechos 
que son materia del proceso, por lo que son independientes de aquél y por ello se les 
puede dar una connotación lógica. Se encuentran desligadas de los eventos a resolver, 
ya que proceden de hechos pasados ya percibidos.

72 Stein, Friedrich, op. cit., nota 63, p. 30.  
73 Código Procesal Penal. 
Artículo 297. Valoración de la prueba. Los tribunales apreciarán la prueba con libertad, pero no podrán 
contradecir los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente 
afianzados.  
74 Código Procesal de la Nación. 
Artículo 10. Apreciación de la prueba. Las pruebas serán valoradas por los jueces según sus libres convic-
ciones, observando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia. 
Los elementos de prueba sólo tendrán valor si son obtenidos e incorporados al proceso conforme a los 
principios y normas de la Constitución Nacional, de los instrumentos internacionales y de este Código.  
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La segunda característica es que tales valoraciones tienen vida propia, porque se 
originan de hechos particulares y reiterados, sin importar de qué casos en particular 
se trate, sino lo trascendental es el resultado que originaron, esto es, una cognición 
social generalizada.

Otra característica consiste en que, como permiten un ejercicio de inducción a 
cargo del órgano jurisdiccional, el resultado no será cierto y determinado, sino proba-
ble e inferido, ya que provienen de la observación.

Asimismo, otra particularidad es que las máximas de la experiencia no se originan 
con los hechos a resolver por el juzgador, pues existieron antes del proceso y se pro-
longarán más allá de él, por lo que servirán para fundamentar otros casos en lo futuro.

De igual modo, no son universales, esto es, no se aplican a todos los ámbitos de la 
misma manera, a grado tal que puedan generalizarse, ya que dependen de un contexto 
social ocurrido reiteradamente en determinado lugar y tiempo, por lo que una regla 
de experiencia puede percibirse de una manera en un sitio y completamente diferente 
en otro.

Otra particularidad consiste en la forma en que el juzgador puede tener conoci-
miento de esas reglas de experiencia. Pudiera ser que esto aconteciera a través de los 
múltiples asuntos que ha atendido en sus facultades de juez y que guardan similitud 
con el hecho desconocido o bien a través de la ciencia que arroja la prueba pericial. 
En efecto, por citar un ejemplo, se quiere conocer si determinada firma plasmada en 
un documento tiene el mismo origen gráfico que el puño y letra de cierta persona; el 
juez, por los múltiples casos que ha llevado, sabe que es necesario que el documen-
to dubitable presente una firma autógrafa, pues de otra manera la ciencia no puede 
concluir satisfactoriamente un resultado; o bien, en el otro caso, puede ser que ese 
conocimiento se establezca expresamente en la experticia, donde el perito comunique 
al juzgador que, derivado de los múltiples casos en que ha intervenido, la experiencia 
le ha arrojado esa misma conclusión.     

Una característica más consistiría en que el órgano jurisdiccional puede recurrir 
a las máximas de la experiencia, aún sin impulso procesal, ya que no se trata de un 
medio de prueba o una figura jurídica que tenga como presupuesto la acción de las 
partes, sino que es una regla de valoración que el juez utiliza, consciente o inconscien-
temente, expresa o tácitamente, en el devenir de la apreciación de la prueba. 

Ahora bien, las reglas de la experiencia presentan límites, pues al arrojar un resul-
tado de contenido probable y no certero, debe reconocerse que existe una posibilidad 
de falibilidad que, en consecuencia, debe tener presente el juzgador en la operación 
racional. De esa manera, las máximas de la experiencia pudieran ser útiles para el ór-
gano jurisdiccional en determinados casos, pero no utilizarse en otros, lo que llevaría 
a ayudarse de los diversos criterios objetivos de racionalización, tales como la lógica 
o los conocimientos científicos. Por ello, el hecho de que las reglas de la experiencia 
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existan como criterio orientador no quiere decir que ineludiblemente el juzgador tiene 
que allegarse de ellas.

c. Los conocimientos científicamente afianzados

La razón por la cual algunos autores sólo consideraban, antaño, a la lógica y a los co-
nocimientos científicamente afianzados como criterios orientadores en la valoración 
probatoria, sin invocar a los conocimientos científicamente afianzados, circunstancia 
ésta que incluso era reproducida por algunos tribunales federales mexicanos,75 era 
precisamente porque se pensaba que aquéllos eran parte de las máximas de la expe-
riencia, al derivar en muchas de las ocasiones del entendimiento reiterado obtenido a 
través del método científico.

No obstante, las reglas de la sana crítica escindieron a los conocimientos cien-
tíficos de las máximas de la experiencia, al percatarse que muchos de los resultados 
obtenidos no eran necesariamente producto de reiteraciones, pero sí eran universal 
y científicamente aceptados, debido al sustento objetivo que aportaban y, ante ello, 
las máximas de la experiencia comenzaron a verse limitadas para explicar esos tópi-

75 Por ejemplo, la tesis sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
localizable en: Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, enero de 2009, p. 2823, Tesis Aislada, Número de tesis: I.3o.C.714 
C, Registro: 168056, de rubro y texto siguientes: REGLAS DE LA LÓGICA Y LA EXPERIENCIA. LA 
FALTA DE DEFINICIÓN LEGAL PARA EFECTO DE LA VALORACIÓN DE PRUEBAS EN LA DE-
CISIÓN JUDICIAL NO INFRINGE LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA CONTENIDA EN 
LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 CONSTITUCIONALES. El artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito Federal precisa que los medios de prueba aportados y admitidos, serán valorados en su conjunto 
por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, y no define el contenido de los 
principios de esa ciencia, ni de la de la experiencia; pero no se trata de una laguna legal que propicie la 
inseguridad jurídica en contravención a la garantía de seguridad jurídica consagrada por los artículos 14 y 
16 constitucionales. En el precepto de que se trata, se regula como sistema de valoración el arbitrio judicial 
pero no es absoluto, sino restringido por determinadas reglas basadas en los principios de la lógica y la 
experiencia de los cuales no debe apartarse. Etimológicamente la palabra lógica proviene del griego logiké, 
femenino de lógicos, lógico, y que significa ciencia que expone las leyes, modos y formas del conocimiento 
científico. A su vez, el término logikós proviene de logos, que es razón, discurso. El vocablo experiencia 
deriva del latín experientiam, que significa: “Conocimiento que se adquiere con la práctica”. Entonces, la 
lógica es una disciplina del saber o ciencia que tiene reglas o principios que son parte de la cultura general 
de la humanidad y que se presume está al alcance de una formación profesional como la del juzgador cuya 
función esencial de juzgar implica un conocimiento mínimo ordinario, por lo cual el legislador remite a esa 
ciencia o disciplina del saber; de modo que si es un elemento de la cultura universal la cual debe formar 
parte de quien tiene la función pública de administrar justicia como una actividad profesional, no queda 
indeterminada la referencia a cuáles reglas deben regir la valoración de pruebas y en general la decisión 
judicial. La experiencia es también un conocimiento que atañe tanto al individuo como al grupo social, 
que acumula conocimientos ordinarios del quehacer cotidiano en las actividades genéricas del ser humano 
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cos. En la actualidad los conocimientos científicamente afianzados, si bien pueden ser 
coincidentes con las máximas de la experiencia, ambos son criterios completamente 
autónomos.

En palabras de Cerda San Martín, “los conocimientos científicos están constitui-
dos por el saber humano proporcionado por las ciencias”.76 

Ahora bien, es importante mencionar que no todas las investigaciones científicas 
conllevan un conocimiento objetivo, esto es, no darán necesariamente un conocimien-
to de la realidad y, en consecuencia, no se ocuparán de estudiar los hechos. 

Parafraseando a Mario Bunge,77 por ejemplo, la lógica y la matemática se trata de 
entes ideales y abstractos que sólo existen en la mente humana, por lo que su materia 
prima no es fáctica, sino ideal; de ahí que se llamen ciencias formales, precisamente 
porque sus objetos no son cosas ni procesos. De hecho, la lógica formal emplea enti-
dades psíquicas, llamadas pensamientos, para poder explicar el mundo. 

En esa tesitura, podemos distinguir entre ciencias formales (o ideales) y ciencias 
fácticas o materiales. La primeras emplean signos y sus relaciones, y se basan primor-
dialmente en la lógica formal, mientras que las ciencias fácticas necesitan algo más 
que la lógica formal (esto es, pensamientos o ideales), pues requieren la observación 
o experimento.

Citemos un ejemplo siguiendo el planteamiento de Bunge: para resolver un pro-
blema matemático no es necesaria la experiencia fáctica, sino sólo los postulados, 
teoremas, definiciones y reglas de formación de expresiones; por ello, el resultado 
correcto dependerá de seguir el sistema de ideas previamente admitido.

Sin embargo, en las ciencias fácticas no se emplean variables lógicas o símbolos 
vacíos (“x” es igual a “y”), sino que es necesario que sean congruentes y verificables 
en la experiencia, esto es, mientras que las ciencias formales son exactas, las empíri-
cas o fácticas no lo son y, por el contrario, tienden a ser perfectibles y cuestionadas, 
dado que su finalidad es verificar un hecho, pero no demostrarlo en su perfección, 
como lo hacen las formales. 

En esas condiciones, las ciencias empíricas se sustentarán en la racionalidad y 
objetividad, entendiendo que en la primera se emplean conceptos, juicios y racioci-

mediante la observación de los fenómenos sociales, culturales, políticos y de la naturaleza, lo que debe cor-
responder a un sentido común que es inherente a cualquier otro humano; de modo que no hay imprecisión 
ni incertidumbre jurídica en el precepto impugnado, ya que dispone la forma en que el juez deberá valorar 
pruebas con certeza jurídica.    
76 Cerda San Martín, Rodrigo, Valoración de la prueba. Sana Crítica, Chile, Editorial Librotecnia, 2008, 
p. 39.  
77 Bunge, Mario, La ciencia: su método y su filosofía, p. 1, disponible en: http://www.ateismopositivo.
com.ar/Mario%20Bunge%20%20La%20ciencia%20su%20metodo%20y%20su%20filosofia.pdf (fecha de 
consulta 10 de mayo de 2016.)  
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nios, mientras que en la segunda se ocupa la inferencia deductiva;78 es decir, los cono-
cimientos obtenidos no son enteramente nuevos desde un punto de vista lógico, pero 
como derivan de inferencias, llegan a resultados que no se tenían al inicio del proceso.

Es en estas ciencias fácticas o empíricas que tiene cabida la ciencia jurídica y, 
concretamente, los conocimientos científicos como criterio orientador del órgano ju-
risdiccional, ya que aproximan la verdad fáctica al juzgador, mediante el empleo de 
una objetividad razonada, pero analizando las realidades fácticas, no los ideales o pen-
samientos previamente admitidos, como lo hacen la lógica formal y las matemáticas.    

Ahora bien, por antonomasia, los resultados de las ciencias fácticas serán transmi-
tidos al juzgador a través de los científicos expertos en la materia; más concretamente, 
a través de los peritos, quienes intervendrán en determinado proceso sustentando sus 
conclusiones en la ciencia y partiendo de métodos empíricos y experimentales, que 
eventualmente sustentarán las conclusiones a las que lleguen.

Esta forma de transmisión del conocimiento, que se ubica dentro del terreno de 
la prueba pericial, se concretiza a través de opiniones que serán ostensiblemente más 
objetivas que, por ejemplo, los relatos de un testigo, quien expone lo vivido a través 
de su propia óptica, basado solamente en la percepción de sus sentidos.

En efecto, si bien la prueba pericial presenta ciertas similitudes con la testimonial 
—tan es así que los numerales 371 al 376 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales establecen reglas semejantes para el desahogo de ambos medios de prueba—, 
la coincidencia es solamente para efectos de su perfeccionamiento en audiencia, más 
no así presenta identidad sustancial, habida cuenta de que los testigos, por imperativo 
del numeral 360 del Código Nacional en comento, sólo podrán rendir declaración con 
respecto a lo que conozcan; de ahí que inicialmente les sea restringido emitir opinio-
nes en torno a lo que conocen, pues deben limitarse a declarar lo que le consta, no a 
interpretarlo. 

De esa manera, la testimonial será emitida por la persona que apreció un evento y 
sus circunstancias, basado en su propia óptica y percepción sensorial, lo que conduce 
a que no siempre el relato transmitido sea objetivo, en tanto existen diversos contami-
nantes personales, como pueden ser las alteraciones emocionales, la elección de cap-
tar sólo lo conveniente, las distracciones, entre muchos otros aspectos que conduzcan 
a entender por qué diversos testigos que aparentemente apreciaron lo mismo tengan 
tantas disimilitudes en sus relatos contextuales. En tales condiciones, podemos decir 
que la testimonial se basa en el conocimiento ordinario.

Por el contrario, en contraste, la prueba pericial tiene sustento en el conocimiento 
científico, por lo que proporciona información analítica, crítica, sistemática, clara, 

78 Ibidem, p. 4.  
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objetiva, racional y verificable, que es comunicable a cualquier persona que pueda 
acceder a ella y que se emite a través de opiniones basadas en la objetividad y la ra-
cionalidad que proporciona la ciencia. De esa manera, como la ciencia es autocrítica 
y constantemente reformula las hipótesis incluso ya planteadas, asiduamente recurre 
a la observación y experimento, basada en el ensayo-error, que permite la creación 
de conceptos e ideas lógicas nuevas que, a su vez, den lugar a nuevos conceptos y 
fundamentos científicos.

Por ello, se dice que la ciencia arroja resultados objetivos que permiten un mayor 
acercamiento al esclarecimiento de los hechos que se busca en el sistema penal acu-
satorio, pues como se ha indicado, derivan de un riguroso proceso que es el método 
científico y las ciencias experimentales; sin embargo, debe hacerse notar que aunque 
la investigación científica establezca conclusiones, dogmas y conceptos derivadas de 
ese propio proceso metodológico, no todos los conocimientos obtenidos de esas obje-
tivas conclusiones se consideran afianzados. 

En efecto, cuando hablamos de que los conocimientos científicos están debida-
mente afianzados, nos referimos a que están consolidados y son, en cierta medida, más 
arduos de cuestionar.

Como se ha dicho, la investigación científica fáctica no tiende a demostrar pen-
samientos o ideales, sino a verificar realidades, por ello, no puede ser aceptada como 
inapelable, ya que inicialmente, cuando una nueva hipótesis es definida y planteada a 
la comunidad científica, la primera de la tendencias humanas es cuestionarla y mostrar 
escepticismo en torno a su contexto; esto dará lugar a nuevos procesos experimentales 
para verificar que dicha hipótesis sea apegada a la realidad científica que muestra. Los 
experimentados, al verificar que esa presunción inferida tiene bases objetivas, razona-
das, demostradas y verificables, entonces apoyarán su contenido y comenzará a ser un 
conocimiento científico afianzado. 

Así, cuando esos conocimientos científicos son afianzados por los experimenta-
dos en la materia, darán al juzgador un amplio campo de objetividad en el terreno de 
la valoración probatoria; sin embargo, al margen de que la investigación científica 
sea incuestionable hasta ese momento por los expertos, esto no quiere decir que in-
defectiblemente el juzgador tenga que emitir su fallo en concordancia estrecha a la 
conclusión científica, pues en última instancia será el órgano jurisdiccional el que le 
dará determinado valor a la experticia, tomando en consideración los demás criterios 
orientadores y además, teniendo en cuenta que en el terreno de la ciencia empírica, las 
verdades incuestionables no existen a perpetuidad.

Citemos un ejemplo al respecto. En la actualidad se sabe que el ADN o ácido 
desoxirribonucleico es un ácido nucleico que es responsable de la carga genética he-
reditaria. No obstante, en 1869, cuando el científico Friedrich Miescher lo descubrió 
al analizar la pus de vendas quirúrgicas (y lo llamó nucleína), tardó al menos 80 años 
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en ser descubierto por la ciencia como un ácido desoxirribonucleico responsable de 
la carga hereditaria, por lo que era especialmente complicado para los tribunales de la 
época estimar, de manera indefectible, que ese ácido poseía cierta carga genética que 
podría estimarse única en cada individuo y su ramificación familiar consanguínea. 
Dicho en otras palabras, no constituía un conocimiento científicamente afianzado, por 
ser cuestionado y no tratarse de una investigación científica consolidada. Y fue hasta 
1962 cuando los científicos Rosalind Franklin, James Watson y Francis Crick obtuvie-
ron el Premio Nobel en Fisiología o Medicina al mostrarle a la comunidad científica 
la importancia genética de dicho ácido y proponer el modelo de doble hélice para 
representar la estructura tridimensional del polímero. Con ellos se constituyó como 
conocimiento científicamente afianzado y es ampliamente aceptado, en su generalidad 
por los jueces en sus tareas de apreciación probatoria.

d. El contraste de los parámetros objetivos de racionalidad

Como se ha indicado, las reglas de la lógica, las máximas de la experiencia y los co-
nocimientos científicamente afianzados son instrumentos reguladores y orientadores 
en la actividad valorativa y, como tales, otorgan un contexto amplio al juzgador en 
ese terreno; sin embargo, no siempre tales parámetros son coincidentes entre sí, de 
hecho, pudieran ser contrastantes, por lo que el juez, ejerciendo la complejísima labor 
de otorgar determinado valor a cada medio de prueba y establecer sus conclusiones, 
deberá discernir qué criterio orientador le es más confiable. 

En ese orden, analizaremos en forma genérica los contrastes que pueden surgir 
cuando esos parámetros encuentran antagonismos.

Las reglas de la lógica contra las máximas de la experiencia 

Como se ha sostenido en este trabajo, las reglas de la lógica tienen prevalencia sobre 
la experiencia, ya que la lógica estudia y analiza el contenido de los pensamientos y 
las reglas del raciocinio, esto es, define la forma de pensar de manera racional, por lo 
que constituye la sede de las inferencias que el juez realiza. Mientras que las máximas 
de la experiencia operan como reglas técnicas para introducir datos útiles en la resolu-
ción del conflicto, basadas en el saber generalizado de las personas. En mérito de ello, 
el juez podrá tener un conocimiento común con respecto a un hecho, pero de nada le 
servirá si no le otorga un contenido lógico.

De esa manera, al ser la lógica la que dota de contenido congruente a la expe-
riencia para el caso concreto, no se puede hablar de prevalencia de las máximas de la 
experiencia al contenido lógico. 

Citemos un ejemplo. Supongamos que el juez tiene en su experiencia el hecho 
conocido de que las mujeres que son víctimas de un delito de índole sexual general-
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mente muestran evidencia psicológica o conductual de afectación al ver a su agresor, 
por lo que espera que la ofendida se conduzca de esa manera en el tribunal y, ante 
ello, ordena que la víctima sea llevada, en términos del artículo 109, fracción XXIV, 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, a una sala anexa para desahogar su 
testimonial; no obstante, la pasivo no acepta estar en el salón anexo y en cambio ex-
pone su deseo de confrontarse directamente en la sala de audiencias con el acusado, a 
quien, sin emitir sollozo o rasgo de alteración o miedo algunos, señala a aquél como 
la misma persona que ejecutó cópula contra ella mediante violencia física y sin su 
consentimiento. La víctima es tan puntual, congruente y categórica en su relato, el 
cual incluso se encuentra contextualizado con otras pruebas, que el juez deberá aplicar 
las reglas de la lógica y darles preferencia sobre las máximas de la experiencia, para 
inferir que como la exposición de la fémina es congruente y se advierte corroborada 
objetivamente con diversas pruebas, no en todos los casos las víctimas de delitos 
sexuales se comportan de la misma manera temerosa y sumisa, pues habrá personas 
que muestren otro tipo de comportamiento, como fue el caso concreto y, ante ello, las 
máximas de la experiencia no podrían prevalecer sobre las reglas de la lógica.

Las máximas de la experiencia contra los conocimientos científicamente afianzados 

Se ha establecido que los conocimientos científicos proporcionan información ana-
lítica, crítica, sistemática, clara, objetiva, racional y verificable, ya que se recurre a 
la observación y experimento, basada en el ensayo-error, que permite la creación de 
conceptos e ideas lógicas nuevas que, a su vez, den lugar a nuevos conceptos y fun-
damentos científicos. Por su parte, las máximas de la experiencia proporcionan un 
conocimiento basado en la reiteración y la apreciación común, por lo que su objeti-
vidad es cuestionada, ante un implacable contendiente que es la ciencia. Ello es así, 
porque si bien un conocimiento generalizado puede aparentar ser verdad social, está 
limitado en los albores de las circunstancias de lugar y tiempo en que prevalece ese 
contexto social, lo que no sucede con la ciencia, que es aceptada universalmente, con 
independencia del lugar donde se aplique, ya que sus conclusiones no son resultado 
de apreciaciones comunes, reiteradas y de determinado sector de la población, sino 
del método científico incluso que ha sido cuestionado, analizado y corroborado por 
los experimentados en la materia. 

Dicho en otras palabras, por regla general, la cultura y las creencias sociales no 
pueden prevalecer sobre la investigación científica. 

Así, por ejemplo, existe la experiencia generalizada de que los hongos veneno-
sos que son consumidos por las personas pueden conducir a la muerte y si en un 
caso concreto le fue encontrada a la víctima, en el estómago, residuos de la sustancia 
amatoxina, que es un componente natural venenoso del hongo, las máximas de la 
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experiencia nos llevarían a concluir que el deceso de la persona se debió al consumo 
de esta toxina; en cambio, si tenemos un dictamen en medicina forense que, a través 
de un estudio científico, analítico, sistemático y verificable concluyó que esa sustan-
cia, en la cantidad que se encontraba, no era suficiente para provocar la muerte de la 
víctima y, en contraste, su fallecimiento obedeció a que, al consumir dicha planta y 
sufrir sus efectos perdió el conocimiento, cayó y se golpeó el cráneo a grado tal que le 
provocó la muerte por un traumatismo craneoencefálico, tendríamos una prevalencia 
de la ciencia a la creencia generalizada.   

Las reglas de la lógica experiencia contra los conocimientos científicamente 
afianzados 

Como se indicó, la lógica se encarga de dar coherencia y razonabilidad a la infor-
mación, esto es, los principios lógicos definen el discurso del juzgador, al otorgar 
determinado valor entre las pruebas y lo que se da por probado. Por ello, si la ciencia 
fáctica otorga información al juez con respecto a determinado hecho o circunstancia, 
su límite, por objetivo y veraz que sea el resultado obtenido deberá pasar los filtros 
del raciocinio y la coherencia, ya que el órgano jurisdiccional no se limitará a explicar 
si determinado tópico es cierto o falso, sino que deberá contextualizarlo y explicarlo.

De esa manera, por regla general, la lógica prevalecerá sobre los conocimientos 
científicos, por muy afianzados que éstos sean, pues el relato del juzgador, basado en 
los principios lógicos, deberá explicar por qué se descartan ciertos elementos, se to-
man en cuenta otros, se consideran argumentos por ser objetivos, se rechazan diversos 
por absurdos y, en general, le otorga un contexto a la información obtenida incluso a 
través de la ciencia. Por ello, se dice que los principios lógicos rigen todo pensamiento 
y se imponen a cualquier conocimiento, aunque éste sea científico, porque como se 
ha indicado, hasta las conclusiones basadas en la ciencia serán objeto de cuestiona-
mientos reiterados. 

Por ejemplo, si tenemos un dictamen de materia de dactiloscopia que concluye en 
forma científica, metodológica, objetiva, verificable y sistemática, que las huellas dac-
tilares encontradas en el objeto robado son del acusado y, por ende, de conformidad 
con los alegatos de la fiscalía, existe la certeza de que aquél cometió el robo; empero, 
por otro lado, existen diversos medios de prueba que demuestran incuestionablemente 
que el justiciable no estaba en el sitio, en la hora y fecha en que se cometió el robo, 
tales como el hecho comprobado de que dio una conferencia a más de 100 personas en 
diverso auditorio, se tendrá que dotar de contenido lógico a la experticia y cuestionar 
si por el solo hecho de que aparecieron sus huellas dactilares en el objeto es indis-
cutible que cometió el robo, ante la posibilidad de que hubiera podido tener contacto 
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físico con él, antes del robo o después de éste, pero no en el momento específico del 
hecho punible, lo que generará duda con respecto a su responsabilidad.  

En ese orden, de conformidad con lo anterior, los criterios orientadores que, por 
regla general, prevalecen sobre los demás son los principios lógicos, que ostentan 
mayor jerarquía por su imposición ante cualquier otro conocimiento.

En segundo lugar, serán los conocimientos científicamente afianzados, porque 
si bien, como las máximas de la experiencia, proporcionan información al juzgador, 
sus resultados están basados en el método científico, más objetivo y complejo que el 
conocimiento común.

Finalmente, las máximas de la experiencia tendrán el último lugar en la jerarquía 
de parámetros racionales, porque se tratan de conocimientos eventuales, contingentes 
y basados en experiencias reiteradas del ámbito común.

Sin embargo, como se expresó, las anteriores reglas serán generales y como toda 
norma presentarán excepciones, pero será especialmente complicado que los conoci-
mientos científicos y las máximas de la experiencia, al ser métodos que proporcionan 
información al juzgador, prevalezcan sobre las reglas de la lógica, que contextualiza el 
enunciado, por lo que se puede concluir que ésta siempre tendrá una jerarquía mayor 
que las demás y prevalecerá ante cualquier contingencia que se genere con motivo de 
la interrelación entre todos los criterios orientadores. 

Empero, sí podría acontecer el caso concreto de que las máximas de la experien-
cia prevalecieran sobre la ciencia si, por ejemplo, un test psicológico que fue conclu-
sivo en determinar que la víctima presentó secuelas psíquicas fue llenado conforme 
a estándares o formatos de otro país, que en consecuencia tiene una cultura disímil 
a la mexicana, sin ajustarse al lenguaje y costumbres de México, podría llevar a la 
falibilidad, porque la base científica que se tomó en consideración no se ajusta a los 
parámetros necesarios para ser valorada en términos exitosos.

En esas condiciones, puede afirmarse que la valoración probatoria no por fuerza 
debe tener origen en la norma o más bien dicho, en razones específicamente jurí-
dicas, ya que no existen en la ley reglas tasadas para la valoración probatoria y, en 
consecuencia, es donde tienen cabida la lógica, las máximas de la experiencias y los 
conocimientos científicamente afianzados, que si bien pueden colisionar en la activi-
dad de juzgar y, en consecuencia, tendrán que aplicarse las reglas de prevalencia para 
que el juzgador obtenga una lógica y congruente convicción obtenida de la actividad 
probatoria, en ese devenir, también es probable que dichos parámetros de objetividad 
no necesariamente colisionen, sino que se interrelacionen y, en consecuencia, propor-
cionen información objetiva al juzgador.

Ahora bien,  dentro de la encomienda judicial, que es la actividad valorativa, sur-
ge la interrogante de ¿qué es valorar la prueba?, cuestionamiento que puede traducirse 
en la aceptación de las pretensiones sobre los hechos sometidos a litigio. Es decir, las 
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partes, mediante la actividad probatoria, proponen una hipótesis en concreto, la cual 
tenderá a ser aceptada por el órgano jurisdiccional. En palabras de Gascón Abellán, 
“la valoración constituye el núcleo del razonamiento probatorio, es decir, del que 
conduce a partir de las pruebas o informaciones disponibles, a una afirmación sobre 
los hechos controvertidos”.79

Parafraseando a Gascón Abellán, en la valoración de la prueba están implícitas 
dos tareas: la primera, que es la valoración en sentido propio y que consiste en evaluar 
el apoyo que el material probatorio presta a la hipótesis sometida a consideración, el 
cual deberá medirse en términos de probabilidad. La segunda es la adopción de la 
decisión, consistente en determinar si la probabilidad alcanzada por esa hipótesis es 
suficiente para establecer su verdad, la cual va a aparejada con el estándar probatorio 
exigido para ese momento procesal.

Dicho de manera simple, “la valoración en sentido estricto consiste en medir la 
probabilidad, la decisión consiste en aplicar el resultado de esa valoración al estándar 
de prueba establecido”.80

Ahora bien, existen dos grandes modelos de valoración de la prueba, “el primero 
basado en aplicación de métodos matemáticos; el segundo en esquemas de confir-
mación”.81 El primero de ellos, como su nombre lo indica, se predica de sucesos y se 
interpreta en términos de frecuencia relativa o matemática; es decir, se analiza la pro-
babilidad matemática de la comprobación de la hipótesis, bajo un esquema indicado 
numéricamente (o, 5; 0,8). Por su parte, el modelo de esquemas de confirmación parte 
de una probabilidad inductiva o lógica, bajo el grado de confirmación que generan 
las pruebas. Es en este modelo inductivo que descansa la valoración probatoria del 
sistema penal acusatorio mexicano, que eventualmente será ponderado para decidir si 
ha satisfecho el estándar probatorio exigido para acreditar esa hipótesis, de lo cual nos 
ocuparemos más adelante. 

C. La motivación como resultado de la valoración libre y lógica

La motivación de las determinaciones judiciales es un derecho fundamental que nació 
con los sistemas democráticos, lo cual se logró luego de siglos de lucha contra los 
estados monárquicos y absolutistas, donde el ejercicio de motivación simplemente 
no existía y los actos de autoridad no tenían que ser justificados ante los gobernados, 

79 Gascón Abellán, Marina, Cuestiones probatorias, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2012, 
p. 58.  
80 Idem.  
81 Idem.  
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porque provenían, precisamente, de una autoridad que no tenía que rendir cuentas a 
algún ente público superior y mucho menos al pueblo. 

En efecto, por ejemplo, en Roma, las determinaciones corrían a cargo de la noble-
za, con los pontífices y los patricios, por lo que no se consideraba necesario justificar 
las razones de los actos de autoridad, ya que el hecho de que hubieran sido emitidos 
por un juez, con ostensible prestigio social, era suficiente para que tuvieran plena va-
lidez. Posteriormente, en las Leyes de Partidas, se estableció la necesidad de indicar 
los criterios de orientación de autoridad.

Por su parte, en los sistemas inquisitivos no era necesario motivar las sentencias, 
pues con el solo hecho de que el acusado confesara haber cometido el suceso punible, 
suponía que el juicio y la determinación final ya sólo constituyeran un mero trámite. 

Fue en la Revolución Francesa que se consolidó la obligación de motivar las 
determinaciones judiciales, ante la llamada desconfianza en los jueces y, por ende, si 
éstos emitían una resolución, debían explicar las razones de su fallo, ya no sólo como 
derecho del gobernado, sino como obligación del Estado. 

Así, en palabras de Javier Maturana, “fue en la Francia revolucionaria que se 
logró el pleno reconocimiento el principio de obligatoriedad de la motivación, con el 
artículo 15 del título V de la Ley 16-24 de agosto de 1790 sobre organización judicial, 
donde se prescribe que toda sentencia civil o penal, debe contener los motivos de su 
decisión… Este principio sería posteriormente recogido en los códigos napoleónicos 
y la omisión de motivación sería sancionada con la nulidad”.82

Esta revolución ideológica de motivar las determinaciones y establecer un límite 
para las arbitrariedades judiciales se consolidó en los países europeos, los cuales la 
adoptaron porque notaron que representaba una evidente certidumbre jurídica, tan es 
así, que subyace hasta nuestros días. En la actualidad —salvo el sistema anglosajón 
que se rige bajo la íntima convicción—, los sistemas procesales del mundo han aco-
gido la obligación del Estado de motivar las sentencias judiciales y además lo han 
consolidado como derecho fundamental del gobernado.

A partir de lo anterior, surgió una constitucionalización de tal obligación estatal, 
lo que incluso se reflejó en instrumentos de índole internacional, tales como el Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos, cuyo numeral 45 establece expresamente que las 
sentencias de los Estados miembros deberán ser motivadas,83 así como la Convención 

82 Maturana Baeza, Javier, op. cit., nota 66, p. 311.  
83 Artículo 45 Motivación de las sentencias y de las decisiones. 
1. Las sentencias, así como las decisiones que declaren las demandas admisibles o inadmisibles, serán 
motivadas. 
2. Si la sentencia no expresa en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, todo juez tendrá derecho 
a unir a ella su opinión separada.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



154         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

Americana sobre Derechos Humanos, ya que el precepto 66 contempla que los fallos 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos deberán seguir esa precitada regla.   

En México, este derecho fundamental lo encontramos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, desde su creación el 5 de febrero de 1917, especí-
ficamente en su artículo 16; dicho texto original establecía:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domi-
cilio, papeles y posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del proce-
dimiento.

En casi 100 años que tiene de vida la Ley Fundamental, el párrafo de dicho nu-
meral no ha sufrido especial modificación, ya que sólo se ha reformado la conjunción 
copulativa y, por la disyuntiva o, según reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 3 de septiembre de 1993, para dejar en claro que para que exista un acto 
de autoridad que involucre la molestia de los derechos del gobernado, no es necesario 
que se actualicen todas las precitadas hipótesis, sino que es suficiente que se dé una 
o cualquiera de ellas; así, el precepto quedó de la siguiente manera (y que prevalece 
en la actualidad): 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domi-
cilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de 
la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del proce-
dimiento

Ahora bien, para efectos de este trabajo nos vamos a centrar en la manera en que 
el precitado derecho fundamental de motivar de las determinaciones judiciales impac-
ta en el sistema penal acusatorio, para lo cual se hace necesario compararlo con su 
antecesor, el sistema tradicional mixto.

En el sistema anterior, de corte mixto, existían pruebas de valoración libre y tam-
bién tasadas —el valor de estas últimas era establecido por el legislador desde el 
mismo momento en que creó la ley—; tal era el caso de los documentos públicos, las 
inspecciones y el resultado de los cateos que merecían un valor probatorio pleno. De 
esa manera, el juzgador no tenía qué hacer una especial valoración al respecto, sino 
primeramente verificar que se hubieran cumplido los requisitos que la ley exigía para 
esos medios de prueba; satisfecho lo anterior, el valor probatorio surgía como conse-
cuencia directa, lo que evidentemente redundaba en la forma en que se motivaba la 
determinación, porque bastaba aseverar que esas pruebas habían sido perfeccionadas 
en términos de ley y merecían valor probatorio pleno, tal cual lo establecía la ley. 
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En el extremo opuesto, como se ha indicado, en el sistema penal acusatorio, la 
valoración de la prueba es libre y lógica, por lo que el alcance demostrativo inicial-
mente dado por el legislador en el sistema mixto desaparece y, ante ello, el juez debe 
asumir esta tarea y motivar, mediante las reglas de la sana crítica, el contexto proba-
torio otorgado.

En mérito de lo anterior, surge entonces la consecuente interrogante, consistente 
en ¿de qué manera motivar? De conformidad con Javier Maturana, existen dos méto-
dos de estilo al respecto: el analítico o atomista y el holístico o global.84

El método analítico o atomista se basa en aducir que la decisión sobre el caso 
planteado se obtiene mediante el análisis pormenorizado de cada elemento de prueba 
que ha sido apreciado por el juzgador, así como de su respectivo valor asignado y de la 
cadena de inferencias que se fundan sobre cada una de ellas y conducen a la decisión 
final. 

Por su parte, el método holístico o global trata de explicar que la decisión final 
sobre los hechos se obtiene mediante una exposición global y conjunta de las pruebas, 
conformando un relato, una historia que narra los hechos en su secuencia temporal, 
esto es, asemejando lo que es una novela.85

El problema que surge con el método holístico es que no se preocupa por cumplir 
la finalidad misma de la prueba, que en el caso del sistema penal acusatorio es generar 
convicción del esclarecimiento de los hechos, lo cual se logra a través del ejercicio 
valorativo individual y a través de su conjunto y que eventualmente lleva al órgano ju-
risdiccional a inferir lo acontecido, a partir de datos objetivos que obtuvo de la prueba. 
Sin embargo, en el método holístico se tiende a demostrar la congruencia de un relato, 
lo cual logra a través de aspectos conductuales, fisiológicos y verbales o de contenido 
que narren primordialmente los testigos participantes. 

Así, en este método global el juzgador establece una verdad que va a relatar como 
justificación y lo hará a partir de las historias que le fueron contadas por las partes 
intervinientes en el proceso, sin que haya lugar de manera preponderante a una justi-
ficación objetivamente motivada; en consecuencia, el juez va a dar preferencia a un 
discurso congruente y creíble sobre aquél que ha sido adquirido a partir de la actividad 
probatoria. 

Un ejemplo de motivación holística sería: 

Es más creíble la versión de la defensa que la del Ministerio Público, 
porque resulta más congruente que el acusado no privara de la vida a 

84 Maturana Baeza, Javier, op. cit., nota 66, p. 331.  
85 Idem.  
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su esposa y sí en cambio lo hiciera otra persona no identificada hasta el 
momento, ya que, como lo han narrado todos los testigos de descargo, 
el acusado la amaba y era incapaz de cometer un evento de tal magni-
tud, porque siempre estaban juntos y se cuidaban mutuamente, como se 
advierte incluso del estado de ánimo visiblemente afectado del acusado 
ante este tribunal, quien además pidió insistentemente que se hiciera 
justicia para encontrar al homicida de su esposa; asimismo, no es lógico 
que dicho acusado cometiera el evento delictivo, porque a la hora en 
que esto aconteció, éste se encontraba en su trabajo, haciendo una pre-
sentación ante diversas personas, como usualmente lo hace a esa hora 
y, de igual modo, terminando esa actividad laboral, llamó a su cónyuge 
hoy fallecida, quien ya no contestó el teléfono y por ello el acusado 
decidió llamar a la policía preocupado por lo que pudiera pasar en su 
casa, ya que su esposa nunca salía de ella. De todo lo anterior el fiscal 
no se hizo cargo, porque sólo se limitó a presentar pruebas tendentes a 
demostrar que la pistola homicida era propiedad del acusado, la cual 
estaba el día de los hechos en un cajón con llave, que sólo tenía el pro-
pio acusado, que se encontraron en la mano derecha de éste residuos de 
carbón, azufre y nitrato de potasio, que existía líquido hemático de la 
víctima en la ropa del justiciable y que el mismo acusado presentaba he-
matomas característicos de una contienda física, tal como los presentó 
la víctima, pero no demostró el móvil que hubiera tenido el justiciable 
para matar a su esposa, a quien se demostró que amaba profundamente.       

Como se puede advertir, el estilo de motivación anterior no está basado en la 
actividad probatoria obtenida en el juicio, sino en la intuición del juzgador, tomado 
de la generalidad apreciada en los relatos de las partes, sin reparar en un ejercicio del 
alcance probatorio individual y concatenado en su conjunto; por ello, la valoración 
holística no es el camino idóneo para una motivación objetiva y razonable de una 
determinación judicial, ya que en esencia no se está motivando la decisión, sino ex-
presándose un relato.

En otro contexto, el método analítico o atomista propone un examen individual de 
cada medio de prueba, el cual a su vez será sometido a una evaluación conjunta, que 
permitirá al juzgador confrontar valorativamente por qué se falla en tal o cual sentido. 

De esa manera, el método atomista permitirá valorar por separado cada prueba y 
también en su conjunto, lo que conllevará a descartar y reconocer los medios de con-
vicción que apoyen cada teoría del caso o la pongan en tela de juicio.

Jordi Ferrer ha establecido dos aspectos en la valoración probatoria. El primero de 
ellos consiste en que el resultado de la valoración de la prueba es siempre contextual, 
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esto es, referido a un determinado conjunto de elementos de juicio; el segundo de ellos 
consiste en que la valoración de la prueba es libre, sólo en el sentido de que no está 
sujeta a normas jurídicas que predeterminen el resultado de esa valoración; empero, la 
operación consistente en juzgar el apoyo empírico que un conjunto de elementos apor-
tan a una hipótesis está sujeta a los criterios generales de la lógica y la racionalidad.86

De esa manera, la actividad de juzgar, entonces, tiene que estar basada en un 
estudio individualizado de las pruebas y contextualizarlo con las demás existentes, ya 
que así será más viable analizar el apoyo empírico que proporciona la actividad proba-
toria, a fin de darle un determinado valor, una vez que se han incorporado o excluido 
todos los elementos de juicio que tengan que tener esa misma consecuencia.

Lo que se busca en sí al analizar los medios de prueba en su alcance demostrativo 
individual y en su contexto es que este ejercicio valorativo de la prueba sea lo más 
objetivo posible y tenga bases explicables, que es donde se tiene que recargar pre-
ponderantemente la conclusión judicial probatoria, tratando en la medida posible de 
abandonar criterios subjetivos o basados en la intuición, la cual sólo retoma aspectos 
de índole emocional o sentimental, sustentados en las propias creencias del juzgador 
o en su personal óptica de apreciar la realidad que le es sometida a análisis; por ello, 
si bien en la conclusión probatoria habrá un dejo de subjetividad que los elementos 
objetivos no alcancen a demostrar, una decisión judicial basada en la objetividad, ex-
plicación y racionalidad, permitirá vislumbrar una determinación lo más próxima al 
papel social que le es encargado al órgano jurisdiccional.

En resumen, atendiendo a los lineamientos valorativos que se han expuesto en 
este apartado, pudiéramos establecer conclusiones que emergen en la motivación de 
la prueba que debe ser valorada en forma libre y lógica, según el contexto del sistema 
penal acusatorio mexicano y que grosso modo pudieran ser los siguientes: 

•	 La prueba en el sistema penal acusatorio debe valorarse inicialmente en 
forma libre; esto es, sin reglas tasadas de valoración que se contemplen en 
el ámbito de la ley.

•	 No obstante lo anterior, esa libertad no es absoluta, pues de lo contrario el 
proceso descansaría en un sistema de íntima convicción. Así, dado que el 
constituyente, al estatuir el proceso penal nacional expresó que sus bases 
fueran tomadas de los sistemas de sana crítica, se aplicarán en consecuen-
cia los criterios racionales de aquélla en la conclusión judicial probatoria. 

86 Ferrer Beltrán, Jordi, Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de epistemología jurídica, Ar-
gentina, Marcial Pons, 2013, p. 26.  
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•	 De esa manera, el legislador creador del sistema penal acusatorio en forma 
deliberada contempló de manera expresa un límite ante una posible libertad 
probatoria arbitraria y para efecto de no crear un sistema de convicción 
íntima, estableció que la valoración además de libre debe ser lógica. 

•	 Así, al preceptuar esta última regla dio margen a los criterios orientadores 
de la sana crítica, que son la propia lógica, en su aspecto dialéctico —y no 
formal—, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicos, 
que servirán de guía al juez, a fin de que sus determinaciones tengan bases 
racionales.

•	 Por ello, ni la valoración probatoria y mucho menos el fallo deben revestir 
un contenido emocional, sentimental o moral, como sucede en aquel sis-
tema anglosajón, sino que aquella actividad debe ser objetiva y racional.

•	 Esa conclusión racional no debe corresponder a persona alguna, que no sea 
el juez, ya que si bien las partes podrán realizar ese ejercicio mental, corres-
ponderá al órgano jurisdiccional emitir el criterio conclusivo que vinculará 
a los sujetos procesales. 

•	 Así, contrario al sistema de íntima convicción, el juzgador sí deberá expli-
car al justiciable los motivos que lo determinaron a resolver en el sentido 
en que lo hizo; por esa razón, la lógica establecida como regla de valora-
ción de la prueba por el legislador dará a su vez lugar a la motivación de 
las determinaciones judiciales, la cual no debe ser holística, sino analítica, 
basada en la ponderación de cada prueba en su individualidad y además en 
su contexto. 

•	 Por ello, a través de esa operación analítica el órgano jurisdiccional apli-
cará las reglas de la razón, la experiencia y la ciencia a los resultados obte-
nidos de la actividad probatoria, para después analizarlos en su conjunto y 
llegar a un juicio de aceptabilidad de los resultados probatorios.

•	 Una vez que el juzgador ha aceptado la verdad sometida por las partes a 
través del ejercicio de valoración de las pruebas se debe aplicar dicho ejer-
cicio al estándar de prueba establecido, lo cual dependerá de la naturaleza, 
etapa y finalidad procesal en que los sujetos procesales se encuentren; por 
tanto, el ejercicio valorativo recaerá finalmente en la sumisión al estándar 
probatorio exigido para comprobar la hipótesis planteada. 

De esa manera, se ha explicado, al menos de manera próxima, en qué consiste la 
valoración probatoria y el camino a seguir en el ejercicio de motivación; sin embargo, 
esta dualidad en la actividad judicial no quedaría suficientemente abordada si no se 
aterrizaran esos conceptos en criterios que indiquen en qué momento el juzgador llega 
a la convicción del hecho que pretenden probar las partes; dicho de otro modo, la fina-
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lidad de la actividad probatoria tiene diversos alcances y exigencias, que son directa-
mente proporcionales al grado de convencimiento exigido para determinado momento 
procesal. Es en este terreno donde encuentran cabida los estándares probatorios, que 
no son más que la justificación para aceptar la verdad de alguna hipótesis planteada, 
teniendo en cuenta que esto acontecerá cuando el grado de probabilidad alcanzado 
por esa hipótesis se estime suficiente.87 A continuación analizaremos esos criterios de 
justificación que se exigen en el sistema penal acusatorio mexicano.    

2. Estándares de prueba en el sistema penal acusatorio

Cuando hablamos del estándar probatorio en el sistema penal acusatorio necesaria-
mente tenemos que hablar no de uno solo, sino de diversos estándares de prueba, ya 
que el proceso penal establece cargas de prueba distintas en cada una de sus fases, 
lo que quiere decir que las partes, dependiendo del momento en que se encuentren, 
deberán satisfacer en mayor o menor grado las hipótesis que sometan al análisis del 
órgano jurisdiccional, circunstancia que deberá ser conocida ampliamente por tales 
sujetos procesales, derivado de la expresión que de esos estándares probatorios se 
contemplen en la ley.

Ya se ha mencionado, siguiendo a Gascón Abellán, que el ejercicio de valoración 
en sentido estricto consiste en medir la probabilidad de una hipótesis; por su parte, el 
ejercicio de decisión no es más que aplicar el resultado de esa valoración al estándar 
de prueba establecido; de esa manera, los estándares de prueba constituyen los crite-
rios que indican cuándo se ha conseguido la prueba de un hecho.88

En mérito de lo anterior, al constituir el estándar de la prueba en el sistema penal 
acusatorio más bien una pluralidad de estándares probatorios, necesariamente estaría-
mos hablando de disimilitud entre ellos, esto es, de una diferenciación exigida en cada 
contexto en particular, de donde surge la interrogante de ¿en qué consiste esa diferen-
ciación?; la respuesta a este cuestionamiento la encontramos en el grado de exigencia 
de comprobación de la hipótesis planteada para caso en concreto.

En efecto, ya se ha mencionado que los estándares probatorios deben ser una 
circunstancia conocida ampliamente por los sujetos procesales que probarán sus hipó-
tesis o teorías del caso; sin embargo, no existe base normativa que obligue al órgano 
jurisdiccional a transmitir, sea en audiencia o por cualquier medio a las partes el al-
cance demostrativo que deberán reunir para que logren sus pretensiones procesales; 

87 Gascón Abellán, Marina, op. cit., p. 77.  
88 Idem.  
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por ello, la solución la encontramos en la propia ley y en la interpretación armónica 
del sistema penal acusatorio.

Así es, desde la ley fundamental hasta el propio Código Nacional de Procedi-
mientos Penales nos establecen los estándares probatorios que deben reunir las hi-
pótesis de las partes planteadas a partir de la actividad probatoria, lo cual guarda 
correspondencia con el grado de exigibilidad de la determinación judicial a obtener. 
En esas condiciones existen estándares probatorios menos rígidos, otros más o menos 
exigentes; disímiles más altos y otros tan exigentes, que pueden tornarse inalcanza-
bles para las partes. 

Es en ese devenir que encontraremos grados de exigencia menores basados en 
posibilidades o probabilidades; grados de exigencia de exigencia más alta, cuya ten-
dencia será ir a un nivel más alto que una simple probabilidad; estándares probatorios 
más elevados que ameriten despejar toda duda razonable de que así ocurrió el hecho y 
grados probatorios tan altos, que en muchas de las ocasiones son inalcanzables, como 
la verdad material de lo acontecido. 

En un trabajo colectivo publicado por este Instituto de la Judicatura Federal, en 
el cual tuve la oportunidad de participar, el destacado Juez de Distrito Christian Omar 
González Segovia hizo un breve pero importante análisis de los estándares probato-
rios en el proceso penal acusatorio, a través del cual confirió un estándar probatorio 
mínimo para las presunciones; un estándar probatorio indiciario para el auto de vincu-
lación a proceso y la prisión preventiva oficiosa, así como para los actos de investiga-
ción que requieren control judicial; un estándar probatorio altamente probable para la 
medida cautelar de prisión preventiva; un estándar probatorio más allá de toda duda 
razonable para la verdad formal, aterrizada en culpabilidad en la sentencia y el punto 
máximo, que es la verdad histórica.

Sea cual fuera la forma en que se califican los estándares probatorios en el sistema 
penal acusatorio, lo importante es distinguirlos a partir de las exigencias que señala 
la ley, porque será a partir de esta graduación que se tendrá por aceptada la verdad hi-
potética planteada por los sujetos procesales y sustentada con la actividad probatoria, 
con la cual se va a medir la probabilidad exigida para determinada decisión judicial. 

En ese contexto, tenemos, por ejemplo, el párrafo tercero del artículo 16 y el 
diverso 19, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los 
cuales establecen como estándar probatorio para el libramiento de una orden de apre-
hensión y el dictado de un auto de vinculación a proceso, respectivamente, dos tipos 
de estándares; el primero de ellos implica la exigencia de datos que establezcan que 
se ha cometido un hecho que señala la ley como delito; esto es, se deberá dejar de-
mostrado que se ha cometido un hecho punible, lo que se traduce que en este con-
texto el estándar exigido para aceptar la existencia de un delito va más allá de una 
simple probabilidad y, por tanto, el juzgador debe ser más exigente en que las partes 
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demuestren este aspecto. En contrapartida, cuando nos centramos en la intervención 
de la persona, el estándar probatorio es menor, ya que de manera expresa, tanto los 
numerales invocados de la Constitución como los artículos 141 y 316 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales establecen que sólo debe existir la probabilidad de 
que el imputado cometió ese suceso delictivo o participó en él; de lo que se advierte 
que tenemos dos tipos de estándares probatorios dentro de una misma determinación, 
el primero, más alto, relativo a la demostración de un delito y el segundo, más bajo, 
tendente a acreditar la intervención de la persona en ese evento.

Lo anterior es sólo un ejemplo de la diversidad de los estándares probatorios que 
subyacen en el proceso penal acusatorio, de los cuales me haré cargo de ahora en ade-
lante en este trabajo. Sin embargo, como se ha expuesto, al margen de la calificación 
o nome, que se le otorgue a esos parámetros de exigencia de la prueba, lo importante 
es referenciarlos y distinguirlos, para así poder ser más explícitos en sus alcances. 

De esa manera, para efectos meramente ilustrativos, las referencias que haré res-
pecto a los estándares probatorios exigidos para las distintas fases y determinaciones 
judiciales del sistema penal acusatorio las identificaré numéricamente en la escala del 
0 al 10, donde 0 será el nivel mínimo de exigencia probatoria, como serían las conjetu-
ras y las determinaciones judiciales irracionales, y el 10 constituye la verdad material 
e histórica de lo acontecido; todo ello, con la finalidad de hacer notar la graduación de 
la exigencia que es necesaria satisfacer por las partes para demostrar sus respectivas 
hipótesis.

Desde luego, quiero dejar en claro que, como lo indiqué anteriormente, el modelo 
de valoración de la prueba en este proceso penal es el inductivo y no el matemático, 
este último que se predica de sucesos y se interpreta en términos de frecuencia relativa 
o matemática, sino que, por el contrario, la partida de las conclusiones numerarias será 
a partir de inducciones lógicas propias de nuestro sistema; por ello, los índices numé-
ricos serán sólo instrumentos para precisar las prevalencias de las disímiles exigencias 
que subyacen en dichos estándares probatorios.    

Asimismo, también se hará referencia a las principales determinaciones existen-
tes en el sistema penal acusatorio, ya que sería especialmente complicado atender 
todas ellas en este trabajo.

A. Estándar probatorio requerido en la ratificación judicial de las medidas de protec-
ción ministeriales en favor de la víctima u ofendido

El numeral 137 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece diversas 
medidas que emitirá el Ministerio Público, cuando advierta que el imputado represen-
ta un riesgo inminente contra la seguridad de la víctima u ofendido. Tales medidas van 
desde la prohibición al justiciable de acercarse al sujeto pasivo, hasta el reingreso de 
la víctima a su domicilio. 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



162         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

Asimismo, el propio numeral contempla que, en caso de que la institución mi-
nisterial decrete las medidas establecidas en las fracciones I, II y III de ese precepto, 
esto es, a) la prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima u ofendido; b) 
la limitación para asistir o acercarse al domicilio de aquéllos o al lugar donde se en-
cuentren, y c) la separación inmediata del domicilio; dentro del término de cinco días 
posteriores a su decreto, deberá acudir ante el juez de control, quien podrá cancelarlas 
o bien ratificarlas o modificarlas mediante la imposición de las medidas cautelares 
correspondientes. 

Pues bien, el control de estas tres medidas debe elevarse a sede judicial, por ser 
las que tienen el carácter más invasivo en el terreno de la relación imputado-víctima, 
en tanto evidentemente, todas ellas tienen la finalidad de separar físicamente al justi-
ciable del sujeto pasivo.

En el entendido de que, en caso de ser modificadas por medidas cautelares cons-
tituirá una excepción a la regla temporal prevista en el artículo 154, fracción I, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, esto es, que tales medidas cautelares 
sean dictadas una vez formulada la imputación, porque —claro está— muchas de las 
medidas de protección que son modificadas para ese efecto son dictadas cuando el 
procedimiento está a penas en la etapa de investigación inicial. 

Ahora bien, la finalidad de estas determinaciones del Ministerio Público es pre-
cisamente proteger a la víctima u ofendido de alguna amenaza que pueda significar el 
imputado, lo cual ha tomado especial auge no sólo en el derecho interno mexicano, 
sino además en el ámbito internacional; por ejemplo, a través del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional,89 que esencialmente tutela derechos en favor de las vícti-
mas, como son a) su participación en el procedimiento; b) su protección, y c) la repa-
ración del daño. Es en el segundo rubro donde descansan estas medidas de protección 
ministeriales y, destacadamente, se plasman en el numeral 68 del referido estatuto, al 
establecer que para la protección de las víctimas se debe incluir: 

La seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida 
privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, la Corte tendrá en 
cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género, de-
finido en el párrafo 3 del artículo 7, y la salud, así como la índole del 
crimen, en particular cuando éste entrañe violencia sexual o por razones 
de género, o violencia contra niños. En especial, el fiscal adoptará estas 
medidas en el curso de la investigación y el enjuiciamiento de tales crí-

89 Al cual se adhirió México el 28 de octubre de 2005.  
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menes. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos 
del acusado o de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con 
éstos.   

La esencia de estos lineamientos son reproducidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, específicamente en el artículo 20, apartado C, fracción 
IV, párrafo tercero, que establece: “El Ministerio Público deberá garantizar la protec-
ción de víctimas, ofendidos, testigos y en general todas los sujetos que intervengan 
en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación”.

Y finalmente, nuestro derecho interno le ha otorgado una especial relevancia a la 
protección de la víctima u ofendido, tan es así, que ese derecho humano es amplia-
mente desarrollado en la Ley General de Víctimas y en la Ley General para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección 
y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, por citar normas generales de la materia.

De esa manera, es ostensible que la protección a las víctimas de delitos es un dere-
cho humano de especial relevancia, el cual debe ser vigilado por el órgano jurisdiccio-
nal, por mandato constitucional. Así, el estándar probatorio no debe ser especialmente 
exigente para que dichas medidas sean ratificadas o modificadas mediante la impo-
sición de medidas cautelares y, de hecho, tendrá que ser muy bajo, pues el ejercicio 
ponderativo entre los derechos de la víctima a ser protegida y el propio del imputado 
a acercarse a ella debe inclinarse de manera destacada en favor de la protección; por 
ello, el órgano jurisdiccional debe privilegiar una aparente necesidad de protección 
hacia la víctima, sobre la certeza del acercamiento del imputado a ella. 

 Pues bien, en cuanto a su ratificación o modificación (en beneficio de la víctima) 
la especificidad numérica en el ámbito del estándar probatorio, en mi opinión, consi-
dero que se graduaría en el punto 2; lo cual obedece a la propia naturaleza de la medi-
da, que tiende a proteger no sólo a la persona genérica de la víctima, sino además se 
salvaguardará a entes ostensiblemente vulnerables, como son los menores de edad, la 
mujeres amenazadas, los adultos mayores, los integrantes de las comunidades indíge-
nas y, en general, cualquier miembro de un grupo que pudiera mostrar vulnerabilidad 
y que, en consecuencia, el ejercicio del Estado debe traducirse en una acción positiva 
en favor de la protección de este tipo de personas. 
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a. Estándar probatorio requerido en la ratificación o modificación (en beneficio de la 
víctima) judicial de las medidas de protección

No obstante, el propio artículo 137 del Código Nacional establece que dichas medidas 
pueden ser canceladas, lo cual constituye la antítesis de su ratificación, pues sustan-
cialmente se dejarían sin efectos las medidas de protección decretadas por el Ministe-
rio Público y, como consecuencia directa, se dejaría sin protección a la víctima u ofen-
dido. Ese aspecto antagónico a la salvaguardar del sujeto pasivo debe estandarizarse 
en un nivel probatorio muy alto, ya que no sólo está en juego la propia seguridad e 
integridad del sujeto pasivo, sino que además existe la posibilidad de que, atendiendo 
a ciertas determinaciones ministeriales, en lo futuro pudiera coartarse el derecho de la 
víctima u ofendido a volver a ser solicitar tales medidas (por ejemplo, por sobrevenir 
el archivo temporal del asunto, el no ejercicio de acción penal, entre otros).

De esa manera, desde mi óptica, en caso de que el órgano jurisdiccional cancele 
esas medidas de protección por no evidenciarse su necesidad, elevaría esa graduación 
probatoria a casi el punto máximo de la escala puntualizada, esto es, que se estanda-
rice más allá de toda duda razonable, ya que el juez de control no debe tener el atisbo 
de duda alguna de que la víctima ya no necesita la protección inicialmente otorgada; 
especialmente, porque puede darse el caso de que, atendiendo a un posible someti-
miento psicológico del pasivo, derivado de la amenaza o intimidación del imputado, 
el pasivo no tenga la capacidad de sostener ante la institución ministerial o el órgano 
jurisdiccional, que es víctima de tales o cuales amenazas o que se prefiera actuar en 
forma sumisa ante el justiciable, con tal de no ver mermada su integridad. De esa ma-
nera, el juzgador debe ser muy cauteloso y exigir un rango alto de actividad probatoria 
al respecto, que no le deje lugar a dudas de que el pasivo puede desarrollar su vida 
normal sin necesidad de protección.  
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b. Estándar probatorio requerido en la cancelación de las medidas de protección

B. Estándar probatorio requerido en la imposición de providencias precautorias
 

Si nos basamos en el derecho civil, por regla general las providencias precautorias son 
actos prejudiciales que permiten asegurar el cumplimiento de una obligación que se 
exigirá a deudor. 

La esencia de esta figura es rescatada en el numeral 138 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, en cuanto establece que las providencias precautorias son 
actos tendentes a garantizar la reparación del daño, las cuales pueden ser solicitadas 
por los entes legitimados, esto es, la víctima u ofendido y el Ministerio Público.

De conformidad con ese numeral, las providencias precautorias que se contem-
plan en forma limitativa en el sistema penal acusatorio, son a) el embargo de bienes y 
b) la inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del sistema 
financiero.

En este caso, es la propia ley la que fija el estándar probatorio requerido para 
su concesión, ya que el párrafo segundo de ese numeral 138 establece que para que 
sean decretadas deben existir datos de prueba expuestos por el Ministerio Público 
y la víctima u ofendido, de los que se desprenda la posible reparación del daño y la 
probabilidad de que el imputado será responsable de repararlo. Esto es, la graduación 
probatoria de estas medidas precautorias entra al terreno de las probabilidades, al 
establecer de manera clara y precisa que sólo deberá acreditarse la posibilidad de la 
imposición, en lo futuro, de la reparación del daño y la probabilidad de que el impu-
tado será el responsable de pagarlo.

De esa manera, ya que el estándar probatorio de las providencias precautorias es 
propio del terreno de las probabilidades, se fijaría en el punto medio, esto es, en el 
grado 5, porque no es necesario que los datos de prueba sean tan básicos, que acredi-
ten solamente una aparente y lejana posibilidad de reparación del daño, así como de 
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responsabilidad del imputado para sufragarla, pero tampoco se establece la exigencia 
hipotética de demostrar una posibilidad muy alta al respecto o que no exista duda al-
guna de la existencia de una eventual reparación del daño y obligación del justiciable 
para cubrirla.

Estándar probatorio en la imposición de providencias precautorias 

Lo anterior, en el entendido de que, aunque el numeral 138 establece que dichas 
providencias podrán revisarse, modificarse, sustituirse o cancelarse, a petición del 
imputado o de terceros interesados, siempre y cuando se escuche a la víctima u ofen-
dido y al Ministerio Público, el estándar probatorio sería el mismo exigido que para 
su concesión, ya que no existe una especial prevalencia procesal entre su modificación 
y su otorgamiento, sino que en ambos casos se sigue el mismo camino del ejercicio 
de contradicción de las partes, basadas en los datos de prueba existentes en la carpeta 
de investigación. 

C. Estándar probatorio requerido en los actos de investigación que requieren auto-
rización judicial

El artículo 252 del Código Nacional de Procedimientos Penales regula los actos de 
investigación que requieren autorización previa del juez de control e involucra dos 
grandes categorías de ellos, los primeros investidos de todos aquellos actos de inves-
tigación que impliquen afectación a derechos establecidos en la Constitución y, los 
segundos, que son los siguientes:

I.	 La exhumación de cadáveres;
II.	 Las órdenes de cateo;
III.	 La intervención de comunicaciones privadas y correspondencia;
IV.	 La toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extraccio-

nes de sangre u otros análogos, cuando la persona requerida, excep-
to la víctima u ofendido, se niegue a proporcionar la misma;
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V.	 El reconocimiento o examen físico de una persona cuando aquélla 
se niegue a ser examinada, y

VI.	 Las demás que señalen las leyes aplicables.

Con relación a estos actos de investigación la ley es omisa (en forma expresa) 
para establecer los parámetros probatorios que deberán exigirse para el libramiento 
judicial de aquéllos; sin embargo, es importante mencionar que al margen de que 
todos ellos se encuentren dentro de un mismo catálogo normativo, su graduación pro-
batoria es la misma, ya que guardan correspondencia entre sí, en virtud de que:

•	 Son actos que restringen sólo temporalmente derechos fundamentales, ya 
que tienen el carácter de ser provisionales o preventivos.

•	 Todos tienen una finalidad de investigación, por lo que una vez satisfecha 
su utilidad dejarán de tener vigencia como acto de molestia contra el go-
bernado. 

•	 Al tener una finalidad indagatoria, no deben reunir una exigencia probato-
ria especialmente alta, porque de lo contrario el acto de investigación no 
tendría razón de ser.

En esas condiciones, dado que tales actos tienden a comprobar hipótesis que la 
institución ministerial va desarrollando en su facultad constitucional de investigar de-
litos, no será viable fijar un estándar probatorio que vaya más allá de una mera posibi-
lidad de demostración de la necesidad de dicho acto y tampoco será viable fijarlo por 
debajo de ese rango de probabilidad, so pena de constituir una orden judicial arbitraria 
o incluso, relajando más el contexto probatorio, pudiera resultar irracional. 

Por ello, la graduación de la exigencia probatoria se ubica en el punto medio, 
donde se exigirá al Ministerio Público que acredite con datos de prueba la existencia 
de una razón fundada para realizar el acto, esto es, que justifique su utilidad y la rela-
ción de ese actuar con un hecho punible, presupuesto para librar el acto de molestia; 
asimismo, será necesario que revele, a través de la actividad probatoria, que existe 
—al menos— la posibilidad de que la información que pretende recopilar guarda 
correspondencia con ese derecho fundamental que será transitoriamente restringido; 
dicho en otras palabras, se exigirá al fiscal que demuestre con probabilidades la rela-
ción objeto-acto de investigación, para que pueda librarse la orden respectiva, la cual 
tendrá que emitirse de manera fundada y motivada.  
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Estándar probatorio en los actos de investigación que requieren autorización judicial 
  

D. Estándar probatorio requerido en el libramiento de una orden de aprehensión (por 
cautela)

La graduación del grado de exigencia probatoria para acreditar la hipótesis ministe-
rial, a fin de que proceda una orden de aprehensión puede ser debatible; sobre todo si 
se toma en cuenta que en el sistema tradicional, el rango probatorio exigido para el 
libramiento de una orden de aprehensión era prácticamente el mismo que se exigía 
para el dictado de un auto de formal prisión.

No obstante, amparado bajo el sustento de que el derecho es opinable y que la 
óptica de cada persona es respetable, es que sostengo que el estándar probatorio en la 
orden de aprehensión no puede ser del mismo rango que el que se exige para el auto 
de vinculación a proceso; ello a pesar de que el artículo 141 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales establece que para el libramiento de una orden de aprehen-
sión (por necesidad de cautela) se exigirán prácticamente los mismos requisitos que 
para el dictado de un auto de vinculación a proceso, es decir, será necesario que la 
fiscalía anuncie que obran en la carpeta de investigación datos que establezcan que se 
ha cometido un hecho que la ley señala como delito y exista la probabilidad de que el 
imputado lo haya cometido o participado en su comisión.

Pues bien, es aquí donde empieza el ejercicio ponderativo entre ambos actos, a 
fin de determinar cuál restringe de mayor manera derechos fundamentales: si la orden 
de aprehensión, de carácter meramente transitorio, o el auto de vinculación a proceso, 
de tracto sucesivo. 

La solución en este ejercicio de ponderación nos la da la propia Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, primero, al establecer en tesis jurisprudencial que la orden de 
aprehensión es un acto que directamente restringe la libertad de la persona, mientras 
que el auto de vinculación a proceso es un acto que indirectamente afecta la libertad, 
pero que no la priva en sí misma y directamente de su libertad personal, sino que la 
obliga a comparecer en los plazos establecidos en la ley. 
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Iván Aarón Zeferín Hernández 169

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 19 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, la regla genérica de una persona sometida a un proceso penal 
acusatorio es la libertad, habida cuenta de que la prisión preventiva será excepcional.

En el mismo sentido, el numeral 141 del Código Nacional citado, establece di-
versos tipos de órdenes de aprehensión, a saber: por contumacia, por sustracción de 
la acción de la justicia, por culminar un procedimiento de extradición o por incum-
plimiento de una medida cautelar; en el entendido de que los anteriores supuestos se 
tratan de órdenes de aprehensión de índole procesal, por lo que tienen sustento en el 
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, 
para una correcta administración de justicia y su naturaleza se basa en la finalidad de 
continuar el proceso penal.

En cambio, cuando se trata de una orden de aprehensión por necesidad de cautela, 
la cual se rige por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sí es necesario que el órgano público de procuración de justicia exprese 
los datos con los que cuenta en la fase de investigación inicial, para que puedan ser 
ponderados por el órgano jurisdiccional, ya que la regla general de la conducción a 
proceso del imputado es la citación. 

Como se puede advertir, el sistema penal acusatorio está diseñado para que sólo 
en casos excepcionales proceda una orden de aprehensión, esto es, la privación de la 
libertad de la persona, por lo que el libramiento de ella obedecerá a aspectos casuís-
ticos que permitan advertir que no existe otro medio más eficiente de conducir a la 
persona a proceso; circunstancia ostensiblemente diversa a la que exigía el sistema 
tradicional, donde la orden de aprehensión era la manera más usual de llevar al jus-
ticiable a proceso y, ante ello, se equiparaba en su estándar al auto de formal prisión.

De esa manera, a pesar de que los requisitos de fondo para el libramiento de 
una orden de aprehensión sean similares a los exigidos para el dictado de un auto de 
vinculación a proceso, el estándar probatorio tendrá que ser diferente, inclinando la 
balanza en favor de la orden de captura, porque esta última es un acto que restringe 
directamente la libertad —eje rector del sistema penal acusatorio—, mientras que el 
auto de vinculación a proceso sólo la afecta indirectamente, pero no impide que el go-
bernado pueda deambular de manera libre, lo que sí reprime la orden de aprehensión, 
aunque sea transitoriamente, ya que la persona será sometida a una privación directa 
de su libertad, en la que incluso podrá emplearse la fuerza pública para lograrlo, so 
pena de incurrir en otro tipo de responsabilidad en caso de resistirse al acto legítimo 
de la autoridad.

Lo anterior, en el entendido de que el grado de exigencia probatoria será más alto 
en el libramiento de la orden de aprehensión, porque existen otros medios para condu-
cir a la persona al proceso, esto es, la citación y la orden de comparecencia; por ello, si 
la institución ministerial considera que el justiciable debe ser conducido de una mane-
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170         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

ra tan restrictiva ante el juez (ya que además es altamente probable que el gobernado 
ingrese a un centro de reclusión, en tanto espera ser llevado a la sala de audiencias), 
la fiscalía deberá exponer de manera fundada y motivada, por qué considera que debe 
operar el régimen de excepción de la libertad en ese caso concreto y no citar o hacer 
comparecer a la persona por los medios legales usuales.

Así también, no debe prevalecer la apariencia de que, por ser la orden de apre-
hensión una determinación previa al auto de vinculación a proceso, no es lógico que 
se exija un estándar probatorio mayor a la orden de captura que al auto que vincula 
a proceso al gobernado. Lo anterior así se afirma, ya que la temporalidad procesal 
no guarda relación alguna con la exigencia probatoria, pues de ser así se exigiría un 
estándar probatorio menor a la medida cautelar de prisión preventiva, ya que depen-
diendo del contexto puede dictarse previamente al auto de vinculación a proceso. 

En las relatadas condiciones, al hacer un ejercicio ponderativo entre los derechos 
fundamentales que son restringidos en el auto de vinculación a proceso y la orden de 
aprehensión, en los términos que se han expuesto, considero que el grado numérico 
que se otorga a la orden de captura se ubicará un punto arriba del exigido para aquel 
acto de vinculación a proceso, para quedar así:

Estándar probatorio en el libramiento de la orden de aprehensión (por cautela)

  
E. Estándar probatorio requerido en el control de detención

Si bien en la operatividad del sistema penal acusatorio en algunas entidades federa-
tivas (que, debo decir, constituyen la minoría) los juzgadores, por practicidad, optan 
por conducir a la fiscalía para que en el control de detención narren todos los datos 
de prueba que consten en la carpeta de investigación y, en el momento de solicitar 
vinculación a proceso solamente los tengan por reproducidos, la naturaleza del control 
de detención no consiste en narrar todos los datos con los que se cuente en la carpeta, 
sino solamente aquellos relacionados estrictamente con la detención de la persona.

Así, dado que el artículo 308 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece que el juez de control verificará que esté apegado a la legalidad el plazo 
constitucional de retención ministerial, así como satisfechos los requisitos de proce-

   

0 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 

 

 

Verdad material 
o histórica 

Estándar arriba del 
medio o de mayores 

probabilidades
Conjeturas y 

determinaciones 
irracionales

Fuente: elaboración propia.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



Iván Aarón Zeferín Hernández 171

dibilidad (en el entendido de que se hará cargo también de examinar la inmediatez en 
la puesta a disposición ante el Ministerio Público y que no exista vulneración a la dig-
nidad del detenido en el camino de ese acto privativo de libertad), los datos de prueba 
que serán materia de análisis del órgano jurisdiccional sólo serán los relacionados con 
esos tópicos. 

De esa manera, será irrelevante que el Ministerio Público exprese al juez que 
cuenta con, por citar un ejemplo, un informe pericial en materia de balística en el que 
se concluya que el arma que portaba el imputado era de tal o cual clasificación en la 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, porque por el solo hecho de que sea un 
arma de fuego, ya se configura la legitimación policial para detener a una persona que 
porta tal objeto bélico sin mostrar en ese momento el permiso correspondiente o que 
no demuestra que pertenece a las instituciones armadas.

En ese entendido, los datos de prueba tendentes a demostrar que se ha cometido 
un hecho que la ley señala como delito y que el imputado lo cometió o participó en 
su comisión, constituyen el análisis de fondo del asunto, propio de la diligencia de 
vinculación a proceso, donde sí se narrarán todos los datos que prueba con los que se 
cuente para ese momento. 

Expresado lo anterior, entonces, por regla general (desde luego, con sus constan-
tes excepciones) la fiscalía narrará sólo lo expuesto por los agentes que detuvieron al 
imputado, tanto en la entrevista que sostuvo con ellos, como lo propio asentado en 
el parte policial (que en la práctica de la materia federal, lo intitulan informe poli-
cial homologado), donde además se comunicarán las circunstancias de detención, los 
ámbitos temporales acontecidos en torno a ello, los objetos asegurados y los eventos 
acaecidos hasta ser conducidos ante el Ministerio Público. 

Desde luego, no se inadvierte que de conformidad con el párrafo primero del 
artículo 308 del Código Nacional de Procedimientos Penales, el imputado tiene el de-
recho de ofrecer medios de prueba desde el propio momento en que es presentado ante 
el órgano jurisdiccional, esto es, en el propio acto de análisis de la detención; empero, 
de conformidad con lo establecido, tales datos de prueba serán admitidos únicamente 
en el caso de que se ciñan a demostrar actos relativos al control de la detención y no 
al análisis de fondo del asunto.

Siguiendo esos lineamientos, el estándar probatorio que se exigiría para el control 
de detención se graduaría por debajo del auto de vinculación a proceso y, desde luego, 
de la orden de aprehensión por necesidad de cautela. Con respecto a esta última, ten-
drá esa connotación aunque la calificación de la legalidad de la detención es un acto 
que restringe directamente la libertad personal del justiciable, como también lo hace 
la orden de captura; sin embargo, los contextos son disímiles, con base en lo siguiente.
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172         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

•	 Para librar la orden de aprehensión el Ministerio Público deberá expresar, 
de manera fundada y motivada, datos de prueba que establezcan que se ha 
cometido un hecho que la ley señala como delito y que exista la probabi-
lidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión; actividad 
probatoria que, desde luego, abarcará la totalidad de los datos con los que 
hasta ese momento se cuente y no sólo los relativos a la detención del jus-
ticiable.

•	 Asimismo, la orden de captura, como se ha indicado, tendrá la finalidad 
de que la persona sea aprehendida en el lugar donde se encuentre, bajo el 
ejercicio de la fuerza pública que sea necesaria para lograr tal cometido 
y además, en la mayoría de los casos, la persona ingresará a un centro de 
reclusión.

•	 En la orden de aprehensión no será necesario calificar si la detención estu-
vo o no apegada a la legalidad, ya que por imperativo del artículo 311 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, una vez aprehendida a la per-
sona y conducida ante el juez de control, se dará uso de la voz a la fiscalía, 
para la formulación de la imputación, tal como se advierte del numeral en 
comento:

Artículo 311. Una vez que el imputado esté presente en la audiencia 
inicial, por haberse ordenado su comparecencia, por haberse ejecu-
tado en su contra una orden de aprehensión o ratificado de legal la 
detención y después de haber verificado el Juez de control que el 
imputado conoce sus derechos fundamentales dentro del procedi-
miento penal o, en su caso, después de habérselos dado a conocer, 
se ofrecerá la palabra al agente del Ministerio Público para que éste 
exponga al imputado el hecho que se le atribuye, la calificación jurí-
dica preliminar, la fecha, el lugar y el modo de su comisión, la forma 
de intervención que haya tenido en el mismo, así como el nombre 
de su acusador, salvo que, a consideración del Juez de control sea 
necesario reservar su identidad en los supuestos autorizados por la 
Constitución y por la ley.

•	 Por ello, la orden de aprehensión constituye, en sí misma, un acto privati-
vo de libertad que perdurará hasta que se resuelva si la persona será o no 
sometida a prisión preventiva, de lo que se concluye que la orden de apre-
hensión lleva implícito un control de detención para fines de la audiencia 
inicial. 

•	 Por su parte, en la calificación de la legalidad de la detención, el acto pri-
vativo es efímero, ya que sólo tiene vigencia durante la audiencia inicial, 
en tanto se resolverá si el imputado será o no sujeto a prisión preventiva.
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Por esas razones, si en el control de la detención el juez va a analizar la hipótesis 
ministerial relativa al plazo constitucional de retención ministerial, los requisitos de 
procedibilidad y, de ser el caso, la inmediatez en la puesta a disposición ante el Mi-
nisterio Público y que no exista vulneración a la dignidad o integridad del detenido, 
pero sólo basado en los datos de prueba relativos a la misma detención y no al fondo 
del asunto, la graduación del estándar probatorio se ubicaría en el punto 4, ya que no 
puede exigirse un igual estándar probatorio a dos actos de la misma naturaleza (con-
trol de detención y orden de aprehensión), si para uno se requiere menor actividad 
probatoria que para el otro. 

Estándar probatorio exigido en el control de detención

F. Estándar probatorio requerido en la imposición de prisión preventiva oficiosa

La prisión preventiva oficiosa se trata de una medida establecida como restricción a 
los derechos fundamentales, contemplada en la propia Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, específicamente en el numeral 19, bajo el amparo ideoló-
gico de que ningún derecho humano es absoluto; lineamientos que se reproducen en 
la ley secundaria, dado que el numeral 167 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales establece qué delitos serán merecedores de esa medida. 

Ahora bien, de conformidad con lo resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia intitulada: Derechos humanos 
contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales. Constitu-
yen el parámetro de control de regularidad constitucional, pero cuando 
en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de aquéllos, se 
debe estar a lo que establece el texto constitucional,90 se definió que cuando 
en la Constitución haya una restricción expresa al ejercicio de los derechos humanos 

90 Tesis localizable en: Décima Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo I, 
abril de 2014, p. 202, Jurisprudencia Constitucional, Número de tesis P./J. 20/2014, Registro IUS: 2006224.  
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174         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

se deberá estar a lo que indica la norma constitucional, lo que a su vez implica que el 
resto de las normas jurídicas deben ser acordes con la ley suprema, tanto en un sentido 
formal como material.

Asimismo, de acuerdo con el criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación contenido en la jurisprudencia de rubro: Restricciones a los 
derechos fundamentales. Elementos que el juez constitucional debe tomar en 
cuenta para considerarlas válidas,91 esa restricción a los derechos fundamentales 
debe satisfacer, al menos, los siguientes requisitos: a) ser admisible dentro del ámbito 
constitucional; b) ser necesaria para asegurar la obtención de los fines que fundamen-
tan la restricción constitucional, y c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa 
debe respetar una correspondencia entre la importancia del fin buscado por la ley y 
los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses constitucionales, 
en el entendido de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse 
a costa de una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos constitu-
cionalmente protegidos. 

Derivado de lo anterior, se evidencia que la determinación de la proporcionalidad 
de la prisión preventiva oficiosa no corre a cargo del juzgador, sino del constituyente 
y del legislador, al crear los marcos normativos reguladores de esa figura e incorporar 
un catálogo de delitos en los cuales, por regla general, las personas tendrán que en-
frentar el proceso penal en el ámbito de la prisión preventiva.

En mérito de ello, podríamos hablar de dos tipos de estándares probatorios en la 
imposición de la prisión preventiva oficiosa.

El primero de ellos acontece en el caso de que el imputado, al ejercer su derecho 
constitucional, decide que su situación jurídica sea resuelta dentro del término de 72 
horas o bien de 144 horas y, como consecuencia, antes de que se suspenda la audiencia 
inicial en su primera fase, deberá resolverse el debate de medidas cautelares, porque 
el auto de vinculación a proceso se dictará con posterioridad. 

En ese caso, la graduación del estándar probatorio no debe ser alta, de hecho, el 
índice será muy bajo, porque la determinación judicial no partirá de ejercicio de pon-
deración probatoria alguno, sino de la presunción de que el Ministerio Público se está 
conduciendo con el deber de objetividad y lealtad a que está obligado, al encuadrar 
el hecho en la hipótesis delictiva propia del catálogo de delitos de prisión preventiva 
oficiosa. Partiendo de esa premisa, sólo será necesario que el órgano jurisdiccional 
se asegure de que la formulación de la imputación se fijó por hechos relativos a uno 
de esos delitos contenidos en los precitados catálogos y además analice la viabilidad 

91 Criterio que puede ser localizado en: Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo I, Libro V, febrero de 2012, p. 533, Jurisprudencia Constitucional, Número de tesis 1a./J. 
2/2012 (9a.), Registro 160267.  
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Iván Aarón Zeferín Hernández 175

de que los eventos puedan encuadrarse en la descripción típica que la institución mi-
nisterial señala; esto es, se trata de una actuación judicial meramente de verificación 
fáctica-normativa, sin necesidad de hacer referencia o requerir dato de prueba alguno. 

En mérito de lo anterior, ese primer estándar probatorio exigido para dictar pri-
sión preventiva oficiosa se ubicaría en la graduación numérica 2, al no realizarse 
ejercicio de proporcionalidad alguno de la medida, en tanto ésta ya se fijó en la ley, 
al contemplar ese delito en el catálogo tasado de la prisión preventiva oficiosa y la 
función judicial sea únicamente de verificación de que los hechos encuadren en la 
hipótesis delictiva. 

a. Estándar probatorio exigido en la prisión preventiva oficiosa, previa al dictado del 
auto de vinculación a proceso

El segundo de los estándares que se exige para el dictado de una prisión preventiva 
oficiosa, acontece cuando el imputado decide que su situación jurídica sea resuelta en 
el mismo momento en que se le pregunta; esto es, aquél opta por renunciar al plazo de 
72 o 144 horas para resolver tal cuestión, por lo que el órgano jurisdiccional, atendien-
do a los datos de prueba expresados por el órgano público de procuración de justicia, 
los cuales estima eficientes para establecer que se ha cometido un hecho que la ley 
señala como delito y que exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o par-
ticipó en su comisión, dicta auto de vinculación a proceso por un delito contemplado 
con prisión preventiva oficiosa.

En este aspecto, el estándar probatorio requerido tiene el mismo rango que el exi-
gido para el auto de vinculación a proceso y la razón estriba en que si bien la medida 
cautelar de prisión preventiva oficiosa se impone como consecuencia de la vinculación 
a proceso por delito que amerite ese tratamiento cautelar, ambas determinaciones, esto 
es, la que vincula a proceso y la que impone la medida cautelar, no se pueden escindir, 
porque precisamente una deriva de la otra; por ello, la ponderación de datos de prueba 
para establecer su suficiencia y razonabilidad para dictar auto de vinculación a proce-
so, son exactamente los mismos que sirvieron de base para imponer aquella medida 
cautelar; dicho de otro modo, si bien en el dictado de la prisión preventiva oficiosa 
emitida previamente a la vinculación a proceso se parte de la presunción de que el 
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Ministerio Público está actuando bajo los principios de objetividad y lealtad; para el 
momento en que el justiciable ya es vinculado a proceso, el juez de control ya no par-
te de presunciones del deber de lealtad de la institución ministerial, sino del análisis 
previo y mesurado que del auto de vinculación a proceso realizó, donde además hizo 
un ejercicio de ponderación de datos que lo determinó a precisar exactamente el hecho 
delictivo materia del proceso o incluso, ante lo expuesto por las partes, lo reclasificó; 
determinación que, desde luego, se basó en la actividad probatoria.

Así, dado que ambas determinaciones no se pueden escindir, porque la medida 
cautelar deriva del auto de vinculación a proceso por delito de prisión preventiva 
oficiosa, como consecuencia lógica y necesaria se concluye que el estándar probato-
rio en la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa después de 
dictado el auto de vinculación a proceso debe ser el mismo que el que se exigió para 
esta última determinación.

En mérito de lo anterior, como se verá más adelante, en virtud de que la ley esta-
blece estándares probatorios de probabilidad o posibilidad para el dictado del auto de 
vinculación a proceso, se concluye que el punto gradual será el fijado en el número 5, 
propio del terreno de las posibilidades.   

b. Estándar probatorio en la prisión preventiva oficiosa dictada como consecuencia 
del auto de vinculación a proceso

  

Finalmente, debe precisarse que como toda regla genérica, la prisión preventiva ofi-
ciosa presenta sus excepciones, las cuales, de conformidad con el artículo 166 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, acontecerán cuando el juez de control 
estime que tal medida cautelar se ejecute en el domicilio de la persona imputada o en 
un centro médico o geriátrico, bajo las medidas cautelares que procedan.

Estas excepciones se presentarán cuando el imputado se trate de una persona ma-
yor de 70 años de edad o afectada por una enfermedad grave o terminal; asimismo, en 
el caso de mujeres embarazadas o también de madres durante la lactancia.

Pues bien, dado que la regla general de la prisión preventiva es que deberá cum-
plirse en lugares especiales destinados para ello, en términos del párrafo noveno del 
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artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la excepción 
a esa regla general es que tal medida cautelar se lleve a cabo en el domicilio de las 
personas precitadas, en un centro médico o geriátrico, bajo las medidas cautelares que 
procedan. 

Bien, de lo anterior se advierten dos aristas: la primera, en el caso de que el juez 
de control estime que la prisión preventiva se deberá cumplir en el domicilio del im-
putado o centro médico correspondiente, bajo las medidas cautelares que procedan, 
constituye una excepción a la regla prevista en el segundo párrafo del artículo 157 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, en el sentido de que la antedicha pri-
sión preventiva, no podrá combinarse con otras medidas cautelares (salvo el embargo 
precautorio o la inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren en el 
sistema financiero); sin embargo, en el caso de que el imputado cumpla tal medida 
cautelar en su domicilio, la excepción a la regla general de imposibilidad de combi-
nación de medidas cautelares con la prisión preventiva, se haría consistir en que en 
ese caso sí existe la posibilidad de combinar la prisión preventiva con otras medidas, 
específicamente con aquéllas que tiendan a proteger la naturaleza de la propia prisión 
preventiva domiciliaria, como sería la vigilancia de autoridad en el domicilio del jus-
ticiable, entre otras de esa naturaleza. Circunstancia que sólo se destaca, aunque no 
constituya la esencia de este capítulo. 

La segunda arista, que constituye la materia del estándar probatorio de este apar-
tado, consiste en que el juez de control, ante la noticia que se le haga allegar por 
cualquier medio dentro del proceso, en el sentido de que el imputado es una persona 
mayor de 70 años de edad o afectada por una enfermedad grave o terminal, así como 
que sea una mujer embarazada o en lactancia, podrá ordenar que la prisión preventiva 
se cumpla en el domicilio, centro médico o geriátrico que corresponda, de donde surge 
la exigencia probatoria que deberá cumplirse para dictar esa especial medida, la cual 
se hace consistir en que el juzgador deberá asegurarse de que el imputado cumpla 
alguna de esas condiciones especiales. 

En efecto, como se ha indicado, dado que la prisión preventiva por regla general 
debe cumplirse en centros especiales, cuando esa regla se lleva a la excepción, esto es, 
para que se cumpla en el domicilio o centros médicos correspondientes, debe existir 
certeza, más allá de toda duda razonable, para el juzgador, de que el imputado es una 
persona que tiene la edad precitada o mayor a ella; que padece una enfermedad en la 
gravedad que ha sido destacada o que se trata de una mujer en estado de gravidez o 
en periodo de lactancia; por ello, las partes, en el ejercicio de la actividad probatorio, 
deberán aportar al juez de control los datos de prueba que sean eficientes para no dejar 
lugar a dudas da la especial condición personal del imputado, para entonces dar cabida 
al análisis de la procedencia o no de tal medida en el domicilio del justiciable. 

Sin embargo, no podría analizarse esa especial medida cautelar de no existir la 
certeza de la condición especial de la persona, porque de lo contrario su imposición 
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podría favorecer a algún imputado que no tuviera derecho a esa especial excepción 
que hace la ley. 

En mérito de ello, la graduación del estándar probatorio, sólo para el hecho de 
que se tenga por acreditado que la persona reúne esas especiales condiciones perso-
nales, se eleva al altísimo rango de más allá de toda duda razonable que deba tener el 
juzgador al respecto. 

 Estándar probatorio exigido en la verificación de que la persona reúne las espe-
ciales condiciones personales (edad avanzada, enfermedad grave o terminal, emba-
razo o lactancia) para cumplir la prisión preventiva en su domicilio o centro médico 
que corresponda. 

G. Estándar probatorio requerido en la imposición de medidas cautelares

En términos de lo previsto en el numeral 153 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, las medidas cautelares serán impuestas por el órgano jurisdiccional, por el 
tiempo estrictamente necesario, para salvaguardar tres finalidades: a) asegurar la pre-
sencia del imputado en el procedimiento; b) garantizar la seguridad de la víctima u 
ofendido o del testigo, o c) evitar la obstaculización del procedimiento. Asimismo, el 
legislador, tratándose de prisión preventiva (no oficiosa), establece un parámetro más, 
que consiste en: d) verificar que el imputado no esté siendo procesado o haya sido 
sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso, lo cual tiene base en la 
teoría del riesgo, tomando como referencia la sustracción de la justicia del imputado. 

Ahora bien, de conformidad con el caso Canese vs. Paraguay, en la sentencia de 
31 de agosto de 2004, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se cuestio-
nó e incluso se puso en tela de juicio si era viable que el peligro de que el imputado 
cometa un nuevo delito era un presupuesto viable para la imposición de una medida de 
restricción de libertad del justiciable; sin embargo, al margen de lo resuelto en aquella 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, debe prevalecer el 
criterio sostenido en la ya invocada jurisprudencia por el Pleno de la Suprema Corte 
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de Justicia de la Nación, de rubro: Derechos humanos contenidos en la Constitu-
ción y en los tratados internacionales. Constituyen el parámetro de control 
de regularidad constitucional, pero cuando en la Constitución haya una 
restricción expresa al ejercicio de aquéllos, se debe estar a lo que establece 
el texto constitucional, por lo que, en caso de que se analice la procedencia de la 
prisión preventiva, debe también ponderarse ese aspecto por el juzgador.

De acuerdo con el invocado numeral 153, de manera implícita la ley confiere cier-
tas características que deberán reunir las medidas cautelares, lo que necesariamente 
van a repercutir en el estándar probatorio que deberá exigirse para su concesión; así, 
aquellas medidas tendrán el carácter de ser provisionales, en tanto tienen una limita-
ción temporal, por lo que desde su otorgamiento estarán destinadas invariablemente a 
agotarse; asimismo, son instrumentales, ya que, como su nombre lo indica, constitu-
yen un instrumento para preservación del proceso, a fin de llegar a su conclusión de 
manera satisfactoria. 

En mérito de ello, las medidas cautelares nunca resolverán el fondo del asunto, 
sino que son accesorias a él y, ante ello y su evidente carácter transitorio y accesorio, 
el estándar probatorio no será graduado en términos muy exigentes (salvo la prisión 
preventiva, que entra en los estándares altos). Sin embargo, esto no quiere decir que 
en la imposición de tales medidas no exista un ejercicio ponderativo por parte del 
órgano jurisdiccional, ya que incluso el artículo 156 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales establece que para la imposición de medidas cautelares debe 
existir un ejercicio de razonabilidad y proporcionalidad jurídica en su aplicación; de 
ahí toma relevancia su carácter de excepcional, el cual estará limitado además por el 
eje rector que rige el sistema acusatorio y oral, que es la presunción de inocencia, de 
conformidad con el artículo 20, apartado B, fracción I, constitucional y 13 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, ya que se trata de una medida cautelar y no de 
una punitiva.92

Ahora bien, esa razonabilidad y proporcionalidad jurídica se traduce en que la 
medida a imponer debe ser: a) constitucionalmente y legalmente legítima, esto es, 
estar justificada en razones legales y constitucionales; b) ser proporcional e idónea, 
esto es, adecuada y eficiente para alcanzar el fin perseguido y c) ser necesaria, es decir, 
suficiente para lograr dicha finalidad, de tal forma que no implique una carga desme-
dida, injustificada o excesiva para el gobernado.93

92 Criterio sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la jurisprudencia que deriva del 
caso Bayarri vs. Argentina, sentencia de 30 de octubre de 2008, así como en la diversa relacionada con el 
caso Acosta Calderón vs. Ecuador, sentencia de 1 de febrero de 2006.  
93 Este tema fue abordado mesuradamente por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en la jurisprudencia ya invocada, de rubro: RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. 
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Por ello, se dice que el juez de control, en el ejercicio de proporcionalidad que 
efectúa y de acuerdo con lo establecido en el precitado artículo 156, deberá guiarse 
por el eje rector, que es el principio de mínima intervención, el cual tiene sus bases 
históricas en el liberalismo sustentado principalmente por Beccaria en el siglo XVIII y 
que esencialmente se refiere a que las implicaciones del derecho penal y su naturaleza 
sancionadora deben reducirse en la vida social a lo mínimo posible. De esa manera, 
la privación de la libertad de la persona constituirá la ultima ratio, esto es, sólo se 
aplicará en caso de que no existan otras medidas menos gravosas que garanticen las 
finalidades de las medidas cautelares que se indicaron al inicio de este apartado.

Ya han quedado establecidas las características de las medidas cautelares (provi-
sionales e instrumentales), su naturaleza jurídica (proporcionales, idóneas y necesa-
rias) y el eje rector de su aplicación (principio de mínima intervención). Ahora resta 
analizar el estándar probatorio que la ley exige para su imposición, lo cual se puede 
evidenciar de los elementos orientadores que se encuentran expresamente plasmados 
en la ley. Será a partir de estos lineamientos que se graduará la proporcionalidad, 
idoneidad y necesidad de la medida, tomando como parámetro máximo la prisión 
preventiva y de ahí partirá hacia abajo, a fin de ponderar las menos intrusivas en el 
ámbito jurídico del gobernado. 

Estos parámetros guardan estrecha relación con las finalidades de las medidas 
cautelares, esto es, asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garanti-
zar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo y evitar la obstaculización del 
procedimiento, elementos que a continuación se analizan en forma genérica, para no 
hacer una reproducción de los artículos del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales que los contemplan.

a)	 Asegurar la presencia del imputado en el procedimiento. Este parámetro 
se encuentra contemplado en el numeral 168 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, el cual se gradúa a partir del peligro de sustracción 
del imputado, como elemento a ponderar y para ello se tomará en cuenta el 
arraigo que tenga el imputado en el lugar donde deba ser juzgado (a partir 
de su domicilio, su residencia habitual, el asiento de la familia y las facili-
dades para abandonar el lugar o permanecer oculto). Asimismo, si el impu-
tado reporta un domicilio falso, se presumirá el riesgo de fuga. También se 
tomará en cuenta el tiempo máximo de la pena del delito que se llegare a 
imponer y la actitud que voluntariamente adopte el imputado ante este tópi-

ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDER-
ARLAS VÁLIDAS.  
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co; su comportamiento posterior y anterior al evento, y la inobservancia de 
otras medidas cautelares o citaciones ministeriales o judiciales.

b)	 Peligro de obstaculización del desarrollo de la investigación. En este pa-
rámetro, contemplado en el numeral 169 del aludido Código Nacional, se 
parte de la presunción ideológica de qué es lo que sucedería en caso de que 
el imputado obtuviera su libertad. De tal modo que se buscaría proteger que 
el justiciable no destruya, modifique, oculte o falsifique elementos de prue-
ba; que no influya en los coimputados, testigos o peritos, a fin de que rindan 
sus declaraciones en forma falsa o con reticencias, y que no ejerza actos 
de amenaza u obstaculización en las personas que investigarán el hecho. 

c)	 Riesgo para la víctima u ofendido, testigos o para la comunidad. En este 
aspecto, el artículo 170 del Código Nacional establece que el órgano ju-
risdiccional, bajo un ejercicio de ponderación, analizará las circunstancias 
del hecho y las personales del imputado, víctima u ofendido, testigos o la 
situación ante la comunidad, a fin de proteger a tales entes y evitar que se 
afecte su integridad o se ponga en peligro su vida. 

Ahora bien, los parámetros anteriores, para establecer la mayor o menor posibili-
dad de suceso, podrán ser evidenciados a través de la actividad probatoria, ya que el 
numeral 171 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece la posibilidad 
de que los sujetos procesales aporten elementos de convicción para ello. De ahí que 
sean susceptibles de cierto estándar probatorio.

En efecto, a partir de esos criterios orientadores es que se graduarán los estánda-
res de exigencia para acreditar la hipótesis de la teoría del riesgo que sostendrá la fis-
calía, contra la menor posibilidad de que ocurran, a cargo de la defensa; desde luego, 
siempre basado en el eje rector de mínima intervención, el principio de presunción de 
inocencia y los criterios internacionales de que la prisión preventiva no es una medida 
punitiva, sino cautelar.94

De esa manera, mientras se demuestre en mayor grado, por ejemplo, que el im-
putado tiene un especial arraigo en el domicilio que reportó como propio (el cual 
se ubica dentro del ámbito territorial de la jurisdicción del juez de control), menor 
será el riesgo de fuga que se evidencie; asimismo, en diverso ejemplo, cuanto más 
represente el imputado un peligro para la víctima, mayor será el riesgo de protección 
que se deberá dar a aquélla, por lo que el órgano jurisdiccional deberá ponderar si las 
medidas cautelares menos lesivas son suficientes para ello o sólo la prisión preventiva 
podría otorgarle al sujeto pasivo la tutela que necesita. De esa forma, si en el ejemplo 
se evidencia que el justiciable en al menos ocho ocasiones ha pretendido privar de la 

94 Criterio sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la jurisprudencia que deriva del 
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vida a la víctima (su esposa), al golpearla hasta provocar que sea hospitalizada, una 
vez que aquél ha burlado todo tipo de seguridad previa que le ha impuesto la institu-
ción ministerial, el juez de control deberá hacer prevalecer la protección de la pasivo 
y, de ser el caso, ordenar la prisión preventiva del imputado por no existir una medida 
menos lesiva para contener la agresión reiterada.

Bajo estos parámetros es que se graduarán las diversas medidas cautelares esta-
blecidas en forma limitativa por el artículo 155 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales que, como se ha indicado, el punto máximo es la prisión preventiva y el 
menor, atendiendo a su propia naturaleza, sería la presentación periódica y las que 
tiendan a proteger a la víctima. 

Ahora bien, ya se ha hecho referencia al trabajo colectivo publicado por este 
Instituto de la Judicatura Federal, en el cual tuve la oportunidad de participar, junto 
con el destacado Juez de Distrito González Segovia. En este trabajo, él estableció un 
estándar probatorio relacionado con las medidas cautelares, que ordenó por niveles 
de inferior a mayor, comenzando por: a) la presentación periódica; b) la prohibición 
de concurrir lugares o tener algún tipo de contacto con personas; c) la separación in-
mediata del domicilio; d) la exhibición de garantía económica y prohibición de salida 
territorial; e) el embargo de bienes y la inmovilización de cuentas bancarias; f) las 
suspensiones temporales en los cargos públicos o actividades profesionales; g) el res-
guardo domiciliario e internamiento en institución determinada; h) el sometimiento al 
cuidado o vigilancia de una persona o institución, e i) la prisión preventiva.

El anterior trabajo, por demás importante y destacado, lo retomo en este apartado, 
sólo que concluyo en forma personal algunos aspectos diversos, atendiendo al propio 
formato que manejo en este trabajo y al contexto que explicaré enseguida.

Asimismo, comenzaré por explicar, del grado menor al mayor, el estándar pro-
batorio que considero se debe exigir en cada una de las hipótesis que se debatan por 
las partes. 

Nivel 1 (situado en el punto 2 de la escala total) 
a.	 Presentación periódica. Estimo que esta medida cautelar representa una 

menor exigibilidad probatoria, atendiendo a que es la que delimita en me-
nor medida la esfera jurídica del gobernado, ya que en la práctica, la pre-
sentación del imputado se realiza cada 15 días o cada mes en un horario 
amplio, que guarda relación con las horas hábiles de los órganos jurisdic-
cionales. De esa manera, no delimita en forma ostensible las actividades 

caso Bayarri vs. Argentina, sentencia de 30 de octubre de 2008, así como en la diversa relacionad con el 
caso Acosta Calderón vs. Ecuador, sentencia de 1 de febrero de 2006.  
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personales del justiciable y sí, en cambio, es eficiente para demostrar que 
el imputado está física y periódicamente a disposición del juez de control 
que lo requiere.

b.	 Prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con determinadas per-
sonas, con las víctimas u ofendidos o testigos; así como la separación 
inmediata del domicilio y la diversa de prohibición de concurrir a deter-
minadas reuniones o acercarse a ciertos lugares. Ya se ha hecho referencia 
en este trabajo a que la separación física tiene una finalidad protectora, 
especialmente en favor de la víctima u ofendido, ya que se trata de un 
derecho que tiene especial auge a nivel internacional y del derecho interno 
en México. Por ello se concluyó que se debe privilegiar una aparente nece-
sidad de protección hacia la víctima, sobre la certeza del acercamiento del 
imputado a ella y por esa razón es que figura en el nivel menor de estándar 
probatorio. Ahora bien, el hecho de que el ente a proteger sea la víctima u 
ofendido o un testigo, no hace especial diferencia para ser tutelado, porque 
si bien el sujeto pasivo goza de derechos diversos en el proceso por su ca-
lidad precisamente de víctima, el testigo merece el mismo trato de protec-
ción, habida cuenta de que ambos tienen derechos humanos idénticos por 
ser personas y el Estado tiene la misma obligación protectora para ambos. 

Esta misma circunstancia subyace cuando se prohíbe al imputado convivir o co-
municarse con diversas personas o acercarse a determinados lugares, porque si bien 
puede tener un afán protector contra terceros, también se tutela al propio justiciable. 
Ilustrémoslo con un ejemplo: el imputado, quien tiene 18 años de edad, es señalado 
como la persona que poseyó determinada cantidad de estupefacientes; sin embargo, 
de acuerdo con la imputación ministerial no existió finalidad ulterior del justiciable 
para comercializarlos, sino que lo destinaría para sí mismo; empero, en una canti-
dad desmesurada para ese propio fin. De los antecedentes relatados por la fiscalía se 
advierte que la posesión aconteció porque el imputado convivía con sus vecinos, de 
edad mayor a la de él, quienes incluso le suministraron el narcótico del cual es farma-
codependiente. La medida cautelar de prohibición de convivir con aquellas personas 
tenderá a su protección.         

    
Nivel 2 (situado en el punto 4 de la escala total)

a)	 Exhibición de garantía económica. Esta medida cautelar, de índole eviden-
temente pecuniaria, se sitúa en rango mayor a la protección de la víctima u 
ofendido, testigos y del propio imputado, pero sin llegar al grado de otras 
más intrusivas, ya que se trata de una erogación monetaria provisional 
que hará el imputado, para el efecto de garantizar su presencia en el pro-
ceso. Ahora bien, la imposición de tal medida no requerirá una actividad 
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probatoria especialmente exhaustiva, ya que en muchos de los casos se 
requerirán argumentos basados en afirmaciones que no fueron contradi-
chos por la contraparte o bien aquellos que puedan ser aportados con datos 
de prueba para demostrar en forma cercana a la probabilidad las hipótesis 
de las partes. Asimismo, el juez de control fijará la cantidad a exhibirse, 
atendiendo a la condición personal del justiciable (sus ingresos, empleo, 
dependientes económicos), las propias objetivas que rodean el evento y el 
grado mayor o menor de peligro de sustracción de justicia del imputado, 
por citar los elementos más destacados para ello. Por ejemplo, la cantidad 
fijada por un hecho de portación de arma de fuego sin licencia podría va-
riar de la señalada para diversa portación de un arma de uso exclusivo de 
las fuerzas armadas y si además varía el monto de percepción salarial entre 
uno y otro imputado.

b)	 Prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual re-
side o del ámbito territorial que fije el juez. Evidentemente se trata de una 
medida que delimita la libertad ambulatoria. Sin embargo, se puede equi-
parar en estándar probatorio a la garantía económica porque, dependiendo 
de cada caso en particular, la medida tiene una intromisión medianamente 
considerable en la esfera jurídica del gobernado. Así también no requerirá 
especial actividad probatoria, sino sólo acreditar al órgano jurisdiccional 
la presunción fundada de que el imputado pudiera evadirse de la acción de 
la justicia, en el caso de que salga de cierto ámbito territorial. Así podría 
darse el caso de una persona sometida a proceso que radique en el extran-
jero, pero que por alguna cuestión libró el filtro de la prisión preventiva, 
al demostrar que tiene una residencia más o menos habitual en la entidad 
federativa donde el juez de control ejerce su ámbito competencial. De esa 
manera, la medida será destinada a prohibirle al justiciable que abandone 
el país y el efecto será decretar el arraigo de su pasaporte,95 porque de lo 
contrario, al regresar a su país de origen existe una alta posibilidad de que 
no se someta al proceso. 

c)	 Sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución deter-
minada. Es importante mencionar que esta medida, establecida en el ar-
tículo 155, fracción VI, el Código Nacional de Procedimientos Penales, 
puede dividirse en dos: la primera es la puntualizada en este inciso y la 
segunda, cuando ese sometimiento conduzca a un internamiento, donde 
el estándar probatorio será evidentemente más alto que el exigido para el 
simple sometiendo al cuidado de una institución.

95 Figura jurídica utilizada por la Secretaría de Relaciones Exteriores en ese tipo de medidas.  

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



Iván Aarón Zeferín Hernández 185

Al respecto, por ejemplo, podríamos traer a colación a un imputado que presenta 
un alto grado de alcoholismo; el juez de control, para efecto de asegurar que se pre-
sentará sobrio a las audiencias del proceso, podría dictar como medida cautelar el 
sometimiento del justiciable hacia determinada institución, que le brinde el tratamien-
to o los cuidados necesarios para que su estado de alcoholemia sea atendido y no se 
vea obstaculizado el proceso con alguna ausencia o conducta inapropiada en la sala 
de audiencias. Para el otorgamiento de esta medida no se requerirá especial actividad 
probatoria, sino sólo establecer la presunción fundada de que el imputado requiere ese 
tipo de cuidados. 

Nivel 3 (situado en el punto 6 de la escala total) 
Embargo de bienes e inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren 
dentro del sistema financiero. Estas medidas resultan más lesivas que las anterior-
mente analizadas, porque recaen en la retención temporal de bienes y en las propias 
cuentas bancarias y activos financieros, los cuales pueden ser especialmente nece-
sarios para el imputado, al ser parte de sus derechos posesorios y además constituir 
parte total o parcial de su patrimonio. Por ello, la actividad probatoria que se requerirá 
es, al menos, la indispensable para las exigencias basadas en las probabilidades y un 
poco más; habida cuenta de que se requerirá un estándar necesario que le permita al 
órgano jurisdiccional estimar proporcional esa medida, con un rango un poco mayor 
que aquel que ocuparía para dictar un auto de vinculación a proceso. Esto es así, por-
que la actividad probatoria exigida deberá ser especialmente ponderada por el juez de 
control, ante la posibilidad de que pudiera existir un exceso en su determinación y esto 
pudiera acarrear, incluso, una afectación tal al imputado que le provocaría indefen-
sión, al coartarle el derecho a acceder a, por ejemplo, una defensa particular por ca-
recer de sustento económico para solventarla. De esa manera, estas medidas deberán 
ser especialmente ponderadas por el juez y los sujetos procesales deberán aportar los 
medios de convicción que permitan llegar al estándar probatorio requerido para ello.

Nivel 4 (situado en el punto 6.5 de la escala total) 
Suspensión temporal en el ejercicio de un cargo público o en el ejercicio de determi-
nada actividad profesional o laboral. Estas medidas conllevan una especial restric-
ción a los derechos fundamentales del gobernado, ya que atañen al ámbito laboral 
del imputado, que en muchos de los casos constituye su única fuente de ingresos. 
Por ello, el estándar probatorio es más exigente que, incluso, el embargo de bienes 
o inmovilización de cuentas bancarias. De ese modo, la actividad probatoria para 
justificar la necesidad de esa medida debe ser especialmente alto, arriba del terreno 
de las probabilidades, habida cuenta de que tendría que justificarse altamente que esa 
restricción es idónea para asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, 
garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculiza-
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ción del procedimiento, pues evidentemente se limitará la actividad que el gobernado 
utilizaba como medio de subsistencia. Un ejemplo de la proporcionalidad, idoneidad 
y necesidad de esta medida pudiera ser un profesor de educación primaria, el cual, de 
conformidad con la imputación ministerial, abusa sexualmente de los menores que 
son sus alumnos y, destacadamente, la víctima sigue siendo su alumno para el mo-
mento de la incoación del proceso. En ese sentido el juez de control, al suspender al 
imputado en ese cargo, no sólo protegería a la víctima, sino además a la comunidad, 
pero tendría que justificarse la alta posibilidad de que el empleo que desempeña el 
imputado lo ocupa para abusar sexualmente de los niños bajo su tutela.   

Nivel 5 (situado en el punto 7 de la escala total) 
Internamiento en instituciones determinadas. Resguardo en el propio domicilio y co-
locación de localizadores electrónicos. Estas tres medidas constituyen la antesala del 
más alto estándar de las medidas cautelares, que es la prisión preventiva. Esto es 
así porque las tres restringen de manera ostensible la libertad de la persona, aunque 
no la privan en su totalidad, como acontece con la prisión preventiva, sí limitan su 
deambulación. En efecto, el hecho de que la persona sea internada en una institución 
determinada, en su propio domicilio o que se mantenga una constante vigilancia de 
los lugares en donde se encuentra, por un dispositivo electrónico previamente coloca-
do, conllevan una restricción notable contra el justiciable. Estas figuras se tornan tan 
limitativas, que incluso en muchos de los casos se trata de medidas cautelares que no 
pudieron reunir el estándar probatorio necesario para la prisión preventiva, pero que 
existe una probabilidad muy alta de que el imputado se sustraiga de la acción de la 
justicia; de esa manera, al advertir el juez de control, a través de la actividad probato-
ria y la justificación de las partes, que no se satisfizo el estándar necesario para dictar 
prisión preventiva, pero que resulta necesario limitar la deambulación del justiciable, 
opta por alguna de éstas, para no violar los derechos fundamentales del procesado, al 
librar una medida no satisfecha en su exigibilidad probatoria. 

Asimismo, en cuanto al resguardo en el propio domicilio es una figura tan res-
trictiva, que prácticamente es similar a la prisión preventiva otorgada por el órgano 
jurisdiccional en favor de un adulto mayor o mujer embarazada o en lactancia, ya que 
se impide que salgan de su residencia; incluso en ambas se pueden establecer otras 
medidas para asegurar ese resguardo domiciliario. 

Nivel 6 (situado en el punto 8 de la escala total) 
Prisión preventiva. Como se ha indicado, la prisión preventiva constituye la ultima 
ratio que tiene el juzgador para cumplir las tres finalidades de toda medida cautelar. 
En aspectos teóricos constituye el fracaso de las demás medidas y del principio de 
mínima intervención, ya que no son eficientes para los fines protectores del proceso. 
Por ello, la actividad probatoria a reunirse debe ser altísima —al menos en la escala de 
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las medidas cautelares debe ser la más elevada—, a fin de que el juez de control pueda 
establecer de manera razonada, que debe imperar en el caso concreto, la excepción al 
principio de presunción de inocencia y del eje rector del sistema penal acusatorio que 
es la libertad como regla genérica.

No es necesario abordar todos los tópicos tendentes a analizar las reglas de ex-
cepción, presunción de inocencia y de mínima intervención, habida cuenta de que han 
sido analizados en párrafos que preceden. Lo importante es mencionar que cuando el 
órgano jurisdiccional impone la prisión preventiva, esos principios fracasaron para 
salvaguardar los fines del proceso y entonces, en un acto meramente excepcional, el 
juez de control ordena la reclusión de la persona en centros especiales, de conformi-
dad con el párrafo noveno del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lo cual no podrá exceder de un año, al ser la duración de la tem-
poralidad de la prisión preventiva más favorable a la persona que la establecida en la 
propia Constitución. 

Sin embargo, se debe destacar que aunque el estándar probatorio requerido para la 
prisión preventiva es muy alto, no llega al punto de la exigencia de la sentencia conde-
natoria, que es más allá de toda duda razonable; por ello se fija en el punto gradual 8.

En mérito de lo anterior, los estándares probatorios de las medidas cautelares 
quedarían de la siguiente manera: 
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Fuente: elaboración propia.
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H. Estándar probatorio requerido en el dictado del auto de vinculación a proceso

Como se ha sostenido en párrafos precedentes, el artículo 19 constitucional y el di-
verso 316 del Código Nacional de Procedimientos Penales establecen el estándar pro-
batorio que deberá reunir el auto de vinculación a proceso, al preceptuar, en forma 
similar, que deberán existir datos de prueba que establezcan que se ha cometido un 
hecho que la ley señala como delito y que exista la probabilidad de que el imputado lo 
cometió o participó en su comisión.

Por ello, en primer término, la actividad probatoria deberá establecer que se ha 
cometido un hecho punible, lo que implica que en este contexto el estándar exigido 
para aceptar la existencia de un delito vas más allá de una probabilidad y, por tanto, 
el juzgador debe ser más acucioso en que las partes demuestren este aspecto. En se-
gundo lugar, cuando se analiza la intervención de la persona, el estándar probatorio es 
menor, al nivel de posibilidad. De ello se obtiene que tenemos dos tipos de estándares 
probatorios dentro de una misma determinación, el primero, más alto, relativo a la 
demostración de un delito y el segundo, más bajo, tendente a acreditar la intervención 
de la persona en ese evento.

No obstante, al centrarnos en la etapa en que se encuentra el proceso, la finalidad 
del auto de vinculación a proceso (proseguir el proceso en su fase de investigación 
complementaria), y los medios que lo sustentan (datos de prueba), donde se analizará 
su suficiencia y grado de razonabilidad y congruencia, se concluye que tanto la acredi-
tación del hecho punible como la propia intervención de la persona deben justificarse 
en un estándar probatorio al nivel de probabilidad; esto es, dentro de un índice gradual 
intermedio, ya que si bien se realiza un análisis del fondo del asunto, las investigacio-
nes que hagan las partes en la etapa complementaria tenderán a corroborar, en uno u 
otro sentido, la determinación tempranamente determinada por el juez de control. Por 
esa razón, el grado de exigibilidad se ubica en el punto 5.

Estándar probatorio en el dictado de auto de vinculación a proceso
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Sin embargo, debe hacerse notar que el artículo 316 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales establece como requisito de fondo respecto al auto de vincula-
ción a proceso, que el juez de control deberá verificar que no se actualice una causa 
de extinción de la acción penal o excluyente del delito; de lo que entonces surge un 
nuevo estándar probatorio, pero ahora interpretado a la inversa.

Cierto, como se ha indicado, la finalidad del auto de vinculación es, entre otros, 
proseguir el proceso, ya que abre el periodo de investigación complementaria, a partir 
del cual las partes realizarán actos de indagación con la finalidad de demostrar sus 
pretensiones procesales (en el caso del Ministerio Público y la víctima u ofendido 
incluso de obtener medios de prueba exculpatorios). De ese modo, el órgano público 
de procuración de justicia llevará la investigación principal y las demás partes las 
investigaciones paralelas. No obstante, en todos los panoramas la naturaleza de la 
prosecución del proceso es seguir investigando. 

A partir de ello, es que el juez de control, al dictar auto de vinculación a proceso, 
debe ser muy exigente al analizar que no se actualice una causa de extinción de la ac-
ción penal o excluyente del delito, porque de lo contrario coartaría el derecho procesal 
del Ministerio Público de demostrar en investigación complementaria lo opuesto.

Citemos un ejemplo: el fiscal formula imputación contra una persona. Los hechos 
se hicieron consistir en que el justiciable robó del aparador de un centro comercial 
una computadora tipo lap top, al tomarla y ocultarla dentro de su gabardina, pero fue 
detenido una vez que rebasó el área de cajas, sin que hubiere realizado el pago res-
pectivo del producto. En su declaración inicial el imputado aduce que efectivamente 
robó ese equipo, pero que lo hizo porque su menor hijo estaba enfermo de gravedad 
y necesitaba dinero para que fuera hospitalizado. El justiciable incorporó como datos 
de prueba los documentos médicos y las testimoniales de su esposa y diverso hijo, 
que mostraron al órgano jurisdiccional que efectivamente el menor hijo padecía una 
enfermedad que ponía en peligro su vida y que su atención médica era apremiante. La 
defensa del imputado alega un estado de necesidad justificante, porque el gobernado 
no tenía otra salida que robar para poder salvar a su hijo.

En el ejemplo, el juez de control debe ser especialmente cuidadoso para tener por 
acreditada esa causa de justificación, porque si bien aparentemente podría existir una 
razón para justificar el actuar de la persona, no debe existir duda razonable de que así 
aconteció. De lo contrario coartaría el derecho procesal de la institución ministerial de 
demostrar, por ejemplo, que el imputado era una persona de solvencia económica y 
que si bien su hijo presentaba una enfermedad grave, los gastos que aquello generaría 
estarían cubiertos para el momento de la comisión del hecho punible; circunstancias 
que sólo se acreditarían con una investigación más formalizada, contando con un 
tiempo más prudente que las 48 horas que prevé la Constitución y bajo un esquema 
trazado en la litis del auto de vinculación a proceso. 
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En ese orden, atendiendo a los efectos del auto de vinculación a proceso, las cau-
sas de exclusión del delito y de extinción de la acción penal deben quedar demostradas 
más allá de toda duda razonable, por lo que se ubican en el punto 9 de la escala que se 
ha trazado en este trabajo.

a. Estándar probatorio requerido en la acreditación de las causas de exclusión del 
delito y de extinción de la acción penal, en el auto de vinculación a proceso

I. Estándar probatorio requerido en el sobreseimiento

El sobreseimiento se encuentra regulado en el artículo 327 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales y, de conformidad con la norma, sólo podrá ser solicitado por 
el Ministerio Público, el imputado o su defensa, lo cual tendrá que resolverse en las 
24 horas siguientes a su petición, en audiencia donde además se citará a la víctima u 
ofendido y su asesor jurídico.

Las causales de sobreseimiento son las enlistadas en el artículo referido, que van 
desde demostrar que el hecho no se cometió o que no es delictivo, hasta la muerte del 
imputado.

Sea cual fuere la causal alegada por las partes legitimadas, el sistema penal acu-
satorio se encuentra armonizado en el sentido de que no basta que sea el órgano acu-
sador el que plantee el sobreseimiento, sino que éste deberá ser sujeto al ejercicio de 
contradicción, tan es así, que deberá escucharse a la víctima u ofendido al respecto y 
sus alegaciones vinculan al órgano jurisdiccional para efecto de hacerse cargo de ellas 
y analizarlas de manera mesurada. En caso de ser fundadas, llevará al desechamiento 
de la petición de sobreseimiento.

Ahora bien, dado que la petición de sobreseimiento se somete al ejercicio de 
contradicción, es necesario que exista actividad probatoria y, en consecuencia, el re-
sultado de dicha actividad tendrá un estándar que deberá ser satisfecho en grados muy 
altos por la parte que lo solicita. 
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Bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 328 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, el sobreseimiento firme tiene efectos de sentencia absoluto-
ria, pone fin al procedimiento en relación con el imputado en cuyo favor se dicta, in-
hibe una nueva persecución penal por el mismo hecho y hace cesar todas las medidas 
cautelares que se hubieran dictado. De esa manera tendrá el alcance de sentencia abso-
lutoria, por lo que deberá ser analizado mesuradamente por el órgano jurisdiccional, a 
fin de que no exista duda razonable de que realmente se actualizó la hipótesis plantea-
da por la parte oferente o, incluso, una diversa que el propio juez de control advierta.

Por ejemplo, si la petición ministerial se hace consistir en que el imputado falle-
ció, el juez de control deberá tener por acreditada esa causal, más allá de toda duda 
razonable, porque de lo contrario, al basarse en probabilidades o en aspectos más allá 
de una probabilidad, pero sin que exista certeza, otorgaría ventaja indebida a un sujeto 
procesal, en vulneración de los derechos fundamentales de la víctima u ofendido.

Por esa razón, el sobreseimiento, sea parcial o sea total, debe puntuarse en el 
grado más alto de las certezas, que consiste en que para que pueda cobrar vigencia, 
la actividad probatoria deberá acreditar más allá de toda duda razonable la hipótesis 
sostenida por los sujetos procesales. 
   

Estándar probatorio requerido en el sobreseimiento en el proceso 

J. Estándar probatorio requerido en la sentencia condenatoria

En la primera parte de este trabajo se hizo especial referencia a que la verdad histórica 
no se encuentra al alcance de las partes, por lo tanto, el juez no está obligado a obtener 
la verdad material de lo acontecido, pues como rector del proceso no es su tarea llegar 
a esa meta, ya que de considerar que ésa es su labor, estaría prácticamente maniatado 
para resolver el litigio, al no poder ejercer labores de investigación.

En esas condiciones, las partes deberán demostrar la certeza de sus enunciados 
fácticos (o su verdad) a través de la actividad probatoria y el órgano jurisdiccional, en 
emitir su fallo derivado de esa propia actividad de las partes, mediante una convicción 
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objetiva, informada y apriorísticamente obtenida de la institución probatoria que le 
fue producida, debe emitir su determinación que, en caso de ser de culpabilidad, debe 
quedar ésta demostrada más allá de toda duda razonable, porque de existir duda algu-
na, el tribunal de enjuiciamiento deberá absolver al acusado.

De esa manera, la verdad material no será la exigencia a satisfacer por los órganos 
acusadores; de lo contrario, las sentencias penales condenatorias serías ilusorias. Será 
entonces la convicción de la culpabilidad del acusado más allá de toda duda razonable 
el parámetro probatorio a satisfacer.

Ahora bien, este trabajo no tiene la finalidad de realizar un análisis profundo res-
pecto al concepto más allá de toda duda razonable, pues ello ameritaría un estudio más 
complejo en torno al tema y por razones de espacio no es viable realizarlo. 

Sin embargo, es factible establecer algunas directrices al respecto, para explicar 
por qué el estándar probatorio requerido para una sentencia condenatoria se gradúa en 
el punto situado debajo de la verdad material.

Pues bien, el concepto más allá de toda duda razonable fue retomado del derecho 
anglosajón bajo la locución beyond a reasonable doubt, el cual presupone que no se 
puede declarar la culpabilidad de una persona hasta que se tenga la certeza de que 
cometió el suceso delictivo.

Es aquí donde descansa ese estándar exigible: en la certeza de la culpabilidad de 
la persona. Como se indicó, la verdad material es inalcanzable, pero la certeza de la 
responsabilidad penal sí es humana y materialmente accesible. Así también, la convic-
ción de esa culpabilidad es algo que no puede ser graduable en términos de porcentaje, 
esto es, no puede estimarse que al acreditarse 95% la culpabilidad de la persona, el 
restante 5% es el que da lugar a la duda que ya no será razonable.96 Por ello, la con-
vicción más allá de toda duda razonable es el instrumento más racional para obtener 
el estándar probatorio exigible para condenar a una persona. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la duda razonable 
puede presentarse al menos en dos situaciones relacionadas con la existencia de prue-
bas de descargo: a) cuando éstas confirman la hipótesis de la defensa, de tal manera 
que ellas acreditan una hipótesis total o parcialmente incompatible con la hipótesis 
de la acusación; y b) cuando a través de esas pruebas se cuestiona la credibilidad de 
las pruebas de cargo que sustentan la hipótesis de la acusación. En ambos casos se 
presenta una duda razonable, porque las pruebas de descargo dan lugar a la existen-
cia de una incertidumbre racional sobre la verdad de la hipótesis de la acusación.97

96 Véase Taruffo, Michel, Teoría de la prueba, Perú, Ara Editores 2012, p. 283.  
97 Criterio localizable en: Décima Época, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo I, Libro 19, junio de 2015, p. 594, Tesis Aislada, Número de tesis 1a. CCXXI/2015, Registro IUS: 
2009467.  
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 En mérito de lo anterior, puedo concluir las siguientes directrices:
•	 La prueba en ocasiones sí puede averiguar una verdad (por ejemplo, se 

puede demostrar la muerte de una persona).
•	 En el proceso penal, debido a su ostensible complejidad y al debate de las 

partes, no es posible llegar a una verdad absoluta.
•	 Por ello, cuando se dicta sentencia no se resuelve alcanzando una verdad 

absoluta.
•	 En consecuencia, en el proceso no siempre se obtiene la verdad.

Asimismo, los sujetos procesales en el litigio:
•	 No siempre buscarán la verdad.
•	 Esto es así, porque sus intereses no son obtener la verdad, sino lograr sus 

pretensiones procesales. 
•	 Por ello, si la verdad no siempre es buscada por los intervinientes en el 

proceso, no puede ser lograda en éste. 

En mérito de ello, entonces el juzgador:
•	 No tiene que erigir su determinación en una verdad absoluta, porque ésta 

no puede ser conseguida.
•	 Es viable, entonces, que resuelva teniendo en cuenta que el estándar pro-

batorio para una sentencia condenatoria no es la verdad absoluta, sino que 
quede demostrada la culpabilidad de la persona más allá de toda duda ra-
zonable.

•	 Tener la convicción más allá de toda duda razonable no es llegar a la ver-
dad, sino que objetivamente lo expresado y demostrado por las partes le 
cree convicción al juez, suficiente para condenar al acusado, ante la acredi-
tación de la certeza de su responsabilidad penal.

•	 La convicción más allá de toda duda razonable representa un estándar pro-
batorio menos exigible para el juzgador que encontrar la verdad absoluta.

•	 Aunque este estándar es menos exigible, es material y humanamente al-
canzable.

•	 Por lo tanto, lo que es material y humanamente alcanzable es viable y útil 
para la finalidad para la cual se estableció.

En esas condiciones, el estándar probatorio para emitir una sentencia condenato-
ria será el máximo alcanzable en el proceso, esto es, la convicción de la culpabilidad 
más allá de toda duda razonable. 
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Estándar probatorio exigido en la sentencia condenatoria 

Ahora bien, es viable expresar que en el sistema penal acusatorio las partes bus-
carán a toda costa acreditar sus pretensiones procesales, de tal manera que, por regla 
general, la teoría del caso de la fiscalía será llegar a demostrar más allá de toda duda 
razonable la culpabilidad del acusado, mientras que la defensa buscará demostrar lo 
contrario. Estos aspectos descansan en una de las finalidades del sistema penal acu-
satorio, que es esclarecer los hechos. De esa manera, los sujetos procesales buscarán 
convencer al tribunal de enjuiciamiento a partir de su respectiva teoría del caso, la 
cual apoyarán con elementos objetivos, contenido jurídico y actividad probatoria y 
será el juzgador, finalmente, quien luego de analizar responsable y mesuradamente el 
material probatorio resolverá en definitiva si las partes lograron el éxito procesal que 
afanosamente buscan.

Referencias bibliográficas

I. Libros

ASCENCIO MELLADO, José María, La prueba prohibida y prueba preconstituida 
en el derecho penal, Perú, Inpecc, 2008.
BELING, Ernst von, Die Beweisverbote als Grazen der Wahrheitsetforschung institu-
ción ministerial Strafprozess, Wissenschafliche Buchgemeinchaft, Darmsradt, 1968.
BENFELD, Johan, “Los Orígenes del concepto de la sana crítica”, Revista de Estu-
dios Histórico-Jurídicos, Chile, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso.
CARNELUTTI, Francesco, Lecciones sobre el proceso penal, trad. de Sentís Melen-
do, Argentina, 1.1, 1950.

0 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 
 

 

Verdad material 
o histórica 

Conjeturas y 
determinaciones 

irracionales
Más allá de toda 
duda razonable 

Fuente: elaboración propia.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



Iván Aarón Zeferín Hernández 195

COHEN L. J. The Probable and the Provable, Oxford, Clarendon Press.
DEVIS ECHANDÍA, Hernando. “Contenido, naturaleza y técnica de la valoración de 
la prueba judicial”, R.D., Proc. Iber., No. 1, 1966.
REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Diccionario de la lengua española, 22ª ed., Tomo 
I.
TOMÁS Y VALIENTE, F. La tortura en España. Estudios históricos, España, 1994.
FERRAJOLI, Luigi. Derecho y razón. Teoría del garantismo penal, España, Trotta, 
1997.
FERRER BELTRÁN Jordi, La valoración racional de la prueba, España, 2007.
————, Estándares de prueba y prueba científica. Ensayos de epistemología 
jurídica, Argentina, Marcial Pons, 2013.
FONTANET. Maldonado. Julio E. Principios y técnicas de la práctica forense, 3ª ed., 
Puerto Rico, 2010.
MAUET, Thomas, Fundamental of trial techniques, Canadá, Litlle Brown and Com-
pany, 1980.
GASCÓN ABELLÁN Marina, Los Hechos en el derecho, España, Marcial Pons, 
2010.
————, Cuestiones probatorias, Colombia, Universidad Externado de Colombia, 
2012.
GUASTINI, R., L’interpretazioni revisitata, Torino Giappichelli, 1996.
ALSINA, H., Tratado teórico práctico de derecho procesal civil y comercial, Buenos 
Aires, Ediar, 1956.
MATURANA Baeza, Javier. Sana Crítica. Un sistema de valoración racional de la 
prueba, Chile, Thomson Reuters, 2014.
NIEVA FENOLL, Jordi, La valoración de la prueba, España, Marcial Pons, 2010.
RIVERA MORALES Rodrigo. La Prueba. Un análisis racional y práctico, España, 
Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, 2011.
SENTÍS MELENDO, Santiago, La prueba. Los grandes temas del derecho probatorio, 
Buenos Aires, Ejea, 1979.
STAPLES, Robert, The Black Family: Essays and Studies, EUA, Wadsworth 
Publishing Company, Inc. 1971.
STEIN, Friedrich, El conocimiento privado del juez, España, Ediciones Universidad 
de Navarra, 1973.
TARUFFO, Michele, La prueba de los hechos, trad. de Jordi Ferrer Beltrán, España, 
Trotta, 2002.
————, La prueba, artículos y conferencias”, monografías Jurídicas Universitas, 
Editorial Metropolitana.
————, Algunas consideraciones sobre la relación entre prueba y verdad, Mono-
grafías Jurídicas Universitas, Editorial Metropolitana.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



196         LA PRUEBA LIBRE Y LÓGICA

II. Legislación 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Código Nacional de Procedimientos Penales.
Código Federal de Procedimientos Penales.
Ley de Amparo. 
Ley General de Víctimas.
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos.
Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de 
Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos.
Código de Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua.
Código de Procedimientos Penales del Estado de Oaxaca.
Código modelo del proceso penal acusatorio de la Comisión Nacional de Tribunales 
Superiores de los Estados Unidos Mexicanos.
Iniciativa con proyecto de decreto que expide el Código Federal de Procedimientos 
Penales presentada por el titular del Poder Ejecutivo Federal el 21 de septiembre de 
2011.

III. Legislación extranjera

Convenio Europeo de Derechos Humanos.
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.
Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Código de Procedimiento Penal Alemán.
Código de Procedimientos Penales de la República de Costa Rica.
Código de Procedimiento Penal de la República de Colombia.
Código Procesal Penal de la República de Chile. 
Código Procesal Penal de la República del Salvador.
Código Procesal de la Nación Argentina.
Constitución de la República de Brasil.
Ley de Enjuiciamiento Civil Español.

IV. Referencias electrónicas 

BELLVER, Juan Manuel, Fresneda, Carlos, Sánchez, Rosalía, Hernández Velasco, 
Irene, Colás, Xavier y Ramírez, María, 2013 “El tribunal popular en el mundo, líder 
mundial en español”. El Mundo, (fecha de consulta 1 de mayo de 2016).
BUNGE, Mario. La Ciencia: su método y su filosofía, p. 1. http://www.ateismopositivo.
com.ar/Mario%20Bunge%20%20La%20ciencia%20su%20metodo%20y%20su%20
filosofia.pdf (fecha de consulta 10 de mayo de 2016). 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/



Iván Aarón Zeferín Hernández 197

Centro de Estudios de Historia de México. Fundación Carlos Slim. 2014-2016, 
Conaculta. Curiosidades del Pasado, (fecha de consulta 1 de mayo de 2016).
CORTIZO, Ernesto, La lógica dialéctica contra lógica formal. Social Analysis, (fecha 
de consulta 6 de mayo de 2015).
Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema 
de Justicia Penal, SETEC. http://www.cwagweb.org/pdfs/AP/codes_and_references/
INICIATIVA_CFPP_new.pdf

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/otyvro

DR © 2016. 
Instituto de la  Judicatura Federal-https://www.ijf.cjf.gob.mx/




